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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Energía, señor Jorge Bunster Betteley.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 51ª, ordinaria, y 52ª, especial, en 3 y 4 de septiembre del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para el despacho de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (boletín N° 8.603-01).



2.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (boletín Nº 8.643-02).



3.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletines Nos. 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).



4.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (boletín Nº 8.369-04).



5.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



6.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (boletín Nº 7.966-05).



7.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (boletín Nº 8.874-05).



8.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).



9.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



10.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



11.- Proyecto de ley referente a las federaciones deportivas nacionales (boletín N° 6.965-07).



12.- Proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07).



13- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



14.- Proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (boletín Nº 7.975-25).



15- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07).



16.- Proyecto que modifica la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (boletín N° 8.466-07).



17.- Proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (boletín N° 8.809-07).



18.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (boletín N° 8.810-07).



19.- Proyecto de reforma constitucional que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor (boletín Nº 8.997-07).



20.- Proyecto que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (boletín N° 9.036-07).



21.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (boletín N° 8.272-08).



22.- Proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (boletín Nº 8.556-10).



23.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (boletín Nº 8.618-11).



24.-  Proyecto que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (boletín Nº 8.936-13).



25.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín N° 8.493-14).



26.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (boletín Nº 8.828-14).



27.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



28.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (boletín Nº 8.813-15).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de sustituir el sistema electoral aplicable a la elección de parlamentarios (boletín N° 9.030-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional que modifica la Constitución Política de la República en materia de reelección y vacancia de parlamentarios (boletín N° 9.031-07).



Con el mismo documento hace presente, también, la urgencia, en idéntico carácter de “simple”, para el proyecto de ley que modifica el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, a fin de crear una nueva instancia para la calificación y clasificación de su personal de nombramiento institucional (boletín N° 8.501-25).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero informa que dio su aprobación, con la excepción que señala, a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (boletín Nº 5579-03), con urgencia calificada de “simple”, e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, según lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República (Véase en los Anexos, documento 1).


--Se toma conocimiento y se designa como integrantes de la referida Comisión Mixta a los señores Senadores miembros de la Comisión de Economía. 



Con los tres siguientes comunica que dio su aprobación a los siguientes proyectos de ley:



1.- El que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (boletín Nº 8.210-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


2.- El que modifica el límite intercomunal entre Vicuña y Paiguano, en la Región de Coquimbo (boletín Nº 8.764-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso.



3.- El que establece el Día Nacional del Adulto Mayor (boletín N° 7.970-24) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



Con el último comunica que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado” (boletín N° 8.576-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



De la señora Ministra de Educación:


Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa a la nómina de asistentes de la educación que prestaban servicios hasta el año 1980 en establecimientos educacionales de las comunas especificadas en la petición.



Responde consulta, formulada en nombre del Senador señor Kuschel, sobre simplificación de los procedimientos administrativos que deben cumplir los funcionarios, profesores o administrativos de las escuelas subvencionadas, municipales y privadas.  



Del señor Subsecretario del Interior:


Contesta acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Prokurica, Chahuán, Horvath, Larraín (don Carlos) y Sabag, relativo al envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que autorice a Carabineros de Chile el cobro o la compensación de los gastos extraordinarios en que incurra con ocasión de actos masivos organizados por particulares con fines de lucro (boletín Nº S 1.570-12).



Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Administración del Fondo Concursable, Servicio Nacional del Consumidor:


Remite copia de la memoria anual de dicho Consejo, según lo manda el artículo 9°, letra g), de su reglamento, con la finalidad de informar a esta Corporación de las inversiones y gastos efectuados en los concursos públicos convocados, proyectos financiados y cumplimiento de sus objetivos.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para tabla.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Lagos para ausentarse del territorio nacional a contar del día de hoy.



--Se accede.
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE VÍCTIMAS DE GOLPE MILITAR 
El señor TUMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor TUMA.- Señor Presidente, dada la fecha en que estamos realizando esta sesión, le solicito que recabe el acuerdo de la Sala para guardar un minuto de silencio por los caídos con posterioridad al 11 de septiembre de 1973.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, hay un acuerdo de la Mesa y de los Comités en ese sentido.



En consecuencia, le pido a la Sala que guardemos un minuto de silencio en memoria de las víctimas del golpe de Estado ocurrido en un día como hoy, hace cuarenta años, y también por aquellas que cayeron con posterioridad, a raíz de la violencia política sufrida en nuestro país.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

)---------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Quiero, también, aprovechar la oportunidad de recordar a un gran jurista. El Comité de Renovación Nacional don Baldo Prokurica me ha pedido que le rindamos un homenaje a don Alejandro Silva Bascuñán. Lo mismo ha hecho la bancada de la Democracia Cristiana. Falleció en el día de hoy, a los 102 años. Todos sabemos -seguramente muchos de ustedes lo conocieron- que era un profesor, un guía, un consultor, un gran chileno.



Espero que este Senado en el momento oportuno le rinda el homenaje que se merece.

)---------------( 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente? Es sobre la Cuenta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, observo que el Gobierno hizo presente la urgencia de “discusión inmediata” para el proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones a la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.



Esta iniciativa la empezamos a ver ayer con la Ministra y acordamos que en una próxima reunión, después de la semana regional, retomaríamos su estudio para pronunciarnos. Incluso dicha Secretaria de Estado se llevó algunas observaciones por ciertos errores que habría en relación con las facultades del Instituto de Derechos Humanos, pues estas se duplicaban con las entregadas a la Subsecretaría. Además, quedamos en que íbamos a escuchar el parecer de ese Instituto al respecto.



Deseo solicitar que se pida al Ejecutivo retirar la urgencia de “discusión inmediata” porque no estamos en condiciones de despachar el proyecto en el plazo estipulado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estoy recibiendo la anuencia del Ministro Secretario General de la Presidencia, quien señala que va a retirar la urgencia. Y ojalá podamos coordinar con la Ministra, una vez que la Comisión retome sus reuniones, un itinerario de tratamiento de esa iniciativa.






)----------------(

El señor SABAG.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor SABAG.- Señor Presidente, antes de pasar al Orden del Día, quiero proponer que tratemos en primer lugar los proyectos signados con los números 2 y 3 de la tabla. El primero de ellos tiene urgencia calificada de “discusión inmediata” y me parece que no habrá mayor discusión en su despacho, pues esa materia ya la hemos visto. Y respecto del segundo, solo deberíamos votarlo sin debate para seguir después con el número 1, en cuyo análisis por supuesto quedan todavía muchos colegas inscritos para intervenir, lo cual evidentemente nos ocupará el resto de la sesión. 



Reitero que el número 2 tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la idea es dar el acuerdo de la Sala a la petición.



Sin embargo, habíamos coordinado con el Presidente y los miembros de la Comisión de Minería y Energía que también se incluyese en la solicitud el proyecto signado con el número 19 -se vota en general-, que incentiva el desarrollo de generadoras residenciales, más conocidas como net metering.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo para su solicitud, señor Senador.

El señor HORVATH.- Entonces tampoco lo doy para la otra.

El señor PIZARRO (Presidente).- En ese caso, analizaremos la tabla en el orden establecido.



Debo hacer presente a Sus Señorías que el acuerdo de Comités, ratificado por la Sala ayer, señala que hoy se votan los tres proyectos mencionados. En efecto, hay que pronunciarse sobre la propuesta para designar los miembros del Tercer Tribunal Ambiental, porque el plazo vence hoy, al igual que el del proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos.



Así es que, aun cuando no hubo acuerdo para alterar el orden de la tabla, les recuerdo que necesitamos despachar los tres asuntos hoy.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, una consulta estrictamente técnica.



En cuanto al proyecto signado con el número 1 del Orden del Día, entiendo que ahora vamos a votar. Sin embargo, yo presenté indicaciones y quiero solicitar plazo para tal efecto.



Supongo que no hay problemas con eso.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está claro, señor Senador.



En la relación, el señor Secretario va a indicar si existen o no indicaciones. Esta tarde se vota en general. Después podríamos pronunciarnos sobre su indicación, con el acuerdo de la Sala. De lo contrario, tiene todo el derecho a pedir plazo para formularla.

El señor COLOMA.- Deseo solicitarlo en seguida.

V. ORDEN DEL DÍA
REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE REGULACIÓN DE VOTO DE CIUDADANOS CHILENOS EN EL EXTRANJERO
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde continuar la discusión del proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señoras Allende y Alvear y señores Espina, Larraín (don Hernán) y Walker (don Patricio), en primer trámite constitucional, que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 












--Los antecedentes sobre el proyecto (9069-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de reforma constitucional (moción de los Senadores señoras Allende y Alvear, y señores Espina, Larraín Fernández y Walker, don Patricio):


En primer trámite, sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 50ª, en 28 de agosto de 2013.



Discusión:


Sesión 55ª, en 10 de septiembre de 2013 (queda pendiente la discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en la sesión anterior quedó pendiente la discusión en general y la votación.



Están inscritos para hacer uso de la palabra los Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Navarro, Lagos, Coloma, Gómez, Letelier y Walker (don Patricio).

La señora ALVEAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, a mi entender, había un acuerdo para votar en primer lugar la designación de los integrantes del Tribunal Ambiental con sede en Valdivia y después el relativo al ejercicio de sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país.

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso fue lo que solicitamos, Su Señoría.



Lo que ocurre es que ayer los Comités acordaron votar los tres proyectos. El orden de tratamiento de cada uno se halla establecido en la tabla.



Por eso, se solicitó, si la Sala lo tenía a bien, votar primero la designación de los miembros del Tercer Tribunal Ambiental; luego, la iniciativa que promueve la interconexión de sistemas eléctricos independientes, y finalmente continuar la discusión general del proyecto relativo al ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país, que es más largo.



No hubo unanimidad de la Sala, debido a la oposición de uno o dos señores Senadores.



Entonces, vamos a discutir la idea de legislar respecto de esta última iniciativa.



Lo que sí podríamos hacer sería ir adelantando -no se olviden de que contiene normas de quórum calificado- e iniciar la votación en general, pues ya se produjo un debate bastante largo ayer.



Si no hay objeción, se procederá de ese modo.



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra para fundamentar el voto el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, voy a ser muy breve porque, después de esperar más de 20 años para lograr que se cumpla la norma constitucional, lo que debería hacer el Parlamento es despachar rápidamente esta modificación constitucional.



En lo personal, siempre estimé innecesaria una reforma constitucional para darles a los chilenos que viven en el extranjero el derecho a voto, puesto que este asunto se halla contenido expresamente en el artículo 13 de la Carta, que preceptúa quiénes son ciudadanos chilenos. Y lo son los compatriotas que viven en el extranjero. No dejan de ser ciudadanos.



Incluso, me parece que si en la actualidad, sin la existencia de ninguna legislación de este tipo, un chileno viene desde el extranjero el día de una votación, conforme a las disposiciones sobre voto voluntario va a aparecer -si no se ha equivocado el Servicio Electoral- en el padrón electoral de acuerdo al domicilio registrado en virtud de las normas legales vigentes, y podrá ejercer su derecho a sufragar.



Lo que se pretende es evitar una discusión por parte de un sector que no ha querido hacer realidad desde hace muchos años este anhelo.



Hemos llegado a un acuerdo con algunos sectores de Gobierno, en el sentido de reglamentar o fijar la forma como pueden ejercer ese derecho los chilenos que se hallan en el extranjero para lograr que se haga efectiva y se cumpla la norma constitucional.



Es decir, el Estado y el Parlamento chilenos, principalmente el primero, no han cumplido una obligación constitucional relativa a permitir que sus ciudadanos ejerzan el derecho a sufragio.



Por lo tanto, lo que hacemos ahora al aprobar esta reforma constitucional es habilitar ese derecho establecido en la Constitución. 



Personalmente, creo que no vamos a seguir discutiendo cómo hacerlo. Considero que la forma en que ha sido redactada la norma en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento va en una línea procedente.



Por tales razones, estimo que debemos aprobar esta reforma y respetar una norma constitucional vigente desde hace muchos años cuyo cumplimiento hemos ignorado.



Por eso, señor Presidente, voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.



No se halla en la Sala. Tampoco el Honorable señor Lagos.



Puede intervenir el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, este tema no es nuevo ni en este Congreso ni en la historia de Chile. Se trata de un asunto histórico que cualquiera que haya estudiado el Capítulo II, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, de la Constitución puede apreciar que es consustancial al tipo de concepto que uno tiene del país que construye.



Existen dos opciones en el mundo para entender quiénes son nacionales o ciudadanos de una nación: los que consideran que el ius sanguinis (la relación de sangre) es lo que importa y, por ende, genera el núcleo de la nacionalidad -los países europeos son muy partidarios de esa concepción- y aquellos que se inclinan por el ius solis, que tiene que ver con la pertenencia física de la persona a determinado lugar para ser acreedora a un conjunto de derechos ciudadanos (esto es más propio de naciones emergentes: países americanos, africanos, asiáticos).



En el caso de Chile, yo soy partidario del ius solis -y lo he sido siempre, no ahora a propósito de una ley-, porque creo que ahí se generan los vínculos para que las decisiones tomadas guarden directa relación con las responsabilidades que se asumen. Y, a mi juicio, esto es esencial.



A raíz de aquello, yo, por ejemplo, participo de la idea de que los extranjeros avecindados en Chile tengan derecho a voto rápidamente, pues se insertan como ciudadanos dentro del país y conforman una identidad que les permite sufragar.



En Suiza se realizó hace poco tiempo un plebiscito para impedir que votaran personas que llevaban tres generaciones en esa nación pero no eran de sangre suiza. Ellos siguen la lógica del ius sanguinis; nosotros, la del ius solis.



De ahí que, al menos desde mi perspectiva, uno deba velar por que este último principio se mantenga.



Señor Presidente, yo no objeto que otros planteen una forma distinta de comprender la sociedad. Pero esta es una discusión de fondo; no es una discusión en el sentido de que alguien diga que se opone o no a que se vote así o asá. Ella tiene que ver con el tipo de nacionalidad y ciudadanía que uno construye.



Don Alejandro Silva Bascuñán -aprovecho la oportunidad para rendirle un homenaje, porque fue un gran jurista- era partidario, al igual que don Enrique Evans, de que en la Constitución se estableciera el ius solis.



La historia constitucional de Chile, pues, era partidaria del ius solis. Y este se relaciona precisamente con el hecho de que quienes toman decisiones deben tener aquella vinculación.



Se dice que esto es ahistórico, señor Presidente.



¡Hay 80 países que solo permiten el voto de las personas que viven dentro de su territorio! Y no son antidemocráticos. Se trata de naciones perfectamente democráticas que buscan esa fórmula para los fines de la toma de decisiones, pues les importa que ante ellas los ciudadanos que sufragan tengan el conocimiento y la preparación debidos. Y eso me parece fundamental.



Otros piden vínculo -también lo considero esencial-: Inglaterra, Nueva Zelanda, Alemania, que no son países antidemocráticos. Suecia, por ejemplo, dispone que, para tener derecho a sufragio, el ciudadano no debe haber estado más de cierto tiempo fuera del territorio nacional.



Señor Presidente, lo que planteo no tiene que ver con un problema político contingente, sino con el tipo de nación que entre todos estamos construyendo.



En este orden de ideas, sigue pendiente un debate, pues algunos sostienen que en un lado están los buenos y en el otro los malos.



Aquí no existe una lucha entre buenos y malos. Hay quienes tienen cierta concepción en torno al ius sanguinis, en cuanto a que importan la sangre, la historia, los antepasados, lo que es propio de los países europeos.



Veo que en Chile varios se están europeizando. ¡Puede ser una fórmula el creer más en la sangre azul...! No sé. Pero a mí no me gusta tal concepto. Yo creo más en la responsabilidad de los sufragantes.



Señor Presidente, interrumpo mi exposición para hacerle un planteamiento.



Cuando se propuso abrir la votación, di mi acuerdo en la confianza de que iba a disponer de diez minutos para fundar mi pronunciamiento. Sin embargo, observo que se me restringió el tiempo.



Yo concurrí de buena fe al acuerdo pertinente. Pero si se limita mi fundamentación a cinco minutos, nunca más accederé a la apertura anticipada de una votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Prosiga su argumentación, señor Senador.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, decía que otros gobiernos tienen una visión completamente distinta de la que señalé.



¿Qué pienso yo?



En mi concepto, cualquier modificación que tenga efectos electorales -porque los hay- debe prever la existencia de un vínculo directo reciente de la persona con los efectos de su decisión electoral.



Señor Presidente, muchos familiares míos se han ido de nuestro país, voluntaria o involuntariamente -¡para dejarlo clarito!-, y se sienten chilenos; y yo considero que lo son. He discutido este punto con ellos: varios me han encontrado razón; otros, no tanto, como es normal.



En el fondo, yo pregunto lo siguiente: cuando se toma una decisión importante, como la de elegir al Presidente de la República, ¿puede alguien que se fue al extranjero hace 20 años y no ha vuelto nunca más participar con igual objetividad que quien vive en Chile?



Proyectando la situación, el día de mañana podría tratarse incluso de un nieto de chileno.



¿Pueden tomar una decisión de aquella índole personas que no conocen -voy a ser franco- la realidad de la delincuencia ni la del Transantiago, como tampoco los problemas de falta de regionalización y de carencia de oportunidades, propios de una sociedad emergente?



Quiero ir más al fondo del asunto, señor Presidente.



Este no es un debate cualquiera: tiene que ver con quienes toman decisiones.



Desde mi perspectiva, esas personas deben estar en directa relación con el tipo de país que se está viviendo en la hora actual.



Ahora, eso no hace perder la nacionalidad al que no vota.



En Chile hay una diferencia entre nacionalidad y ciudadanía. Esto se discutió en 2005. Lo debatieron ampliamente juristas de primera nota con motivo de la Constitución de 1980. Y se hizo la distinción. 



Reitero: no se pierde la nacionalidad si en determinado momento no se ejerce el derecho a voto.



Yo no soy partidario de esta norma, pero por razones profundas; no por razones de conveniencia o inconveniencia, las que pueden ser importantes.



En Italia, hace poco tiempo, los ciudadanos que estaban en el extranjero resolvieron qué candidato iba a ser el Presidente de ese país.



Dicho sea de paso, Berlusconi ganó la elección, pero por los votos del exterior -que quede claro-, no por los del interior, donde perdió. ¡Ganó gracias a los votos emitidos fuera de Italia!



Yo no soy partidario de este proyecto, señor Presidente, porque creo mucho más en el ius solis y en el vínculo directo. 



En todo caso, para el evento de que se apruebe, pido, conforme al Reglamento, que se fije plazo para formular indicaciones, porque presentaré una en el sentido de que las modificaciones deben considerar la existencia de un vínculo, lo que no aparece en la disposición consignada en el primer informe.



Señor Presidente, lo entrecortado de mi intervención, que no es de su responsabilidad, obedece a que algunos colegas que tienen otras urgencias piden abrir anticipadamente las votaciones y no se interesan por nada ni por nadie.



En ello, a Su Señoría no le cabe ninguna responsabilidad. Esta es una autocrítica respecto a decisiones que tomamos nosotros en algunas oportunidades. 



Me parece que este tema es muy relevante para nuestro país. Empero, no somos muchos los que escuchamos lo que se dice en la Sala. Y ello se debe a que se abren en forma anticipada las votaciones de proyectos que de verdad importan.



Esta es una de las materias más discutidas en todas las Constituciones que ha tenido Chile. Entonces, no se trata de llegar y resolver. 



Aquí hay una cuestión de fondo. Se puede pensar de modo diferente. Lo acepto. Pero yo por lo menos tengo una visión. Y, como quiero plasmarla en una indicación, pido que se fije el plazo reglamentario.



En todo caso, señor Presidente, no apruebo este proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le corresponde el uso de la palabra al Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, tengo la convicción más profunda de que ser chileno es parte de una condición humana, personal, vinculada más al corazón y a las emociones que al hecho de estar instalado o no en determinado lugar.



Hoy día recordamos una fecha dolorosa. A partir de ella, numerosos compatriotas perseguidos políticamente debieron, para salvar su vida, vivir exiliados en otras naciones. Y muchos mantuvieron siempre relación directa con Chile.



Algunas personas se fueron al extranjero por razones económicas. Otras se encuentran fuera por motivos personales. Pero no termina el vínculo ni se deja de querer al país por estar viviendo lejos de él.



Hay un caso que conocemos bastante y que hemos planteado varias veces: el de una gran cantidad de habitantes de Tocopilla que emigraron de Chile; y hay una parte del mundo llena de tocopillanos que viven preocupados de su país.



Entonces, darles o no derecho a voto a los chilenos que se encuentran en el extranjero no es un tema menor.



En tal sentido, concuerdo con el Senador Coloma cuando afirma que nosotros nos cercenamos los tiempos para hablar de materias relevantes, de fondo y que deben quedar en la historia de la ley.



Yo soy un convencido de que en el caso que nos ocupa no debiera mediar una reforma constitucional. La Carta Fundamental señala quién es ciudadano y cómo se pierde esta calidad. Por lo tanto, el ciudadano debe tener derecho a voto, al igual que numerosos extranjeros. Y en Chile, cuando hay elecciones en sus respectivos países, vemos cómo sufragan los peruanos, los franceses, o sea, todos aquellos que están involucrados con una comunidad internacional que se respeta.



Entonces, pienso que no deberíamos tener ninguna dificultad, pese a los tantos años en que se ha discutido esta materia, para que los chilenos ejercieran su derecho a sufragar, máxime si ahora el voto es voluntario.



La situación es curiosa: hoy día, quienes habitan en nuestro país no están obligados a votar y los chilenos que viven en el extranjero quieren hacerlo.



En consecuencia, se requieren normas comunes y razonables.



A mí no me gusta, señor Presidente, el texto que se plantea. En él se establece una obligación que considero excesiva.



Se dice que los chilenos residentes en otro país que quieran votar en una elección o en un plebiscito tendrán que dirigir una solicitud al Servicio Electoral, la que podrá presentarse en nuestro país o a través de los consulados de Chile en el exterior y deberá señalar dónde se ejercerá tal derecho. Y luego se hace referencia a determinadas regulaciones que habrá de contener una ley orgánica constitucional.



Me parece que en su momento acordamos -y yo participé en las conversaciones con el Gobierno- que bastaba que los chilenos se inscribieran en el extranjero, que no fuera necesario cumplir trámites ni requisitos adicionales.



Ahora, es obligación de nuestro Estado dar las condiciones indispensables para el ejercicio del derecho a voto.



A lo mejor es razonable sufragar en un lugar y no en todos los consulados nacionales.



¡Por favor! ¡Es inadmisible establecer condiciones y criterios como los explicitados!



Yo, por lo menos, voy a presentar una indicación para eliminarlos.



Aquí hay defensores a muerte de la Constitución. Y, en el artículo 13, esta dispone claramente que “Son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva.”.



Más adelante, el artículo 17 señala en qué circunstancias se pierde la calidad de ciudadano, la cual confiere el derecho a votar:



“1°. Por pérdida de la nacionalidad chilena;



“2°. Por condena a pena aflictiva, y



“3°. Por condena por delitos que la ley califique como conducta terrorista”, etcétera.



Esas son las razones por las cuales se deja de ser ciudadano. Y entre ellas no figura la de vivir en el extranjero.



Lo contrario significa quedarse en el pasado, en el siglo antepasado.



Nosotros tenemos la obligación de disponer que a los chilenos les asiste el derecho a votar y que nuestro Estado debe establecer las condiciones para su ejercicio.



Por supuesto, aprobaré la idea de legislar, pero presentaré las indicaciones necesarias para evitar la imposición de condiciones y exigencias que no se avienen con el texto constitucional ni se condicen con el hecho cierto de que los chilenos se consideran tales porque se sienten parte de nuestra patria.



Tengo familiares que viven fuera de Chile. Y pueden venir a nuestro país. ¿Por qué? Porque están en situación de pagar un pasaje. Pero hay miles de personas impedidas de hacerlo. Y eso envuelve diferencias inaceptables.



Como anticipé, voy a aprobar en general el proyecto, pero presentaré una indicación que permita hacer los cambios necesarios para que Chile establezca con los compatriotas que están fuera del territorio nacional una relación de igualdad y exenta de criterios que los hagan sentirse ciudadanos de segunda categoría.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el Senador Coloma organizó su argumentación a base de principios jurídicos propios, a mi juicio, del siglo pasado y del antepasado y que se relacionaban con la determinación de si el vínculo tenía que ver con la sangre -con la descendencia directa- o con el hecho de vivir en determinado territorio, que son las dos formas de transmitir nacionalidad.



Tales conceptos eran muy válidos para los siglos XIX y XX, pero no lo son para el XXI. 



En el siglo actual hay un mundo globalizado, donde la movilidad de los seres humanos es absolutamente distinta; donde las comunicaciones son muy diversas y rápidas, y donde el interés nacional es muy disímil (los desafíos que Chile enfrenta hoy son muy diferentes de los de otra época).



En mi opinión, producto de tales fenómenos, el argumento del colega Coloma se debilita.



Yo soy de aquellos que creen que nuestra cultura isleña, de un aislacionismo relativo, es una de las debilidades que atentan contra el desarrollo nacional.



Tenemos una cultura isleña, y se refleja, entre otras cosas, en este debate.



Aquí no está en discusión el impacto electoral directo del hecho de que los chilenos que viven en el exterior voten. Nosotros no somos Italia; no constituimos el fenómeno de esa nación, que tiene a millones de sus habitantes viviendo en Suiza, en Grecia o en Francia, en una Europa integrada. Somos un país con otro historial. 



Estoy seguro de que una de las fortalezas de los muchos chilenos que residen en el extranjero -y deberíamos considerarlo una bendición- es su arraigo a este país pequeño, aislado y distante.



Y, pensando en las cuestiones de interés nacional, me asiste la convicción de que hacer partícipes del quehacer nacional a los conciudadanos que habitan en distintos continentes es una forma de fortalecer el desarrollo de nuestro país, de potenciarnos; una manera de entender que Chile no es solo el territorio delimitado por fronteras terrestres, marítimas o aéreas.



En el siglo XXI, la nación es mucho más que eso. Y el potenciamiento de toda ella se logra, entre otras cosas, generando mecanismos para la participación de quienes tienen identidad con nuestro país en este mundo globalizado y desean afianzar el vínculo a través de la votación.



Eso ya es ganancia para Chile. Es ganancia para el desarrollo nacional. Es ganancia para un país cuyo desenvolvimiento depende de su relación con las restantes naciones del mundo.



¿Exportamos la mitad de lo que producimos? ¿Dos tercios de lo que producimos?



El modelo de desarrollo chileno depende de nuestros vínculos con el exterior. Y no cabe duda de que el generar la posibilidad de que los cientos de miles de chilenos que habitan en diferentes tierras se vinculen con nuestro territorio es una forma de fortalecer a Chile.



No es solo una modernización de la democracia: porque lo es. No es solo el hecho de que muchas otras naciones lo hacen: porque lo hacen.



Para nosotros en particular, como país pequeño, aislado en el planeta, es de tremenda importancia estratégica que esos chilenos mantengan el referido vínculo.



Si algunos, por haber vivido mucho tiempo fuera del país, no tienen interés en votar, es una pena. Pero la generación de este espacio resulta muy positiva para nuestra nación. 



Podremos ver, como lo planteó el Senador Gómez, los procedimientos específicos. Pero es bueno para Chile que se ejerza la nacionalidad.



Aun más: soy partidario de que, adicionalmente, reconozcamos con mayor frecuencia la situación de hecho de la doble nacionalidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.



Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor LETELIER.- Muchas gracias.



Como decía, señor Presidente, soy partidario incluso de que nuestro país avance hacia el reconocimiento más pleno de los fenómenos de la doble nacionalidad existentes. Muchos chilenos tienen doble nacionalidad. Entre ellos, señores Senadores y señoras y señores Diputados. Y creo que eso le hace bien a nuestro país.



Estamos en el siglo XXI. El fenómeno de la globalización es irreversible. Debemos entender el escenario donde nos desenvolvemos como nación.



Por ello, posibilitar que quienes están fuera de nuestras fronteras voten sin tener que viajar a Chile -porque si lo hacen, votan- es sumamente positivo para nuestro país, independiente del impacto electoral que pudiera provocar.



Por tales razones, voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la calidad de ciudadano da la oportunidad o, más que eso, el derecho a elegir y a ser elegido.



La misma disposición constitucional vigente expresa que “Son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva.



“La calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confieran.”.



En ninguna parte se dice que es preciso encontrarse en Chile. Es cierto: nunca en la historia nacional se les ha dado a los chilenos en el extranjero la posibilidad de ejercer el derecho a voto. Pero ¿por qué tenemos que entender que no pueden hacerlo?



En el pasado era muy raro salir del país. Hoy día es muy frecuente. Ello tiene que ver con el cambio experimentado en Chile y el mundo, con el modo en que nos hemos globalizado y con los nuevos derechos, entonces, de los ciudadanos. Y qué duda cabe que a estos últimos les corresponde el de elegir y ser elegido, sin importar donde se hallen.



¿Por qué negamos los derechos y mantenemos las obligaciones a pesar de que la persona puede permanecer en el extranjero?



El dueño de una propiedad debe cancelar las contribuciones. ¿O la obligación será suspendida si se ha ido al exterior? Igual le cobrarán y le rematarán el inmueble si no paga.



Es decir, a los ciudadanos les asisten derechos y obligaciones, y no es posible pensar que la Constitución solo les exige aquello a lo que están sometidos, sin considerarse el ejercicio de sus facultades.



Es más, la norma vigente dispone que pueden elegir y ser elegidos, y no distingue si ello dice relación con plebiscitos o con elecciones presidenciales o parlamentarias. Nosotros solos estamos haciendo la discriminación ahora que les permitiremos materializar el derecho a voto.



¿Y por qué hemos debatido tanto el respecto durante los últimos veinte años? Si no hubiera tenido lugar la cantidad de chilenos en el exilio que se registra, estoy seguro de que la disposición correspondiente, como en otros países, se habría aprobado de manera natural y fluida, sin reparos. La oposición presenta un sesgo ideológico, porque la mayoría de los exiliados entre 1973 y 1990 se encontraron en esa condición prácticamente por motivos políticos. Y de ahí, entonces, la resistencia permanente de la Alianza a innovar y a otorgar el derecho a sufragio a nuestros compatriotas en el extranjero.



Creo que las señales de reconciliación que han dado algunos personeros de la Alianza deberían estimularla a compartir nuestro interés en permitir hoy, por la vía de nuestra aprobación, que estos chilenos ejerzan su derecho a participar en elecciones ojalá de toda índole. Resulta deseable lograr los votos para ello, pero nadie nos dice que es algo terminal, que se trata de la única reforma que se llevará a cabo en materia de derechos de estas personas. Sin perjuicio de ello, estimo que constituye un paso importante.



A mi juicio, los chilenos en el extranjero merecen el reconocimiento que nos ocupa, la posibilidad de ejercer su derecho, y, por tanto, voy a votar a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, soy integrante de la Comisión de Constitución, calidad en la que me pronuncié en contra del proyecto, y en esta oportunidad quisiera reproducir al menos algunas de las razones que me movieron a hacerlo.



Estimo que la iniciativa no hará a Chile más democrático. Existen países considerados republicanos y democráticos según todos los estándares conocidos y que regulan la situación de manera más completa, más matizada. Por ejemplo, Alemania exige una residencia de al menos tres meses para poder votar, sin que sea posible hacerlo en el caso de más de 25 años de ausencia. Canadá pide la inscripción en un registro especial y no extender el derecho más allá de cinco años de residencia en el extranjero. Australia también dispone la inscripción en un registro, la que el interesado debe solicitar dentro de un año de su salida del país. En Nueva Zelandia no pueden ser considerados electores los ausentes del territorio por más de tres años.



Constituyen simples ejemplos. Y nadie puede afirmar que tales naciones no son democráticas.



Cuando en la Comisión me pronuncié en contra de la propuesta, quise contribuir a que se viera de qué manera iba a operar el ejercicio del derecho, tan próximo a la esencia de la condición de ciudadano.



Pregunté si acaso era natural que pudiera votar una persona que no iba a sufrir los efectos de hacerlo. El voto responsable exige estar en situación de sufrir o de gozar las consecuencias de la propia opción.



Me parece que una especie de superciudadanía no tiene que ver con el reconocimiento de alguna condición humana particular. Un ciudadano que habite en Mónaco o en Estocolmo y que va a decidir sobre una elección presidencial o a participar en un proceso plebiscitario -ello también se incluyó- en Chile, ¿sufrirá las consecuencias de la vida en su país? ¡Difícilmente! El Senador que habla, por lo menos, no tendría pudor de votar en las elecciones de Francia si se sustrajera de los efectos de su resultado. No creo que exista la noción de superciudadanía.



Ahora, me permito consignar que se registra bastante equivocación en quienes hacen cálculos electorales, porque, por lo pronto, la mayor parte de los chilenos residentes en el extranjero se encuentran en Argentina y los interesados en votar lo hacen en Chile. Ciertos partidos que formulan grandes declaraciones de fe democrática impoluta organizan la venida. Basta con revisar los registros de los pasos fronterizos en época de elecciones para ver que miles de personas vuelven con el objeto de sufragar.



Durante la discusión, también hice presente -a mi juicio, ello sí provocó un efecto plausible- la necesidad de definir en qué condiciones efectivas se va a votar. Y brevemente traeré a colación algunas de ellas.



¿Cómo se hace propaganda en el extranjero?



¿Cómo se limita el gasto? Porque en el país existe una regulación al respecto.



¿Qué aportes se podrán recibir? Los partidos políticos del sector al cual adscribo enfrentan serias dificultades de financiamiento para las elecciones locales. Y francamente no sé cómo Renovación Nacional haría campaña en Estocolmo…



¿Cómo se va a vigilar en cuanto a la comisión de delitos electorales? ¿Nuestros compatriotas condenados por ilícitos en el extranjero van a poder votar o quedarán sometidos a la regla chilena que los descalifica? ¿Cómo se va a reclamar de delitos electorales? ¿Ante quién?



Me contaba hace pocas horas una persona que había “votado” en las elecciones sirias recientes. ¿Por qué? Porque…

El señor PIZARRO (Presidente).- Dispone de un minuto para concluir, Su Señoría.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Gracias, señor Presidente.



Decía que una persona había “votado” en comicios sirios porque el representante local de ese país lo hizo en su lugar. No mencionaré el cargo de este para no agravar la cuestión.



En Estados Unidos, el voto del ausente es causa de un sinnúmero de controversias.



¿No estaremos creando una situación que deslegitime los resultados electorales?



Fíjense los señores Senadores que en Francia, país respecto del cual normalmente se dice que reside el espíritu democrático fundacional, ha ocurrido algo completamente notable: la Constitución, vigente desde 1958, fue definida por quienes habitaban en ultramar. O sea, los franceses de la metrópolis se rigen por una Carta Fundamental resuelta en Polinesia.



No vaya a ser que nosotros, en un próximo plebiscito,…

El señor PIZARRO (Presidente).- Cuenta con otro minuto más, señor Senador.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Gracias, señor Presidente.



No vaya a ser que los chilenos residentes en Mónaco por razones tributarias terminen imponiendo en nuestro país, por ejemplo, un conglomerado político que permita practicar el aborto. Porque parece que allá este último es posible.



Lo estoy inventando.



En fin, puede que personas que verdaderamente no tienen ninguna relación con lo que pasa en Chile -o remota- vayan a decidir sobre cosas que sí van a tocarnos muy de cerca.



Por supuesto, comprendo el alegato nostálgico. Nuestra nacionalidad es una condición que no perdemos nunca. A los chilenos nos gustaría -a mí, por lo menos- que más chilenos votaran. Una de las maneras de lograrlo es que nuestros compatriotas en el extranjero vengan al país, sin una votación facilitada que puede redundar en menos incentivos para viajar, interesarse en Chile y sufragar acá.



Por esa razón, voy a votar que no.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, anuncio mi pronunciamiento favorable al proyecto. Me siento sumamente orgullosa de poder concurrir a su aprobación, y de que ello tenga lugar, además, bajo nuestro Gobierno, de Centroderecha, que contribuye a una facultad que todos nuestros ciudadanos siempre debieron ejercer. Para la Senadora que habla, es una cuestión de principio. Me parece que dicha condición resulta suficiente para elegir a quien se quiere que sea Presidente de la República.



Asimismo, juzgo que esta es una lección para todos los que han dicho que el Gobierno permanentemente se ha negado a permitir el voto de los chilenos en el exterior.



Una gran cantidad de compatriotas se encuentran fuera del país por razones de estudio o de trabajo o por haberse casado con alguien que vive en el extranjero. A mi juicio, esas personas pueden y deben tener el derecho de ejercer su voto cuando corresponda, trátese de plebiscitos o de elecciones presidenciales.



Considero que esta es una gran noticia para ellos, sobre todo en un día tan emblemático como el de hoy, que tendría que acercarnos más que separarnos; que tendría que ser mucho más una señal de reconciliación y reflexión que de división. Estimo que se hace un tremendo gesto de unidad, como una señal del Senado de la República en el sentido de que podrán ejercer su derecho al tener la nacionalidad chilena.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- El Honorable señor Chahuán no se encuentra presente.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, permítame usar de ella después.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lo que estamos discutiendo no es si los chilenos que viven en el extranjero tienen o no derecho a voto, porque ya cuentan con este, ciertamente, en la medida en que reúnan los requisitos necesarios, como cualquier nacional: inscribirse, no hallarse afectados por restricciones y cumplir con las normas de la Carta. Lo que estamos determinando es la posibilidad de que el ejercicio del derecho se materialice fuera del país.



Algunos han estimado que sería inconstitucional que no lo tuvieran, porque no estarían en igualdad de condiciones con los otros chilenos, lo que no es efectivo. Muchos derechos de nuestros compatriotas residentes en el territorio nacional no se les otorgan a aquellos que viven en el exterior, como el relativo a la salud o a la educación. A Chile le resultaría muy difícil proveerles educación pública gratuita a los hijos de estos últimos. Ello sería altamente oneroso y no estaría dentro de nuestras posibilidades. Y ello no significa un grado de desigualdad o de discriminación.



Por lo tanto, aquí realmente se está haciendo un esfuerzo adicional para incorporar a estos chilenos a nuestra vida política. No es algo fácil. Porque, en general, lo razonable es que quienes ejercen el derecho a voto enfrenten las consecuencias de su decisión. Y probablemente la mayoría de los que están fuera no regresarán a vivir en Chile, por lo que no van a sufrirlas. Eso es lo que hace discutible el punto.



Sin embargo, también es cierto que la comunidad chilena en el extranjero sigue integrada de una manera muy vital al país. Vivimos en un mundo distinto, interconectado, situación completamente posible gracias a las comunicaciones e Internet, entre otros factores. Es más, probablemente ello mantiene con mucha fuerza algún grado de ligazón de esas personas.



Muchas de ellas, además, envían remesas producto de su trabajo y ayudan a la mantención de familiares, no en la proporción con que ello se registra en Centroamérica, pero sí en forma significativa.



Lo que estamos haciendo, entonces, es acoger esa voluntad.



Luego de un amplio debate en la Comisión de Constitución, he concurrido con mi firma al proyecto como una señal de búsqueda de acuerdos para que decisiones de esta naturaleza sean reflejo de todos.



Hay quienes creen que algunos rechazan esta decisión por razones políticas o de cálculo electoral. Me parece que esa es una equivocación. Los que se han opuesto -el mismo Senador que habla se ha incluido entre ellos durante mucho tiempo- desean establecer una vinculación real que garantice la conexión de nuestros compatriotas en el extranjero con lo que ocurre en Chile.



La vinculación quizás es débil en el proyecto, pero juzgo que refleja la necesidad de que quien está o va a estar fuera tenga interés en el país, porque deberá registrarse cada vez para ejercer su derecho a voto. Y este último le servirá para una sola elección, de carácter nacional: la presidencial o un plebiscito. Por lo tanto, se contempla una exigencia.



No hay restricciones. El Honorable señor Gómez planteó una inquietud por hacer referencia el texto a “requisitos formales”. No es algo limitativo: simplemente es preciso llenar un tipo de formulario. En la historia de la ley quedó claro que los únicos requisitos exigibles son los constitucionales.



Y me parece importante destacarlos. ¿Cuáles son? Los incluidos en los artículos 13, 16 y 17 de la Carta.



Deseo mencionar la primera de esas disposiciones, porque son chilenos, de acuerdo con la modificación constitucional de 2005, los nacidos en territorio extranjero hijos de padre o madre chilenos. Pero, para que puedan ejercer su derecho a sufragio, al tenor del artículo 13, deberán registrar un año de avecindamiento en Chile. Es decir, habiendo nacido en el extranjero, el hijo de un chileno puede ser ciudadano si se avecinda un año en el país. Ello va a asegurar su vinculación con este. Solo en tal caso, si viaja fuera del territorio, podrá votar allá.




De esa manera se cautela tal situación. De lo contrario, se empieza a producir la desconexión de chilenos que se van a vivir al extranjero, que a lo mejor hablan otro idioma, que nunca vienen a Chile y que de repente pueden ejercer afuera el derecho a sufragio.



Eso no pareciera tener sentido.



La norma constitucional limita tal derecho a esas personas mediante la exigencia del requisito de haber estado avecindado aquí por más de un año.



En definitiva, se establece una restricción menor, pero por lo menos hace sentido para lograr un compromiso de interés hacia nuestro país por parte de quienes viven en el extranjero.



Asimismo, se facilita a las personas que van a estudiar o a trabajar en el exterior el poder ejercer el derecho a sufragio mientras estén afuera.



Considero que se trata de un buen proyecto y, por cierto, estoy abierto a discutir eventuales indicaciones para mejorarlo, porque todas las cosas son perfectibles.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ESPINA.- Yo iba a intervenir a continuación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Altiro?

El señor ESPINA.- Cuando corresponda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Podrá hacerlo inmediatamente después del Senador señor Orpis, a quien ofrezco la palabra.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, yo me inscribo dentro de la tesis que ha planteado el Senador Coloma. 



Es fundamental e importante que quienes tengan derecho a sufragar mantengan un vínculo real con el territorio. Porque a esas personas les van a afectar directamente las decisiones que se adopten a partir tanto de la elección de quien va a presidir los destinos de la nación como de los plebiscitos.



Teniendo presente lo anterior, me he puesto en el escenario del voto de chilenos en el extranjero. Y creo que se dan dos circunstancias distintas, motivo por el cual he presentado una indicación sustitutiva a la norma en debate.



La primera situación dice relación con las personas que residen fuera de Chile por razones de trabajo, de estudio u otra de carácter transitorio. La indicación anunciada permitirá a aquellas ejercer su derecho a sufragio en los respectivos consulados, porque el vínculo con el país se va a mantener, pues regresarán después de que terminen su cometido.



Sin embargo, cuando un ciudadano chileno, en forma voluntaria, decide vivir permanentemente en el extranjero, no me parece apropiado que, habiendo perdido el vínculo con nuestra tierra, mantenga el derecho a sufragar desde allá.



Por eso, señor Presidente, en la línea de lo realizado por otras naciones, sugiero en la referida indicación que dicho ciudadano, transcurridos cinco años desde que fijó su residencia en el exterior, perderá el derecho consagrado en la propuesta legislativa de votar en el extranjero.



A mi juicio, para sufragar, resulta muy importante que las personas tengan  un vínculo real con el territorio, porque a ellas les van a afectar las decisiones que tomen nuestras autoridades.



Formularé la indicación simplemente para reafirmar el concepto establecido en el artículo 14 de la Constitución, mediante el cual los extranjeros que viven en nuestro territorio podrán ejercer el derecho a votar, no en términos inmediatos, sino después de cinco años de avecindamiento. 



El legislador consagró “cinco años” en dicha disposición porque persigue que los extranjeros tengan un arraigo con nuestro país, que vayan generando raíces en él. A partir de entonces les otorga derecho a sufragio.



En la misma línea, planteo en la indicación sustitutiva que, transcurridos cinco años, dado que ese vínculo se va diluyendo, los chilenos que en forma voluntaria hayan fijado residencia fuera del país perderán el derecho a sufragar desde donde se encuentren. Si quieren venir a Chile para ese efecto, no tendrán ningún tipo de inconveniente.



Señor Presidente, como la reforma propuesta implica un cambio absolutamente radical, en la cual el vínculo con el país es indiferente, pues se permite ejercer el derecho a sufragio desde el extranjero por el solo hecho de ser chileno -criterio que en lo personal no comparto-, presenté la indicación que he descrito. En ella sugiero resolver dos situaciones: la de los chilenos que residen temporalmente y hasta cinco años en el exterior, y la de aquellos que en forma voluntaria se avecindan de manera permanente fuera del país.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, yo voy a votar a favor de la posibilidad de que los chilenos sufraguen desde el extranjero, fundado en los siguientes antecedentes.



En primer lugar, nuestra Constitución Política establece que tienen derecho a voto todos los chilenos que hayan cumplido 18 años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva; o sea, todos los ciudadanos.



En segundo término, la Carta señala que todos los chilenos mayores de 18 años quedan inscritos automáticamente en los registros electorales, sea que vivan en Chile o en el extranjero.



Por lo tanto, en este momento no estamos analizando si los chilenos que viven en el extranjero pueden votar o no, sino el que tales compatriotas no tengan que viajar a Chile para sufragar, permitiéndoles que ejerzan tal derecho desde el país donde residen. 



Explicito el punto, porque su derecho a voto ya está consagrado en la Constitución, tanto en la norma sobre inscripción automática como en la que otorga ese derecho a todos los ciudadanos, esto es, a los chilenos mayores de 18 años que no hayan sido condenados a pena aflictiva.



Entonces, cabe preguntarse: un chileno que se encuentra en el extranjero y que posee derecho a voto ¿tiene la obligación de venir al país físicamente para sufragar o puede hacerlo desde allá?



¿Qué comprobamos hoy? Que muchos chilenos residen temporalmente fuera del territorio por razones laborales; por  acompañar a su cónyuge, a su pareja o a sus padres; por hallarse estudiando o en viaje de turismo. Hay muchísimos connacionales que se encuentran en el extranjero el día de una elección, y nada justifica, en un mundo globalizado, que, por esa sola circunstancia, no puedan ejercer su derecho a sufragio.



Asimismo, hay chilenos que, pese a vivir en el extranjero de forma permanente, mantienen vigente su interés por nuestro país. Y para que ese interés se exprese, hemos planteado la obligación de que se inscriban, ya sea en Chile, cuando prevén que viajarán en la fecha de los comicios, o en el extranjero, donde se encuentren residiendo.



Por lo tanto, lo lógico y correcto es que a ese compatriota se le permita votar y expresar su voluntad si demuestra, mediante el acto de inscribirse para cada elección presidencial o plebiscito, que tiene interés en los asuntos nacionales.



Dudo que alguien que esté desligado de lo que sucede en nuestro país acuda a sufragar al consulado o al lugar que se determine para ese efecto.



En consecuencia, estimo que la reforma propuesta es correcta, pues se orienta a posibilitar que la mayor cantidad de compatriotas vote en las elecciones mencionadas. Y el interés de ellos se manifestará en el instante en que se inscriban con el propósito de sufragar.



Además, estimo de gran importancia aclarar que en este ámbito no constituye un buen argumento lo relativo a si se pagan o no impuestos en Chile. Mucha gente que vive en el país y que participa en los comicios no tributa debido a su edad. Por tanto, tal circunstancia no puede inhabilitar a nadie para sufragar en las elecciones presidenciales.



Señor Presidente, en vista y considerando los antecedentes que he expuesto, me pronuncio a favor de la iniciativa.



Me alegro de que, mediante esta reforma, se les dé a los chilenos que residen en el extranjero la oportunidad de votar desde allá y no deban viajar con ese propósito.



Finalmente, hago presente que en el informe constan los principios sobre los cuales se establecerán todas las disposiciones de la ley orgánica respectiva, para asegurar que la participación de los chilenos desde el extranjero se realice en forma transparente; para regular los recursos que se utilicen en las campañas; para establecer quiénes garantizarán que la elección sea absolutamente imparcial, y para determinar el modo de demostrar la verdadera voluntad de los votantes a fin de no distorsionar el proceso por factores de otra naturaleza.



Por esas razones, voto a favor. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela. 

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, siempre es bueno recordar, como lo hizo el Senador Espina, que hoy todos los chilenos mayores de 18 años son ciudadanos y tienen derecho a voto, y que pueden ejercerlo en cualquiera de las elecciones a las que somos convocados. 



Señalo lo anterior, porque en este debate da la sensación de que hay compatriotas que están impedidos de sufragar o que carecen de ese derecho. Si esto fuera cierto, sería muy injusto, pues algunos chilenos no podrían votar y otros sí; unos podrían concurrir a sus lugares de votación y a otros se les impediría hacerlo. 



Pero no es así. 



Todos los chilenos, en el lugar en que se encuentren, solo por haber sacado cédula de identidad o pasaporte, se hallan inscritos en el Registro Electoral y tienen asignada una mesa de votación en el territorio nacional, de acuerdo a la dirección que dieron en el momento de requerir alguno de esos documentos.



En consecuencia, la totalidad de los chilenos, ya sea que vivan en Estados Unidos o en alguna nación de Europa, África, Asia, o estén desarrollando actividades en Argentina, Perú, Bolivia o en cualquier lugar del mundo, tiene derecho a votar. Todo aquel que se encuentre inscrito en una mesa de votación puede sufragar. 



Es fundamental expresar este punto con absoluta claridad, a fin de no generar un debate ficticio con la idea de que a algunos chilenos se les estaría cercenando un derecho.



La pregunta es si a los chilenos en el exterior se les debería exigir, como requisito mínimo para votar, venir a Chile. 



Ese es el problema que tenemos que dilucidar y debatir. 



A mi juicio, la mínima exigencia que se puede hacer a una persona que participará en tomar una decisión que tendrá efectos en el territorio nacional es que, por lo menos, concurra a sufragar en el lugar donde está inscrita. El Estado -o sea, todos los chilenos- no debiera establecer un sistema o procedimiento e implementar todo un apoyo logístico para que los chilenos voten en cualquier parte del mundo en que se encuentren. 



Las decisiones que se toman en una elección causan efectos en el país. Lo mínimo que se puede pedir a un ciudadano que desea sufragar, cuya determinación significará el respaldo a una u otra idea política y el desarrollo de un programa de gobierno, es que venga a Chile a ejercer tal derecho. 



Ese es el elemento central de la discusión.



Por eso creo que lo planteado por el Senador Coloma no es una discusión jurídica del siglo pasado, como aquí se expresó, sino que, conceptualmente, conlleva el aspecto medular para poder votar de manera informada una materia de esta naturaleza. 



Todo chileno, cualquiera sea su situación actual, tiene derecho a sufragio si se encuentra inscrito en una mesa de votación. 



Ante ello, el argumento relativo al tema económico -fue esgrimido aquí, entre otros, por quien preside la sesión en este momento- no se resuelve con posibilitar el proceso de votación en un consulado. Imagino  que, por ejemplo, en Estados Unidos no tendremos la capacidad para colocar mesas receptoras en todos los estados con el objeto de asegurar que los chilenos en ese país puedan votar. En consecuencia, algunos de estos igual deberán incurrir en gastos para trasladarse a los lugares de sufragio. Y en otros países va a pasar exactamente lo mismo. 



Por lo tanto, el Estado de Chile puede exigir a sus ciudadanos algo absolutamente mínimo: que quien desee votar viaje a Chile a ejercer un derecho que está consagrado por la Constitución y para el cual se halla inscrito en el Registro Electoral. 



Lo mismo se pide a cualquier ciudadano que reside en el país. Por razones de trabajo, los chilenos a veces se trasladan a distintos lugares dentro del territorio; pero, si quieren sufragar, deberán ir al sitio donde se encuentran inscritos y votar en la mesa que les corresponde. 



En consecuencia, voto en contra de esta reforma constitucional.



Todos los chilenos tienen derecho a votar; pueden emitir su voto. Lo mínimo que cabe solicitarles a los que residen en el extranjero por voluntad propia es que el día de la elección concurran a sufragar a Chile y asuman el compromiso de la decisión que tomen, porque el resultado de la votación afectará a todos los que permaneceremos en suelo nacional. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, anuncio mi voto en contra del proyecto, tanto por el texto que se somete a nuestro conocimiento como por los argumentos que se han dado en la Sala. 



Al igual que en el debate de la reforma constitucional aprobada ayer, una cosa es lo que ahora votamos y otra, lo que la mayoría interpreta con su pronunciamiento favorable. 



¿Por qué señalo que los argumentos que se han esgrimido me motivan a rechazar la iniciativa? 



En primer lugar, porque no tienen nada que ver con la realidad. 



Se arguye que, si nosotros no facilitamos a los compatriotas que residen en el exterior el ejercicio del voto desde allá, los estamos privando de su ciudadanía. Eso es absolutamente falso. No es así. Ningún chileno pierde su ciudadanía por el hecho de vivir en el extranjero. 



Lo que pasa es que una persona no podrá ejercer todos sus derechos ciudadanos si se encuentra fuera del país. Uno de ellos es votar, porque las elecciones se realizan en Chile. Y es probable que, por lo mismo, no le sea posible acceder a otros beneficios que se entregan a los compatriotas que viven en territorio nacional.



Pero eso no significa ni discriminación arbitraria, ni abuso, ni pérdida de la ciudadanía, como aquí se señala. 



En segundo lugar, se dice que esta reforma representa un primer paso, porque después se espera que, desde el extranjero, se pueda votar en todas las elecciones.



Ante ese planteamiento, pensemos bien cuál es la naturaleza de las elecciones. Si se trata de comicios comunales, ¿podrán votar las personas que no residen en Chile y que, por tanto, no viven en ninguna comuna del país? ¡Ni siquiera nosotros podemos movernos a voluntad a votar en otro lugar! 



Sabemos que el traslado de electores, que es un delito, se hace mucho aquí. Por eso me gustaría ver cómo se desarrollarían las campañas electorales en el exterior. Tal vez los compatriotas que se hallan fuera del país podrían votar todos en la comuna de Santiago para una elección municipal o en la Región de Coyhaique para una parlamentaria. A lo mejor con 5 mil, 6 mil u 8 mil personas que manifiesten su voto se podría alterar la voluntad ciudadana. 



Y el texto propuesto ¿qué dice en realidad? Que los chilenos que residen en el extranjero podrán sufragar desde el exterior, cosa a que a mí, en principio, no me parece mal bajo ciertas condiciones (por ejemplo, el tiempo que llevan viviendo afuera). ¡Es posible imaginar veinte razones sobre el particular! Sin embargo, la norma planteada establece el ejercicio del derecho “por el solo hecho de solicitarlo”. Por tanto, la ley no podrá estipular ningún requisito de tiempo ni exigir relación de vínculo con el país. 



Ese es el texto que se está aprobando.



En consecuencia, no me parece razonable aprobar tal propuesta, aun cuando uno fuera partidario de permitir el voto de los chilenos en el exterior si se cumplen ciertas condiciones de tiempo o características de vínculo, por cuanto el texto que se está acogiendo expresa algo contrario a esa noción. 



¿Y a qué obedece la exigencia del vínculo? A que parece lógico que las personas que emiten un sufragio puedan beneficiarse o perjudicarse de la decisión que toman. Es muy fácil votar si uno no tiene que sufrir la desgracia del Transantiago o los problemas del hospital de Talca, por señalar dos casos que han sido recurrentes como demostración de malas políticas en el último tiempo.



Entonces, es perfectamente razonable plantear una condición de vínculo, que no se consigna en el texto que se nos somete a consideración.



Por eso, había un acuerdo muy generalizado en el sentido de otorgar el derecho a sufragar desde el exterior a los chilenos en la medida en que se estableciera un vínculo o se cumplieran ciertas condiciones. Y en la reforma constitucional que se nos propone ello no existe.



Esa es la razón por la cual votaré en contra de este proyecto.



Finalmente, quiero hacer una reflexión para esta o cualquiera otra reforma constitucional sobre la materia.



En Chile disponemos de un Servicio Electoral independiente, que da garantía en los procesos eleccionarios. No tengo la misma confianza en los consulados, porque las designaciones en ellos pueden ser políticas, y podrían no contar con la misma tradición de esa institución.



Voto que no.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, parece bastante simbólico que un día como hoy, 11 de septiembre, a 40 años del golpe de Estado que trajo el horror a nuestro país y la violación de los derechos humanos de tanta gente, estemos discutiendo esta materia, relacionada con el voto de los chilenos en el exterior.



Y hay mucho vínculo, porque, en efecto, a partir del 11 de septiembre de 1973, comenzó en Chile una política sistemática de violación de los derechos humanos, asesinatos, torturas, cuerpos desaparecidos o lanzados al mar, prisión política, exoneraciones y exilio.



Desde el mismo momento en que volvimos a la democracia en 1990 y durante muchos años se realizaron intentos por reparar el daño causado, al menos en parte, a las personas -me voy a referir a uno de los grupos de víctimas de violaciones a los derechos humanos- que debieron abandonar el país de manera forzada, simplemente por pensar distinto.



Ese fue uno de los argumentos esgrimidos por muchos parlamentarios, en particular de los partidos de la Derecha, para no avanzar en esta materia. Porque, con calculadora en mano, sostenían: “Probablemente, muchos de los que hoy día podrían votar conforme a esta ley, son del Gobierno, o de Izquierda, lo que podría afectarnos desde el punto de vista electoral”.



Posteriormente, la historia y la evidencia nos han demostrado que en estos días  no se da tal relación.



Efectivamente muchas personas no volvieron a Chile por distintas razones; o si lo hicieron se encontraron con un país distinto; o sus hijos, que vivieron una realidad tan dramática, finalmente decidieron no retornar. Pero ello, sin duda alguna, no debe hacernos perder el objetivo de un proyecto como este, que no es otro que hacer cumplir la Constitución.



La Carta Fundamental dispone claramente que tienen derecho a voto los ciudadanos chilenos que cumplan 18 años y que no hayan sido condenados a pena aflictiva. No agrega ninguna otra disposición respecto del territorio en donde habiten.



Por lo tanto, me parecía desde un principio que el negar el derecho a voto a los compatriotas que viven en el extranjero constituye una vulneración de las garantías que se hallan establecidas en la Ley Suprema.



Pero quiero retrotraerme para demostrar que antes también hubo discriminaciones tan odiosas como esta. Recordemos que en el pasado en los comicios solo votaban las personas que tuvieran determinado patrimonio y ciertas virtudes morales o patrióticas definidas por una elite, la cual establecía un registro electoral tremendamente reducido.



Después vino la discriminación a la mujer, la cual pudo votar recién en las elecciones presidenciales de 1952.



Por lo tanto, así como otrora se discriminó a los pobres y a la mujer, hoy día lo hacemos contra los chilenos de acuerdo al territorio en que viven.



Es falso decir que un chileno radicado en el exterior carece de vínculos con el país. Equivaldría a pensar que una persona es autómata, pues, al irse del territorio, inmediatamente rompería los lazos familiares, afectivos, raíces, historia, valores, etcétera. 



Por eso considero tan importante aprobar este proyecto. Lo intentamos muchas veces. Con la Senadora señora Allende, como Diputados, presentamos una moción en tal sentido, la que se rechazó.



Hoy, 11 de septiembre, sobre todo pensando que estamos ad portas de celebrar un aniversario más de nuestra nación, es muy trascendente aprobar la iniciativa en debate, para reivindicar a tantos chilenos en el ejercicio de sus derechos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, cuando uno busca el significado de democracia en la literatura de la ciencia política, se encuentra con muy diversas definiciones y concepciones.



Si uno tratara de encontrar una definición más acotada de democracia, diría que es una forma de Gobierno en la cual los ciudadanos participan de modo directo, o a través de sus representantes, en la proposición, en el desarrollo o en la creación de leyes.



Básicamente, la democracia es un sistema de solución de los conflictos y diferencias en una sociedad; un medio pacífico para encontrar reglas que rijan a todos quienes viven en un mismo territorio.



Por lo tanto, aquí tenemos un mecanismo de definición de reglas en determinado lugar respecto de los que viven en él. Y a quienes les asiste el derecho de decidir esas reglas son precisamente aquellos sobre los cuales recaen sus efectos.



Es una forma de verlo, señor Presidente. Uno puede entender esta materia desde otra perspectiva, pero ninguna de esas miradas puede desacreditar a las otras. Simplemente hay distintas definiciones.



Entonces, si seguimos ese modo de argumentar, finalmente señalaremos que la democracia es un sistema a través del cual quienes son afectados por las reglas son justamente aquellos que también las definen; o, dicho de otro modo, son a quienes les afectan esas reglas o leyes los que eligen a aquellos que las definen, esto es, a sus representantes.



En tal sentido, los que habitan en determinado territorio son los que sufren o gozan las consecuencias de las decisiones que toman el día de las elecciones: si resuelven bien o si eligen buenos representantes; o, por el contrario, si no son tan buenos representantes no toman resoluciones muy acertadas.



Alguien que vive fuera del territorio nacional no gozará ni tampoco va a sufrir directamente las consecuencias de las leyes que rigen para todos aquellos que residen en el país.



Entonces, la pregunta que nos debemos hacer es si nos parece bien que los que se radican en el extranjero -por tanto, no sufren ni gozan las consecuencias de las decisiones que van a tomar las autoridades de su país natal- deben ser parte de la decisión y definiciones que tomarán los representantes que dictarán las leyes. Finalmente, a esas personas no les afectarán esas decisiones o, por lo menos, no directamente.



En mi concepto, esa es la interrogante que tenemos que hacernos.



De hecho -esto se ha repetido varias veces- no es que a las personas que viven fuera del territorio les estemos negando el derecho a voto, pues pueden sufragar igual que quien se halla radicado en Arica y mantiene su inscripción electoral en Punta Arenas. Sin embargo, la pregunta que cabe hacer es si ese elector tiene todavía un vínculo con tal ciudad, porque las decisiones de su alcalde se van a aplicar a sus habitantes y no a los de Arica. 



Entonces, no es que una definición de democracia o que una mirada sobre el particular sea más legítima que la otra, porque ambas son igualmente válidas, aun cuando podamos tener diferencias de opinión al respecto.



Respetar las diferencias de opinión es tremendamente importante; y no es admisible sostener que una visión es más democrática que otra. ¡No! Son simplemente dos maneras de apreciar un problema.



De hecho, si revisamos la literatura sobre democracia, vamos a encontrar con que ambas miradas son igualmente legítimas. Nosotros somos los que tenemos que resolver por cuál nos vamos a inclinar. Y estamos acá para tomar esa decisión.



Pero -reitero- todas las miradas son igualmente legítimas.



En ese sentido, voto que no.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, muchos debates interesantes y trascendentes puede llevar a cabo el Parlamento, en especial el Senado. Este es uno de ellos, porque, al final, habla de asuntos esenciales, que recogen las visiones valóricas reflejadas en las distintas posturas.



Estamos hablando de lo que significa ser chileno; de lo que implica tener un sentido de pertenencia cultural, una identidad territorial y una determinada concepción del Estado-nación; de formar parte de una comunidad y de mantener una empatía con un sector de la sociedad planetaria.



Por eso, en mi opinión, el ser chileno no solo tiene que ver exclusivamente con el hecho de vivir en el país, sino también con emocionarse al escuchar la Canción Nacional, con la nostalgia que se siente cuando uno se encuentra en el extranjero, con el hablar de las circunstancias que ocurren en el país, con el comer empanadas y tomar vino tinto y con muchos otros aspectos culturales. 



Esa es la verdadera chilenidad, la cual no tiene fronteras ni una definición territorial. 



Lamentablemente, algunos sectores quieren menoscabar ese derecho a algunos compatriotas, tanto o más chilenos que nosotros, que viven con mayor profundidad nuestra identidad nacional y nuestras costumbres, que celebran con más emoción el 18 de septiembre y que sienten con mayor nostalgia los procesos vinculados con eventos patrios relevantes cuando se encuentran en otro país.



Sin embargo, aquí se les quiere impedir a algunos compatriotas la posibilidad de ser chilenos al negarles un elemento a mi juicio esencial: el ejercicio del voto, o al pretender establecer trabas y transformarlo en un voto censitario, volviendo a antiguos tiempos, cuando solo sufragaban los que tenían dinero y regía un modelo conforme al cual solo podía votar aquel que estaba en condiciones de pagar un avión y viajar al país. ¡Claro! ¡Algunos podrán hacerlo!



Esa visión forma parte de esa cultura dominante, de esa mirada un poco patriarcal del dueño de fundo, que siempre ha existido en un sector de nuestra sociedad.



Por lo tanto, a mí me parece que debemos devolver a esos compatriotas la posibilidad de ser chilenos en cualquier lugar en que se encuentren.



Conozco franceses que votan en las elecciones de su país después de que varias generaciones se han radicado en una nación distinta de  la suya.



Además, los chilenos en el exterior son como embajadores del país en diferentes territorios del mundo, toda vez que ponen nuestra cultura y nuestra identidad en el espacio molecular en diversos lugares del planeta.



He encontrado a chilenos en Vietnam, en China, en India que promueven nuestras Fiestas Patrias, nuestro folclor, nuestra cultura, nuestra economía. ¡Y qué importantes son! 



Ahora, todo esto tiene un inicio que, en un día como hoy, no es admisible dejar de lado.  



Se dice que este es un día de respeto. Sí, pero, para mí significa la falta de respeto que hubo de parte del país cuando tomó la decisión, no por la vía democrática, sino por medio del horror, del terror y la dictadura, de resolver los conflictos de nuestra sociedad.



Estamos hablando de cuando miles de personas fueron torturadas, masacradas, exiliadas, desaparecidas. Estamos hablando del día en que murió Salvador Allende, el Presidente mártir -ahí empezó el exilio-, que se anticipó a su tiempo, un líder de trascendencia mundial que -quiérase o no- pasará a la historia como uno de los grandes demócratas,  frente a un tirano que será recordado como uno de los peores criminales de la humanidad.



¡De eso estamos hablando! ¡Ahí empieza esta tragedia!



Por ese motivo, devolver el derecho a voto a esos chilenos que se encuentran fuera del país forma parte de la responsabilidad de todos nosotros en la línea de reparar los daños y de pedir perdón, sobre todo aquellos que deben hacerlo y que todavía no lo hacen, máxime cuando les corresponde una responsabilidad histórica desde el momento en que apoyaron un régimen del terror.



En consecuencia, devolverles parte de la nacionalidad a quienes están fuera de Chile es un mínimo acto de reparación.



Y quiero rendir un homenaje a todos los caídos, particularmente a aquellos que murieron por sus convicciones, por sus ideas. 



¡De eso estamos hablando!



Por todo lo anterior, hoy es un día muy importante.



Opino que, al respecto,  debe mediar un juicio de la sociedad. Serán los jóvenes de hoy los que deben llevar adelante la memoria tan necesaria de estos hechos, para que nunca más vuelvan a ocurrir.



Pero mientras algunos, por pocos que sean, no quieran pedir perdón y, de cierta manera, justifiquen y avalen los sucesos acaecidos,  ese “nunca más” no será posible. 



Cuando se dice que el golpe militar y la dictadura eran inevitables, a través de tal justificación, están legitimando los elementos más brutales para la destrucción de la vida, la masacre, la violación de los derechos de las personas y los fundamentos mismos de la convivencia.



Por eso para mí devolver parte de la nacionalidad a esos chilenos es un paso más en la reparación. Hemos actuado en esa línea, pero todavía quedan muchos actos por hacer.



En ese sentido, considero importante que terminen los códigos o los pactos de silencio, porque el estándar del perdón lo deben establecer las víctimas. Ojalá llegue el día en que los que sufrieron violaciones de derechos humanos puedan sentirse satisfechos, porque encontraron tranquilidad y hubo un perdón verdadero. Si no lo hay, ese “nunca más” no será posible y, finalmente, se convertirá en un karma con el que tendrá que vivir la sociedad chilena.



Por tales razones, me parece tan importante hoy día votar a favor de esta reforma constitucional, pues significa una revancha ética y democrática para devolver a aquellos que fueron despojados de un derecho básico y fundamental, casi universal -el derecho a ser chilenos sin importar el territorio- la posibilidad de volver a participar en las votaciones de su país.



En consecuencia, voto que sí en homenaje a esos caídos y en un gesto de reparación y de reivindicación a uno de los líderes más importantes de Chile, que será recordado como uno de los grandes personajes de la historia: el Presidente Salvador Allende.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, en la actualidad todos los chilenos mayores de 18 años que no hayan sido condenados a pena aflictiva, esto es, cuya condena sea inferior a 3 años y un día de privación de libertad, son ciudadanos. Y tal calidad les otorga el derecho a voto, a optar a cargos de elección popular, como asimismo los demás derechos que les concedan la Constitución Política y las leyes.



De igual modo, en la actualidad el ejercicio del derecho a voto es absolutamente voluntario, pero solo se materializa en nuestro territorio nacional, no pudiendo efectuarse en el extranjero.



El libre ejercicio del voto que hoy nos rige ha provocado fenómenos bastante interesantes, como el que se tradujo en la alta abstención producida en las elecciones municipales del año pasado, que superó con creces el índice que normalmente se registraba, y que, como efecto colateral, generó que los sistemas predictivos erraran en gran medida sus pronósticos. A su vez, cuando en el presente año se realizaron las elecciones primarias para candidatos a la elección presidencial y se preveía también un grado de abstención importante, se registró, sin embargo, un número de votantes muy superior a los vaticinados.



Ahora bien, respecto al voto que en forma voluntaria puedan emitir los chilenos que se encuentran residiendo o permanecen en forma transitoria en el extranjero, creemos necesario consagrar el ejercicio de este derecho en nuestra Carta Fundamental, como lo propone esta moción reformatoria. Y consideramos de suma importancia que en esta oportunidad se apruebe, ya que con anterioridad ingresaron otras iniciativas similares que lamentablemente no llegaron a buen término.



En tal sentido, quiero señalar que el único proyecto que estaba en tramitación sobre este particular era justamente uno que presentamos un grupo de Diputados de Renovación Nacional, con el apoyo de algunos democratacristianos -como ocurrió en el caso de la reforma que aprobamos ayer-, y que finalmente logramos que se tramitara en la Cámara Baja.



Junto con establecer el derecho a voto de los chilenos en el extranjero con vínculo -había que definir cuál era-, contemplábamos la necesidad de una reforma constitucional que dispusiera que los embajadores serían propuestos en una terna al Senado para que este resolviera. Ello, a fin de que las embajadas no se transformaran en definitiva en agencias de uno u otro candidato oficialista. Por eso nosotros decíamos: “Relacionemos ambas materias. Generemos la posibilidad de que los embajadores sean propuestos por el Ejecutivo y designados por el Senado, y conjuntamente con aquello establezcamos el derecho a voto de los chilenos en el extranjero, con un vínculo determinado”.



Ese proyecto de reforma constitucional todavía está tramitándose en la Cámara de Diputados y durmiendo en la Comisión de Constitución.



La reforma que ahora nos convoca limita este derecho a las elecciones presidenciales y a los plebiscitos nacionales, y se ejercerá mediante un trámite, que esperamos que sea simple. Y ojalá la ley orgánica que lo regule no obstaculice mayormente su procedimiento, que consistirá en la solicitud que al efecto se presente para cada elección o plebiscito, en los consulados de Chile en el extranjero, indicando en cuál de ellos se ejercerá.



Es indudable que la regulación del ejercicio de este derecho concitará un arduo debate, ya que resulta obvio que un acto electoral realizado en el extranjero, para que tenga resultados en Chile, debe presentar características especiales, por lo cual la materia deberá ser analizada exhaustivamente.



Este fue un tema que se discutió en la legislatura anterior en la Cámara de Diputados. Y, en efecto, uno de los puntos que se analizaron decía relación justamente con las condiciones que debían requerir los consulados para que dichos votos tuviesen validez, así como para dar certeza acerca de la pulcritud del proceso.



Así, por ejemplo, habrá que regular todo lo relativo a los consulados que estarán habilitados para dicho efecto: lo referente a las mesas receptoras, con sus urnas, útiles electorales, cámaras secretas de votación; quiénes serán sus integrantes; si se permitirán apoderados; en fin, una serie de detalles destinados a cautelar y resguardar al máximo el libre ejercicio del sufragio para dichos ciudadanos en el extranjero.



Entre otras materias, también deberá considerarse la mantención del orden y la seguridad en los recintos de votación que funcionarán al interior de los consulados, teniendo en cuenta que por razones obvias no podrán asumir dicha labor las Fuerzas Armadas.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor CHAHUÁN.- Gracias, señor Presidente.



Decía que por razones obvias no podrán asumir dicha labor las Fuerzas Armadas de nuestro país.



Cada cierto tiempo presenciamos, incluso con sana envidia, cómo ciudadanos extranjeros provenientes de diversos países pueden ejercer con mucho entusiasmo y en un clima absolutamente pacífico el derecho a voto en las elecciones de las naciones de donde son oriundos, por lo cual creemos que con buena voluntad estaremos en condiciones de llegar al mismo nivel de práctica plenamente democrática en la elección de nuestra máxima autoridad.



Un aspecto importante dice relación con el vínculo. Y, efectivamente, yo sostengo que debe existir un vínculo de los chilenos que se encuentran en el extranjero para los efectos de votar en las elecciones.



En mi caso, me voy a pronunciar a favor de esta reforma constitucional. Pero creo que es posible abrir un plazo para formular indicaciones a fin de establecer cuál será ese vínculo. Uno de ellos apunta a que por lo menos exista la voluntad de inscribirse en un registro especialmente elaborado para ese efecto, es decir, que el chileno residente en el extranjero al menos manifieste su intención de querer participar en el proceso. Habrá que buscar una fórmula.



Voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, tal como lo señalaron los Senadores Girardi y Rossi, es bastante simbólico que estemos aprobando esta reforma constitucional el día de hoy, a 40 años del golpe, así como ayer aprobamos otra reforma muy importante, que permite sacar el cerrojo a un sistema electoral que ha sido uno de los enclaves fundamentales de la dictadura cívico-militar durante estas últimas décadas, especialmente en los 23 años desde el retorno de la democracia.



Y lo que ahora nos ocupa, como algunos señores Senadores han mencionado en un debate bastante largo, es una gran noticia para quienes viven en el extranjero, para los connacionales que se encuentran en otros países. Y, desde luego, el voto favorable de nuestras bancadas es un homenaje a esas personas.



Como se manifestaba también, cuando se aprueba la inscripción automática, se genera este vacío normativo, esta discriminación, donde se otorga un derecho, la calidad de ciudadanos a estos compatriotas, pero que en la práctica es imposible de ejercer. Por lo tanto, lo que hoy estamos brindando, en estricto rigor, es la satisfacción plena del derecho a sufragio. Como se sabe, la calidad de ciudadano muchas veces está caracterizada, revestida por esta condición. En el mundo entero el derecho a voto refleja la condición de ciudadano.



Valoro que haya sectores de la Derecha que, aunque minoritarios, aprobarán esta reforma. Por supuesto, reconozco el rol que han desempeñado, en todo este proceso, Senadores de la Nueva Mayoría como Soledad Alvear, Patricio Walker, Isabel Allende. Y valoro también que el Gobierno haya flexibilizado los criterios. Porque en un comienzo, cuando esta discusión se inició, hace algunos años, se contemplaba la necesidad de venir a Chile un número importante de veces para poder votar. Hace un rato la Senadora Von Baer señalaba que el problema se resolvía de manera simple: viajando al país y votando aquí, porque eso generaba un vínculo. La verdad es que eso constituye una contradicción. Incluso, algunos sectores que se oponen, fundamentalmente de la UDI, sostienen que en una democracia -no sé cuál es el concepto de democracia que tiene ese partido; sería bueno partir precisando eso- los alcances de las políticas de los Gobiernos solo se limitan al territorio nacional. En verdad, eso no resiste ningún análisis, porque muchas de las decisiones que adopta una Administración generan efectos en los connacionales que viven en el extranjero.



Lo que me preocupa es que tengamos una mirada disímil en temas tan importantes como este.



Yo valoro -reitero- que ayer algunos Senadores de la Derecha, fundamentalmente de Renovación Nacional, hayan apoyado el cambio constitucional para eliminar el guarismo “120”, que recién abre paso a la discusión sobre el fin al sistema binominal. Sin embargo, hoy tampoco está toda la Derecha a favor de esta modificación. O sea, existen dos miradas, lamentablemente. Y eso preocupa, porque el Presidente de la República hace dos días quería realizar un acto con todos los sectores políticos. Pero no podemos dejar de considerar que tenemos diferencias en aspectos tan elementales como el derecho a voto de nuestros connacionales en el extranjero, incluso más allá de los temores políticos que algunos sectores manifiestan, por el exilio, en fin. La verdad es que, del millón cien mil compatriotas que se estima que viven en el extranjero -no en opinión del INE, al cual ya no le podemos creer mucho, sino de otros organismos que también manejan cifras-, el grueso está afuera por razones de estudio, de trabajo, y solo un porcentaje bastante minoritario se ha quedado en otros países a consecuencia del exilio. 



Además, quiero señalar que a los Estados modernos, en general, les interesa mantener vínculos con sus nacionales en el exterior, porque con su presencia y su actividad contribuyen a acrecentar lo que se denomina el “soft power”, y los Senadores que conocen más el tema de las relaciones exteriores lo saben perfectamente. Porque, por una parte, está el “poder duro”, que representa a muchas naciones grandes, las potencias, fundamentalmente en el ámbito del poder del dinero y militar. Pero también se habla de este “poder blando”, que es muy útil, muy importante en términos de la influencia que ejercen algunos países, incluso algunos pequeños, como Suiza, por razones culturales; o Costa Rica, por su estilo de democracia, o Uruguay. Y Chile también contribuye en ese sentido. De hecho, en el Perú de hoy, el segundo ingreso de divisas después de la minería es fruto de las remesas que envían los peruanos que se encuentran fuera del territorio.



Desde esa perspectiva, nosotros estamos en deuda con esos chilenos y también con el mundo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional. 

El señor QUINTANA.- Señalo que estamos en deuda con el mundo porque otras naciones que han sufrido dictaduras -lo digo ahora, a 40 años del golpe militar-, dentro de sus políticas de reparación, han logrado superar tales cuestiones. En Argentina, Brasil, México, que han tenido regímenes autoritarios, este tema ya no es motivo de discusión desde hace muchos años, cuando les entregaron el derecho a voto a sus ciudadanos en el exterior por un acto de justicia. 



¡Cómo no va a ser positivo para personas que se encuentran en el extranjero, por razones culturales, por razones artísticas, o para futbolistas como Arturo Vidal, que juega en Italia, o Alexis Sánchez, que milita en un club español, poder ir a votar a un consulado después de un día de práctica deportiva! 



Estimo que ahí se extiende la patria. Y ahí se entiende, especialmente en momentos tan simbólicos como los de este mes de la chilenidad, la esencia de ser chileno.



Por eso, el mejor homenaje que hoy les podemos rendir a las víctimas de la violencia, a Salvador Allende (que fue Presidente del Senado), es darle aprobación a esta reforma constitucional, que regula el derecho a voto de los chilenos que viven en el exterior.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en verdad esta es una fecha oportuna para una reforma de este tipo. No voy a repetir las expresiones de mis colegas, pero creo que constituye una bonita oportunidad para reencontrarnos todos y todas, recordando lo que ella significa, desde el dolor.



He escuchado intervenciones que plantean que se requiere un vínculo para poder ejercer un derecho ciudadano. Y algunos Senadores señalan que basta con venir al país. Quizás para ellos resulte fácil desplazarse desde el exterior a Chile, pero muchos están afuera de la patria por razones de estudio -incluso becados-, realizando tremendos esfuerzos, o trabajando, porque no han podido encontrar una ocupación dentro del territorio nacional; otros -ya probablemente los menos a la fecha actual- se encuentran en el extranjero producto de una decisión que no tomaron voluntariamente.



A mi juicio, el sufragio es un derecho de todo ciudadano y, siendo así, me parece que la circunstancia de que algunos no puedan ejercerlo por razones físicas no corresponde.



En la primaria presidencial que llevamos cabo en la Democracia Cristiana -y aun en las elecciones internas de nuestro partido-, hemos comprobado cómo la Región de Magallanes se ha transformado en un verdadero ejemplo cívico en cuanto a lo que puede significar el desplazamiento de la tecnología al servicio de los ciudadanos. Ahí daba lo mismo estar en Punta Arenas o en Puerto Natales: se podía votar igual, justamente porque se puso la tecnología al alcance de las personas.



Sin ir más lejos, en la última elección de nuestro partido, en la misma primaria entre Claudio Orrego y quien habla, y en la primaria de los candidatos a Diputados de la Nueva Mayoría, se ocupó idéntico sistema. ¿Cuál fue el resultado? Una gran concurrencia de hombres y mujeres de Magallanes que fueron a expresar su preferencia. 



¿Por qué menciono lo anterior? Porque, si nosotros colocáramos la tecnología al servicio de la democracia y no impusiéramos barreras ficticias en nuestro territorio -y, por cierto, tampoco afuera-, muchos más se sentirían parte de la democracia y llamados a contribuir, con su opinión, a decidir quiénes son las personas que han de gobernar, ya sea a nivel comunal o nacional. 



La iniciativa presentada por nuestros colegas -a quienes felicito- materializa un derecho ciudadano fundamental que durante muchos años hemos negado. Y ello, gracias a una lucha que también han dado distintas comunidades y organizaciones de compatriotas que se encuentran viviendo fuera del país. Varios de los que hemos tenido la posibilidad de viajar al extranjero nos hemos reunido con el conjunto de chilenos residentes en el exterior y hemos escuchado su demanda por la concreción de dicha posibilidad.



Más de 800 mil chilenos viven hoy en el exterior. Y lo hacen por razones de trabajo o de estudio. Solo un 13 por ciento, a la fecha, corresponde a exiliados políticos, según datos del último Censo, realizado el año 2002, para no ocupar estadísticas que no sean exactas.



Nuestra Carta Fundamental reconoce el derecho a voto a todos los ciudadanos, sin distinción de su lugar de residencia. Y la reforma constitucional en debate lo viene a materializar. Considero que es una iniciativa que debemos respaldar con nuestra votación. Argumentos como los que hemos oído hoy en la Sala representan solo un entorpecimiento para un derecho que es de todas y de todos, y que constituye un deber del Estado garantizar.



Sin lugar a dudas, hoy es un día histórico, por la aprobación de esta reforma, que tantas veces se negó en el pasado y que significó una promesa electoral de quien ahora gobierna: el Presidente Sebastián Piñera. Pero no por ello podemos dejar de resaltar que en la iniciativa que el Primer Mandatario envió al Parlamento puso todo tipo de trabas, obstáculos o requisitos que en verdad hacían inviable su consecución.



Por eso, celebro que se haya avanzado en el sentido correcto, manifestando a mis colegas que no me parece adecuado que los chilenos en el exterior tengan que volver a inscribirse para cada elección, pues lo justo es que su voto sea considerado igual que en nuestro territorio: como un derecho adquirido y ganado.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tengo en mis manos copia de la sesión 13ª, en martes 16 de noviembre de 1971, en donde se da cuenta del proyecto de reforma constitucional enviado por el Presidente mártir Salvador Allende, que en uno de sus preceptos señala: 



“Artículo segundo.- Agrégase la siguiente frase final al inciso final del artículo 7° de la Constitución Política del Estado:



“Asimismo, la ley dispondrá los requisitos, forma y condiciones en que se ejercerá el derecho a sufragio por los chilenos residentes en el extranjero”.



Señor Presidente, yo no obtuve la beca de Pinochet. Soy miembro de la generación del 80, que luchó por recuperar la democracia, que derrotó a los rectores militares en las universidades intervenidas, y que fue parte de una juventud gloriosa, que encabezó la recuperación democrática en Chile.



Muchos jóvenes dieron la vida. Y cada año de la década del 80, el 11 de septiembre era un día de mucho simbolismo.



Rindo homenaje en esta Sala del Senado, donde Salvador Allende fue Presidente, en el día cuando el Presidente mártir entregó su vida en La Moneda.



Cuesta recordar que Salvador Allende fue presidente de la FECH (Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile); que fue Ministro de Salud de Pedro Aguirre Cerda; que fue Diputado por Valparaíso; que fue Senador por Magallanes, y que fue Presidente de la República, elegido por todo el pueblo.



Los 40 años desde aquel 11 de septiembre nos revelan que las heridas aún están abiertas. A los 30 años del golpe militar, la figura de Allende surgió y caló en la juventud. Los jóvenes en Chile descubrieron quién era Salvador Allende. Más allá de sus ideas, de sus aciertos, de sus errores, fue un Presidente consecuente. Y la consecuencia es valorada por la juventud.



A los 40 años viene el tema de las responsabilidades pasivas, de la participación de los civiles en el golpe de Estado.



Señor Presidente, hoy buscamos aprobar una reforma constitucional que devuelve un derecho a cientos de miles de compatriotas que están en el extranjero. Es el mismo derecho que les fue arrebatado el 11 de septiembre de 1973, y por 17 años, a todos los chilenos. El Congreso fue cerrado; no funcionó. Se instaló una Junta Militar con tres Generales y un Almirante.



Por lo tanto, el debate de una reforma constitucional que permite el voto de los chilenos en el extranjero es un hecho que va a quedar consignado en la historia de este Senado.



Yo solo digo: podemos estar en presencia, una vez más, de una reforma con letra chica, como la que ayer votamos para eliminar el guarismo “120” en la integración de la Cámara de Diputados y dejar atrás el sistema binominal.



Una ley orgánica constitucional determinará los “requisitos formales que deberá contener” la solicitud de sufragio.



Queda claro que la UDI, que ha sido defensora acérrima de la exclusión de estos chilenos por un temor no sé a qué, va a generar -así lo espero- condiciones para que esta iniciativa se discuta, pero seguramente seguirá poniendo objeciones.



Los chilenos y chilenas en el extranjero tienen los mismos derechos que nosotros a participar en la elección de Presidente de la República y en los plebiscitos nacionales, y yo confío en que el debate el próximo año no sea la letra chica para regular y estrangular lo que hoy día estamos aprobando como una reforma importante con el objeto de establecer un derecho en la Constitución de la República, una Constitución -reitero- nauseabunda. 



¡Va a ser otra la Carta Fundamental que va a tener esta reforma! ¡Otra! ¡Así espero y para eso estamos trabajando!



Esta Constitución agotada, monárquica, presidencialista, pero sobre todo ¡ilegítima!, deberá fenecer. ¡Es una Constitución agónica!



Señor Presidente, voy a votar a favor de esta reforma constitucional porque creo que los chilenos en el exterior han esperado demasiado tiempo. Ellos tienen derecho a elegir Presidente de la República y deberán aguardar cuatro años más para ejercerlo. Sin embargo, creo que el texto que votamos hoy día constituye un avance, y espero que la letra chica no sea parte de él.



Voto que sí.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP! 

El señor PIZARRO (Presidente).- Bueno, estamos finalizando la votación de este proyecto importantísimo. Yo quiero dejar constancia, brevemente, de que valoro el acuerdo que se ha logrado en torno a la propuesta de las Senadoras Isabel Allende y Soledad Alvear, y de los Senadores Patricio Walker, Alberto Espina y Hernán Larraín. Creo que es un avance y, sin duda, reconoce los derechos que tenemos todos los ciudadanos a participar en nuestros procesos eleccionarios, independientemente del lugar en que estemos viviendo de manera coyuntural.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor y 9 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Se sugiere como plazo para la presentación de indicaciones el lunes 30 de septiembre, a las 12.



¿Les parece? 



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Los Comités me han solicitado cambiar el orden de la tabla y ver a continuación la propuesta de integración del Tercer Tribunal Ambiental, para luego tratar el proyecto que promueve la interconexión de sistemas eléctricos independientes.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Así se acuerda. 

El señor PROKURICA.- ¿Tenemos quórum?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí. Varios Senadores están fuera de la Sala, pero pueden volver en cualquier momento. Propongo votar sin debate. Al igual que en el caso anterior, se necesitan 22 votos favorables.

El señor COLOMA.- Pero que sea sin discusión, señor Presidente.

NOMBRAMIENTO DE MINISTROS TITULARES Y SUPLENTES DEL TERCER TRIBUNAL AMBIENTAL, CON SEDE EN VALDIVIA
El señor PIZARRO (Presidente).- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, a los señores Michael Hantke Domas y Jorge Retamal Valenzuela, en los cupos de abogados, y Roberto Pasten Carrasco, en el cupo de licenciado en Ciencias; como Ministros suplentes al señor Pablo Miranda Nigro, en el cupo de abogado, y a la señora Alejandra Villalobos Volpi, en el cupo de licenciado en Ciencias, con la urgencia del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental. 



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1602-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 50ª, en 28 de agosto de 2013.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 55ª, en 10 de septiembre de 2013. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a abrir la votación.



Si alguien quiere fundamentar el voto, puede hacerlo, pero brevemente...

El señor ORPIS.- Sin fundamento de voto, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).-… Y les ruego a los jefes de Comités que llamen al resto de los señores Senadores, para que concurran a votar.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei. 

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, yo voy a votar en contra porque este tribunal se radicará en Valdivia y entre los integrantes que se proponen no figura ningún nominado de la Región. Yo pensé que a lo menos se iba a escoger a una persona que perteneciera a ella. La universidad se ha preparado para este tema con destacados profesionales. Al final, el centralismo mata las regiones. No hay nadie de Valdivia. 



Por eso, voto en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, nos corresponde pronunciarnos respecto del oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, a los señores Michael Hantke Domas y Jorge Retamal Valenzuela, en los cupos de abogados, y al señor Roberto Pasten Carrasco, en el cupo de licenciado en Ciencias; y como Ministros suplentes al señor Pablo Miranda Nigro, en el cupo de abogado, y a la señora Alejandra Villalobos Volpi, en el cupo de licenciado en Ciencias.



En la sesión en que la Comisión consideró este asunto se procedió a recibir y a escuchar a cada una de las personas que he mencionado y, asimismo, a la Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez.



Paso a exponer brevemente los antecedentes curriculares de cada uno de los postulantes.



Para el primer cargo de Ministro titular, en calidad de abogado, se propone al señor Michael Hantke Domas. 



El señor Hantke es abogado egresado de la Universidad Andrés Bello y Doctor en Regulación Económica de Monopolios Naturales de la Universidad de East Anglia (Inglaterra). Se ha desempeñado como profesor de Derecho de la Competencia y Regulación, así como de Teoría de la Intervención Estatal en Asuntos Económicos en la Universidad Andrés Bello. Además, es Director del Centro del Agua de la ya mencionada casa de estudios. Asimismo, es Académico Asociado Honorario del UNESCO Centre for Water Law, Policy and Science, de la Universidad de Dundee, Escocia. También ha trabajado como Jefe de Gabinete y en la Fiscalía de la Superintendencia de Servicios Sanitarios; como Asesor Legal del Ministerio de Obras Públicas, y como Director del Programa de Derecho, Gobernabilidad y Economía de Servicios Sanitarios.



Para el segundo cargo de Ministro titular, también en calidad de abogado, se propone al señor Jorge Roberto Retamal Valenzuela. 



El señor Retamal es abogado de la Universidad Católica del Norte, sede Antofagasta. Se desempeñó como abogado de la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales de la Segunda Región; fue Director Regional de la Corporación Nacional Forestal en la región mencionada y actualmente es abogado de la Fiscalía Nacional de dicha Corporación. Ahora está cursando el programa de Magíster en Derecho Ambiental de la Universidad de Chile.



Para el cargo de Ministro titular, en calidad de licenciado en ciencias, se propone al señor Roberto Pastén.



El señor Pastén es licenciado en Ciencias de la Administración de Empresas e ingeniero comercial de la Universidad de Tarapacá y tiene un doctorado en Economía de la Universidad de Alabama, Estados Unidos, y un máster en Economía en la Universidad de Chile.


Ha desarrollado una importante actividad académica como Profesor Asociado de Economía en la Universidad de Talca; Profesor Visitante en Economía Ambiental en la Groningen University de Holanda.



Para el cargo de Ministro suplente, en calidad de abogado, se propone al señor Pablo Miranda Nigro.


El señor Miranda es abogado egresado de la Universidad Andrés Bello y master of law del Washington College of Law de la American University, Washington D.C. 


Desde 2007 a la fecha se ha desempeñado como profesor de Derecho Ambiental. Actualmente es el Abogado Jefe de la Unidad Jurídica de la Comisión Asesora Presidencial para la Protección de los Derechos de las Personas en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Finalmente, para el cargo de Ministro suplente, en la calidad de licenciado en ciencias, se propone a la señora Alejandra Villalobos Volpi.


La señora Villalobos es licenciada en Biología Marina de la Universidad Austral de Chile y actualmente se encuentra cursando el magíster en Ciencias, Mención Recursos Hídricos, de la casa de estudios antes mencionada. 


Se desempeña además como Jefa de la Sección de Política y Regulación Ambiental de la Secretaría Ministerial del Medio Ambiente de la Región de Los Lagos y hasta 2010 ejerció labores como Jefa del Departamento de Control de la Contaminación en la Comisión Nacional del Medio Ambiente.



Durante el examen de este asunto el Ejecutivo presentó un oficio de la Contraloría General de la República, donde se señala que…

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional.

El señor WALKER (don Patricio).-… los candidatos no están afectos a ningún tipo de incompatibilidad legal para desempeñar estos cargos.



Se le preguntó sobre el particular a la Ministra del Medio Ambiente y ella entregó la respuesta de la Contraloría en la que se señala que no existe ninguna incompatibilidad legal para que estas personas realicen dichas labores.



La mayoría de los integrantes de la Comisión -luego de revisar los referidos antecedentes curriculares y teniendo en cuenta que en todas las etapas previas a estos nombramientos tales antecedentes fueron examinados y validados por el Consejo de la Alta Dirección Pública, la Excelentísima Corte Suprema y el Gobierno- llegó a la conclusión de que la proposición del Presidente de la República para designar Ministros titulares y suplentes del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, a las personas que he indicado cumple los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.



El Honorable señor Horvath se pronunció en contra de esta resolución por las razones que se consignan en el informe.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero plantear un tema de forma y otro de fondo.



La verdad es que este tribunal ambiental debe estar integrado por tres ministros titulares y dos suplentes. De los titulares, dos tienen que ser abogados y uno licenciado en ciencias o en esta área.



Este tribunal va a ver, teóricamente, todo lo que corresponda a problemas del Consejo de Ministros, las calificaciones ambientales y lo que requiera la ley en lo administrativo. Por lo tanto, es de la máxima importancia que sea integrado por personas que cumplan los requisitos establecidos en la legislación.



Tuve la oportunidad de asistir a la sesión de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia y, según entiendo, una de las exigencias legales es que dichos profesionales tengan una trayectoria destacada en lo administrativo y en lo ambiental. 



Pero lo cierto es que se trata de personas jóvenes; les falta experiencia, y carecen de esa “trayectoria destacada”, por decirlo en términos generales.



En tal sentido, me gustaría que -principalmente porque va a ver todo lo que se refiere a la zona sur y austral de Chile-, por la naturaleza de un tribunal ambiental, esta proposición fuese revisada por la Comisión de Medio Ambiente, de manera que allí tengamos la posibilidad de analizar si se cumplen o no esos requisitos.



El hecho de que se demore en constituirse el tribunal no reviste ningún problema mayor porque, en su defecto, funciona como tribunal competente el que ya se instaló en la Región Metropolitana, cuyos integrantes sí han demostrado experiencia en los últimos seis meses de funcionamiento -específicamente ocho, porque comenzaron en diciembre del año pasado- y poseen las competencias del caso.



Lo anterior es bien importante, ya que si no nombramos hoy a los miembros del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, no se genera ningún inconveniente. Por el contrario, me parece que da la oportunidad de revisar en profundidad si dicho tribunal debe estar constituido por esas personas. No las estoy desmereciendo; solo digo que no cumplen requisitos como el de una destacada trayectoria, lo cual implica contar con una experiencia mayor a la que presentan algunos de los postulantes que tuvimos oportunidad de escuchar. Esto último, desde luego, antes de revisar los currículums y de ver también en el área de tribunales si cumplen los requisitos en esta materia.



Por eso, quisiera que la Sala pensara en esa posibilidad. No existe urgencia, salvo en lo formal. Porque en los hechos un tribunal ya constituido tiene plena competencia para revisar todos los casos a nivel nacional.



Por tales razones, solicito, por su intermedio, que se recabe el asentimiento de la Sala para que el oficio del Primer Mandatario sea remitido para su revisión y posterior informe a la Comisión de Medio Ambiente, que también tiene competencia en la materia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, conozco personalmente a algunas de las personas cuyo nombramiento se propone y tengo la mejor opinión de ellas.



Por otro lado, quiero reiterar un planteamiento que he expuesto otras veces sobre este tribunal, en el sentido de que debió radicarse en Puerto Montt, pues la mayor cantidad de causas o solicitudes de inversiones o casos medioambientales se presentan desde la Décima Región hacia el sur y, como el medio de transporte principal es el avión en estas situaciones, llega gente desde la Undécima y de la Duodécima Región, y particularmente de Chiloé, hasta el aeropuerto El Tepual para luego seguir en auto a Valdivia.



Por eso, reitero una vez más esta necesidad…

El señor FREI (don Eduardo).- Hay un aeropuerto en Valdivia.

El señor KUSCHEL.- Así es, pero resulta demasiado pequeño. Además, llegan pocos aviones, y muy de vez en cuando.



Entonces, aparte de anunciar mi voto a favor, deseo plantear que cuando comience a funcionar este tribunal se analice el origen geográfico de las causas y se estudie una mejor ubicación para él.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, para mí es la segunda vez que el Senado hace ejercicio de una facultad establecida con la creación de los tribunales medioambientales. Y vamos a llevar a cabo el mismo debate que sostuvimos respecto de los nombramientos para la Corte Suprema: cuántos para ti, cuántos para mí.



Desde ya uno observa las universidades donde estudiaron los abogados propuestos, todos profesionales dignos con una trayectoria importante. Pero se trata más bien de casas de estudio ligadas a un área ideológica muy concreta.



La pregunta es: ¿cuáles fueron los criterios para conformar esta lista? 



Porque quiero un tribunal equilibrado, no uno que defienda intereses de los empresarios; deseo al menos un tribunal equilibrado.



Y por tanto, señor Presidente…

El señor KUSCHEL.- ¡Son de la Concertación, Su Señoría…!

El señor NAVARRO.- El Senador Kuschel dice que pertenecen a la Concertación. No obstante, las universidades en que estudiaron no tienen mucho que ver con ese conglomerado político, pues todas se encuentran en la “cota mil”, salvo la Universidad de Magallanes.



Me asaltan dudas: el MAS no fue consultado. Les pregunté a integrantes del PPD si este Partido negoció o si la Nueva Mayoría llegó a acuerdo…

El señor TUMA.- No lo hicimos.

El señor NAVARRO.- Me dicen que no.



Entonces esto es obra de Larroulet.



Porque si el Gobierno pretende instalar en Valdivia un tribunal para los empresarios, ¡allá él!



Yo, señor Presidente, voy a votar en contra.



Considero que, una vez más, el procedimiento es pésimo. 



Si quieren hacer las cosas bien, dialoguen.



Si quieren hacer las cosas bien, denle facultades y credibilidad al tribunal que se integra.



No conozco a las personas propuestas. No dudo de su ética ni de su calidad profesional. Solo digo que el procedimiento está viciado en lo político.



Si este Gobierno insiste, antes de irse -y le queda poco, ¡afortunadamente...!-, en dejar instalado este Tribunal con mayoría para los empresarios, en una ciudad donde además una empresa provocó una grave crisis ambiental, ¡allá él!



Señor Presidente, yo siento que esta Administración lo que está haciendo, con el beneplácito de la Nueva Mayoría, es sacar y sacar leyes, sin importar el contenido. La idea es echarle para adelante, aportar a las estadísticas de un Régimen que solo está preocupado de ellas.



El Presidente de la República cree que va a ser más popular mientras más estadísticas tenga. Y por eso llevó al INE al caos en que se encuentra. Y por lo mismo nos lleva a votar sin ningún tipo de debate la designación de miembros de un tribunal ambiental.



¡Yo emplazo al Ministro Larroulet a que nos diga si negoció con alguien de esta Sala la composición del Tercer Tribunal Ambiental radicado en Valdivia!



¡Porque esto no es un acuerdo político!



Claramente, hemos dicho: “Queremos tribunales independientes, equilibrados. No queremos un tribunal ambiental para el empresariado ni para los megaproyectos. Queremos un tribunal que les dé garantías a todos”.



No conozco a quienes integrarán el tribunal en comento. El Gobierno, que juega un rol preponderante, debe de haberlo conversado con algunos: con los más poderosos de la Nueva Mayoría. Con los pequeños no dialoga.



Discrimina el Ministro señor Larroulet: con los pequeños no conversa; ¡solo con los grandes!



Ahora, si han negociado, que lo digan, para la historia fidedigna del debate; para tener un procedimiento claro cuando vengan nuevos nombramientos tras cumplir su período las personas que ocupen los respectivos cargos.



A decir verdad, no me parece adecuado que se nos pida aprobar la composición de un tribunal sin mediar una discusión política sobre el equilibro mínimo que debe haber en él.



Es probable que, como dice el Senador Kuschel, las personas propuestas sean de la Concertación. Pero, para los creyentes, ¡que Dios los pille confesados!



Que sean de la Concertación no dice absolutamente nada. Por el contrario, en algunos casos me preocupo más, pues en muchos de los proyectos ambientales que han terminado con condena internacional a Chile han intervenido miembros de ese conglomerado.



Entonces, que pertenezcan a la Concertación no es garantía. Y tampoco lo es que sean de la Derecha.



Considero, señor Presidente, que haríamos muy mal si politizáramos los tribunales ambientales.



Pensé, ingenuamente, que íbamos a tener un ente conversado, de manera que debutáramos con un tribunal ambiental integrado en condiciones que a todos nos llevaran a decir “Estamos de acuerdo dos contra uno”. ¿Tres a cero? No sé.



Pero no sucedió así. Aquí se pasa la aplanadora. No hay ningún ministro de la provincia de Valdivia, como dijo el Senador Frei.



En definitiva, los criterios han sido más bien académicos y políticos.



Señor Presidente, con el mayor respeto a las personas propuestas, voy a votar en contra, pero solo por una cuestión de forma, vinculada con el procedimiento.



Mis respetos, mi reconocimiento a todas ellas. Sus currículum son extraordinariamente positivos. Únicamente, el procedimiento me parece equívoco.



Voto en contra.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud del Presidente de la República (26 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple el quórum legal exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Frei (don Eduardo) y Navarro.



Se abstuvieron los señores Bianchi y Horvath.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, por acuerdo del Senado, quedan nombrados Ministros titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, los señores Michael Hantke Domas, Jorge Retamal Valenzuela, en los cupos de abogados, y Roberto Pastén Carrasco, en el cupo de licenciado en ciencias; y Ministros suplentes, el señor Pablo Miranda Nigro, en el cupo de abogado, y la señora Alejandra Villalobos Volpi, en el cupo de licenciado en ciencias.



Por último, debo explicarle al Senador señor Horvath que su solicitud no pudo someterse a consideración de la Sala debido a que estábamos en votación.



No cabe duda de que en los futuros nombramientos deberá tenerse en cuenta el planteamiento de Su Señoría, como una forma de evaluar el procedimiento. Pero eso se verá en su oportunidad.

INTERCONEXIÓN DE SISTEMAS ELÉCTRICOS INDEPENDIENTES

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos a fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9022-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 39ª, en 9 de julio de 2013.



Informes de Comisión:



Minería y Energía: sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Minería y Energía (segundo): sesión 53ª, en 4 de septiembre de 2013.



Discusión:



Sesión 47ª, en 13 de agosto de 2013 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 13 de agosto de 2013.



La Comisión de Minería y Energía deja constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, de que los números 5, 6 y 8 del artículo único no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión o votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Además, el referido órgano técnico efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley despachado en general, todas las cuales se aprobaron unánimemente, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión sobre alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas (hasta el momento no las hay).



Sus Señorías tienen en los escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las modificaciones introducidas por la Comisión de Minería y Energía, y en la cuarta consigna el texto como quedaría si ellas se aprobaran.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, debemos pronunciarnos acerca de las enmiendas propuestas por unanimidad.



Antes de abrir la votación, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el mensaje señala que las normas propuestas permiten que la autoridad promueva la interconexión de sistemas eléctricos independientes de más de 200 megawatts de capacidad instalada.



Se formularon varias indicaciones para que aquello quedara explícito en la ley, pero fueron rechazadas.



En todo caso, quiero señalar que, como idea matriz, así se plantea en el mensaje. Por lo tanto, de esa manera debe entenderse el resultado de la votación.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor BUNSTER (Ministro de Energía).- Señor Presidente, básicamente -mi intervención será muy breve-, este proyecto busca facultar al Estado para que impulse iniciativas de interconexión, a través del Ministerio de Energía y de la Comisión Nacional de Energía, haciendo uso de las instancias del sistema eléctrico, que son los estudios de transmisión troncal -se efectúan cada cuatro años- y las revisiones anuales.



La discusión habida en la Comisión y las indicaciones surgidas apuntaron a garantizar la realización de los estudios técnicos y económicos necesarios para sustentar dichas iniciativas y evaluar el impacto de la interconexión en los distintos sistemas, y por lo tanto, para asegurar que ellas tengan respaldo técnico y sustento económico importantes.



Hubo aspectos a los que no se les dio total solución y que seguirán discutiéndose en la Cámara de Diputados. Uno de ellos dice relación con la coexistencia de proyectos de interconexión privados y públicos. 



El Gobierno tiene la voluntad de abordar esa materia en la Cámara Baja.



Entendemos que debiera tratarse de instancias competitivas que no interfieran entre sí, pero que claramente deriven en instancias -valga la redundancia- que vayan en beneficio del desarrollo de nuestro país.



El segundo punto -también se discutió en la Comisión, y es un tema que debiera quedar pendiente- se relaciona con el impacto de la interconexión en los mecanismos de remuneración de los sistemas troncales de transmisión: el sistema de peajes.



El proyecto no innova en el sistema de peajes que tiene el país; por tanto, hace uso del que está vigente. Pero entendemos que es un tema que puede requerir atención y análisis especiales. Y no lo incorporamos en este proyecto porque retardaría enormemente la promulgación de la ley respectiva.



Preferimos, por ello, plantear una iniciativa que simplemente haga uso de la institucionalidad existente en materia de sistemas de tarificación, sin perjuicio de que podamos volver a revisar esta materia, que reviste interés, en una instancia futura.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación las enmiendas aprobadas unánimemente por la Comisión de Minería y Energía.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, como el Honorable Senado sabe, nos encontramos tramitando esta iniciativa legal porque, frente a la inacción de los privados, el Gobierno decidió licitar la interconexión del sistema interconectado del norte grande con el sistema interconectado central y el panel de expertos determinó que debía mediar una ley porque no había atribuciones a tal efecto.



Antes de 2004 el sistema troncal se desarrollaba por libre acuerdo entre un generador y la empresa transmisora. Así, los pagos eran pactados -como lo planteó recién el señor Ministro- entre las partes, y en los casos de falta de claridad en la determinación de ellos, las diferencias se resolvían mediante arbitraje.



El problema medular -tal cual lo indicaron los especialistas a quienes se consultó en la Comisión- radica en la falta de interés por invertir, lo cual llevó al sistema de transmisión al límite de sus capacidades.



En dicho contexto, el desarrollo correcto del sistema de transmisión debe ser impulsado por una planificación sistémica y no exclusivamente sobre la base de los acuerdos entre las empresas.



Hoy día tenemos, señor Presidente, un problema extraordinariamente serio. En la parte norte del sistema interconectado central estamos con precios por megavatio que superan los 200 dólares. Es cierto que en la Octava Región los precios alcanzan a entre 60 y 70 dólares; pero también lo es que no podemos traer la energía, porque en este minuto no existen líneas para hacerlo.



Este proyecto de ley procura reducir los plazos vigentes en la actualidad, que se han extendido en demasía.



Señor Presidente, considero oportuno recordar que la interconexión eléctrica del SIC y del SING se ha estudiado desde fines de la década de los 90 por distintos agentes del sector eléctrico.



Sin embargo, es menester que el país defina e implemente los proyectos de transmisión con la anticipación necesaria para conectar las nuevas fuentes de generación eléctrica y los distintos centros de consumo.



La interconexión otorgará al país conectividad eléctrica basada en el sistema de transmisión troncal. Otros países poseen redes de transmisión superpuestas con redes de gasoductos y otras líneas que no existen hoy día en Chile. 



Razones económicas que abogan por la conveniencia de la interconexión se relacionan con la disminución del costo total de suministro de electricidad en la alternativa con interconexión. 



No olvidemos que somos un país integrado y que, además, debemos competir con naciones que también se dedican a la actividad minera y a otras en que los costos son mucho más bajos (50 a 60 dólares el megavatio). Es el caso de Perú. Y por eso, como lo ha sostenido aquí de manera permanente el Senador Frei, muchas inversiones que se iban a materializar en Chile se han realizado en ese país vecino, producto del costo de la energía.



En todo caso, si bien la interconexión es una idea generalmente aceptada, en la situación específica de una interconexión SIC-SING la pregunta relevante no parece ser si conviene o no interconectar, sino más bien cómo y cuándo realizar la interconexión, cuestión que resulta compleja y que debe analizarse en detalle, dadas sus implicancias.



En lo fundamental, las enmiendas que mediante indicaciones sugirieron introducir a este proyecto distintos señores Senadores (como ya se expresó aquí) iban en la línea de limitar dicha interconexión a 200 megavatios, cuestión que mencionó el Honorable señor Horvath y que aparece en el mensaje. No obstante, las proposiciones fueron rechazadas por la Comisión.



Este órgano técnico aprobó una indicación del siguiente tenor, formulada por el Senador Orpis: “En caso que las nuevas obras de transmisión contemplen la interconexión de sistemas eléctricos independientes, se deberá realizar y adjuntar al estudio de transmisión troncal una evaluación que dé cuenta de los impactos económicos que tendría, para cada sistema eléctrico por separado, la ejecución y operación de dicha obra.”.



De otro lado, se faculta al Ministerio de Energía para “disponer que la Comisión incorpore la interconexión entre sistemas eléctricos, cuando ello sea necesario para el mejor funcionamiento del sistema eléctrico en su conjunto, conforme a los lineamientos establecidos por la política energética nacional.”. Y agrega el inciso que se intercala: “En este caso, la Comisión” -la Nacional de Energía- “deberá contemplar las instalaciones correspondientes en el informe técnico a que se refiere el presente artículo, adjuntando la justificación técnico-económica de las obras propuestas.”.



Finalmente, se consideró necesario consignar que en el plan de expansión troncal la Comisión Nacional de Energía, tratándose de la incorporación de obras de interconexión, deberá adjuntar un informe con la justificación técnico-económica de las obras propuestas.



He dicho.

El señor FREI (don Eduardo).- Quiero hacer una consulta reglamentaria, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, el señor Secretario señaló que los números 5, 6 y 8 del artículo único del proyecto no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Por lo tanto, quedaron aprobados reglamentariamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor FREI (don Eduardo).- Están a continuación los cinco puntos que la Comisión de Minería y Energía aprobó por unanimidad en el segundo informe.



Entiendo que en este momento estamos votando esos puntos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador, y en una sola votación.

El señor FREI (don Eduardo).-  Y al final vendrían los artículos que la Comisión aprobó por mayoría y que no fueron objeto de indicaciones renovadas; o sea, habría que ratificarlos en la Sala mediante otra votación. Y con eso terminamos.

El señor ORPIS.- ¡No!

El señor FREI (don Eduardo).- Quiero que me aclaren la situación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, el segundo informe que despachó la Comisión de Minería y Energía no da cuenta de votaciones divididas: son todas unánimes.



Entonces, tenemos que pronunciarnos, en una sola votación, sobre todas las modificaciones de consenso.

El señor FREI (don Eduardo).- Conforme.

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la generación eléctrica es quizá uno de los problemas más sensibles de cara al desarrollo de nuestro país.



Ahí tenemos a Huachipato CAP, que está cerrando su planta de acero de la comuna de Talcahuano, en la Región del Biobío, debido al alza impresionante, creciente, galopante del costo de la energía.



Porque es necesario, estamos dispuestos a enfrentar el debate sobre cómo obtener energía más económica.



Yo les pregunto al Gobierno y a los miembros de la Comisión que discutió esta iniciativa si la regulación propuesta va a permitir la inversión privada o si invertirá el Estado.



Porque hasta ahora los particulares no tienen interés.



Resulta paradójico que siendo un extraordinario negocio, que cuenta con un sistema integrado de manera vertical (generación, transmisión y distribución), no exista interés privado en invertir.



Hoy se nos dice que vamos a generar condiciones -y la ley en proyecto busca promover tal idea- para incentivar la inversión.



Yo les pregunto a los miembros de la Comisión si el Estado realizará la inversión.



Porque se generará una línea de transmisión entre los sistemas interconectados del norte grande y del centro a fin de bajar los costos.



¿Habrá inversión pública para que tres actores privados hagan un mejor negocio, independiente de los claros ahorros que este permite?



Señor Presidente, la presentación del proyecto de interconexión en el plan de expansión 2012-2013 de las obras troncales de transmisión permitió calcular un beneficio esperado, sin descontar la inversión, de entre 1.246 y 1.590 millones de dólares. El beneficio neto de la interconexión resultante es de 330 y 660 millones de dólares. El rango está dado por sensibilización en el estudio de variaciones en los planes de obras analizados.



El estudio que la Comisión Nacional de Energía contrató a la Empresa SYNEX en agosto de 2011 arrojó un beneficio de la interconexión de 1.385 millones de dólares por ahorros en costos de inversión y operación. 



Cuando uno lee cifras como esas, señor Presidente, no sabe si se trata de ahorro para el Estado.



¿Quién va a realizar las inversiones?



¿Se va a promover la libre competencia?



El nuevo inciso tercero que se intercala al artículo 84 de la Ley General señala: “En caso que las nuevas obras de transmisión contemplen la interconexión de sistemas eléctricos independientes, se deberá realizar y adjuntar al estudio de transmisión troncal una evaluación que dé cuenta de los impactos económicos que tendría, para cada sistema eléctrico por separado, la ejecución y operación de dicha obra.”.



¿Facilita aquello la incorporación de generadores independientes?

El señor ORPIS.- Sí.

El señor NAVARRO.- Me gustaría conocer una explicación. Porque no sé si una evaluación del impacto económico efectivamente va a favorecer la competencia. Si será así, en un sistema donde se han registrado muy pocos participantes ante la envergadura de las inversiones, estoy dispuesto a votar a favor. Pero el conjunto de actores en el rubro no son “carmelitas descalzas”: se trata de empresas de un enorme poderío económico, como ENDESA, AES Gener, Colbún, Guacolda.



Mi pregunta es: ¿el sistema de generación eléctrica se negó a invertir en transmisión? Porque ese es el negocio. ¿Ello va a realizarlo el Estado? ¿Quién lo efectuará? ¿Los privados, sobre la base de que les hemos facilitado la inversión?



El informe dice que la reformulación obedece a que se ha constatado nulo interés en la realización de las obras.



Por tanto, espero -ojalá pueda aclararlo el señor Ministro- que la ley en proyecto permita regular la competencia, incorporar nuevos actores y hacer bajar los precios de la electricidad a nivel domiciliario e industrial. Cabe recordar que 80 por ciento de la energía es consumida por la industria y que solo 20 por ciento corresponde a lo domiciliario.



Si es así, por cierto que mi voto está disponible para la aprobación.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en las últimas semanas el Senado ha aprobado importantes iniciativas en el ámbito energético: la de concesiones eléctricas, que resulta fundamental para facilitar proyectos que desgraciadamente se han ido demorando en el tiempo por distintas circunstancias, y la relativa a energías renovables no convencionales.



El retraso se ha traducido, por ejemplo -a propósito de lo expuesto por el Senador señor Navarro-, en que la CAP, en la Octava Región, enfrenta hoy día serias dificultades por el costo de la energía. Y lo mismo ocurre con la Papelera. Los sectores productivos han recibido un impacto muy directo.



¿Qué hace la iniciativa que nos ocupa?



La ley N° 19.940, llamada “Ley Corta I”, dispuso que el sistema troncal es un servicio público, lo que significa un acceso irrestricto a las expansiones existentes.



¿Qué ha ocurrido con la legislación actual? Que no contempla la expansión entre distintos sistemas eléctricos, por lo que la única opción de interconectar dos de ellos es a través del sector privado, que tiende la línea y después pide que se troncalice, para el efecto de que exista un acceso público.



¿Qué sucede en la práctica? ¿Qué pasa si un privado no tiene interés en hacerlo? Que las interconexiones no son posibles, como tampoco su carácter de troncales para un acceso irrestricto.



¿Qué hace el proyecto, en términos muy concretos? Entrega una señal, al establecer: “Si usted, señor privado, no quiere llevar a cabo la interconexión, se le da al Gobierno la facultad de licitarla directamente”.



 ¿Cómo se paga? ¿Quién paga? Eso no lo determina el texto. Depende de las áreas de influencia; de si se está fuera o dentro del área de influencia común. Es algo que se regula de acuerdo con la normativa actual.



Pero ¿cuál es el mérito del proyecto? Que las interconexiones para un troncal quedan hoy día única y exclusivamente en manos de un privado, en tanto que en adelante, si este último no tiene interés en ello, el Estado estará facultado para licitar directamente la interconexión.



De eso se trata.



Se han colocado algunas limitaciones, porque puede registrarse un impacto en ambos sistemas eléctricos. La idea es que por lo menos la comisión de expertos tenga claro cuáles son los costos en cada uno de ellos.



La que he señalado es la atribución que se le otorga al Gobierno. Y nos parece fundamental, pues, evidentemente, al interconectarse el SIC y el SING, se van a incorporar muchos más actores y, por lo tanto, se va a ampliar la competencia. Porque uno de los grandes problemas de nuestro sistema eléctrico es el de hallarse muy concentrado. Al verificarse dicha conexión, sumada la ley de concesiones eléctricas que acabamos de aprobar, automáticamente se incrementarán los actores -repito- y se desentrampará una serie de inversiones que en la actualidad tienen un alto costo en el ámbito energético.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quisiera volver a plantear lo que expuse antes de la votación. Aun habiéndose perdido las indicaciones que hacían explícita la aplicación a sistemas superiores a 200 megas, leeré la parte inicial del mensaje N° 118-361:



“Honorable Senado:



“Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto permitir a la autoridad promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes de más de 200 megawatts de capacidad instalada.”.



Por lo tanto, esa es una de las ideas matrices de la iniciativa.



En seguida, el objetivo principal es enlazar el sistema interconectado central y el sistema interconectado del Norte Grande, en lo cual no es indiferente que se trate de corriente alterna o de corriente continua.



Cada uno de los sistemas tecnológicos tiene su pro y su contra. El de corriente continua enfrenta una menor pérdida, pero impide que en el sector de más o menos 700 kilómetros entre Salvador y Crucero se suba y baje de la línea de trasmisión, porque se requieren conversores de alta sofisticación y de muy alto costo, del orden de los millones de dólares cada uno. En consecuencia, se consolidarían, en el fondo, los sistemas vigentes y se impediría que en el sector intermedio entraran nuevos generadores o se aprovecharan localidades, así como también proyectos industriales, mineros, o todo lo que surgiese.



Al revés, la corriente alterna exhibe una mayor pérdida, pero conlleva la ventaja que he señalado de que pueden entrar nuevos generadores. Estamos haciendo referencia a una zona de desierto en la que existen posibilidades claras desde el punto de vista de la energía solar, al igual que de la energía eólica en los bordes costero y de montaña. Además, es posible bajar energía en términos razonables para localidades relacionadas con proyectos que así lo demanden.



Ello prosperó como una indicación modificada que acogió el Gobierno en el sentido de que en la evaluación y las bases tenían que hacerse consideraciones respecto de uno y otro sistema, evidentemente sin privilegiarse ninguno. Es un aspecto que ya no es posible dejar en la ley.



El alto costo de la energía que se ha mencionado se debe a una falta de planificación estratégica en la que se observa la ausencia de un rol del Estado; una alta concentración del sector eléctrico, como ya se señaló; un sistema marginalista para fijar los costos, y la garantía del 10 por ciento de utilidades garantizada por la ley.



Por las razones expuestas, voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor  Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, sin haber entrado a revisar el detalle de la iniciativa, solo quiero formular una observación respecto de lo expresado por el Senador señor Horvath.



Si el mensaje contiene una afirmación, pero no respaldada en el texto, no podemos entender que existe una limitación. Por lo tanto, si este último hace referencia a una “interconexión de sistemas”, entiendo que ello se va a aplicar a cualquiera.



Me parece que el hecho de que el mensaje mencione en una explicación algo que puede ser distinto no tiene fuerza obligatoria, de manera que el punto debiera ser resuelto en el trámite siguiente.



Entonces, con respecto a la aseveración categórica de Su Señoría, dejo constancia de que, a mi juicio por lo menos, ello no resulta tan claro.



Gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las proposiciones de la Comisión de Minería y Energía (23 votos), quedando el proyecto despachado en particular.


Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Andrés).

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- El Honorable señor Horvath ha solicitado a la Mesa recabar el asentimiento de la Sala para que se vote a continuación el proyecto que modifica la ley N° 20.571, signado con el N° 19 en el Orden del Día.



Propongo que después tenga lugar la hora de Incidentes.



Si no hay objeciones, se procederá en esos términos.



--Así se acuerda.

INCENTIVO A DESARROLLO DE GENERADORAS RESIDENCIALES

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Horvath, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Prokurica, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicables sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país, con informe de la Comisión de Minería y Energía 



--Los antecedentes sobre el proyecto (8999-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Horvath, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Prokurica):


En primer trámite, sesión 34ª, en 19 de junio de 2013.



Informe de Comisión:



Minería y Energía: sesión 53ª, en 4 de septiembre de 2013.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (18 votos), fijándose el lunes 30 de septiembre, a las 12, como plazo para la presentación de indicaciones.



Votaron los señores Cantero, Chahuán, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES
El señor PIZARRO (Presidente).- En la hora de Incidentes, los Comités Socialista, Demócrata Cristiano, Radical Social Demócrata, Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional no intervendrán.



En el turno del Comité Movimiento Amplio Social, tiene la palabra el Senador señor Navarro, a quien le han cedido sus tiempos los Comités Partido por la Democracia e Independientes.

El señor NAVARRO.- También lo hicieron los Comités Radical Social Demócrata y Socialista, señor Presidente, tal como se lo expresé antes de iniciarse la hora de Incidentes.

HOMENAJE EN MEMORIA DE

PRESIDENTE SALVADOR ALLENDE GOSSENS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como lo recordé al votarse el proyecto de reforma constitucional sobre regulación del ejercicio del sufragio de los ciudadanos en el extranjero, hoy día, 11 de septiembre, se cumplen 40 años de la muerte de Salvador Allende Gossens, Presidente constitucional de Chile, Presidente mártir, quien sacrificó su vida en La Moneda.



Leía su último mensaje. Tuve la posibilidad de escucharlo a través de las ondas de radio Magallanes. Y unas frases, al traerlas al presente, resultan tremendamente significativas: “tengo la certeza de que la semilla que hemos entregado” dará sus frutos y “Superarán otros hombres este momento gris y amargo”.



A 40 años del golpe militar, de la traición del general Augusto Pinochet al Primer Mandatario que lo había nombrado Comandante en Jefe del Ejército, vale la pena recordar, reflexionar y también actuar.



La transición no se ha completado. Todavía hay heridas abiertas: allí están los detenidos desaparecidos; allí están los exonerados; allí están los torturados. Son grupos de chilenos que aún reclaman justicia.



Ayer observábamos en televisión al “Mamo” Contreras, al general Contreras, Director del organismo que reprimió, torturó e hizo desaparecer a centenares de personas, negar todos los cargos. No pude sino sentir indignación, la misma experimentada por los que, tras 40 años de lucha, todavía abrigan la esperanza de saber dónde están sus seres queridos. El “Mamo” Contreras, quien purga en prisión una condena que jamás va a reparar el daño causado, se atrevió a señalar que se encuentran en los patios 26, 27 y 29 del Cementerio General.



Subliminalmente, es un mensaje en relación con el pacto de silencio: negar hasta la muerte aquello que el país y el mundo entero saben, en el sentido de que más de 2 mil detenidos fueron asesinados y hechos desaparecer por la dictadura.



El general Contreras envió ese mensaje a sus compañeros de armas. No solo no manifestó nada al respecto, sino que también mintió descaradamente, cínicamente, perversamente, negando toda responsabilidad en los procesos dolorosos que terminaron con la vida de miles de chilenos.



Se cumplen 40 años y, paradójicamente, el aniversario de la muerte de Salvador Allende tiene una limitada relevancia en Chile. He tenido la oportunidad de conocer, a través de Internet, de la televisión mundial, lo que se realiza en Europa: España, Francia, Suiza, Alemania, Inglaterra, así como también en Venezuela, Colombia, México, donde se rememora al Presidente mártir. Inexplicablemente, la figura de Allende, un gigante en el mundo entero, es objeto de escaso recuerdo y valoración en nuestro país.



Nos acompaña en esta Corporación la Senadora Isabel Allende, hija del Mandatario mártir.



Nos acompaña el recuerdo de la tradición, porque ese Mandatario mártir estuvo en la testera, señor Presidente, donde usted se encuentra, y presidió el Senado, después de una larga trayectoria política y social de toda una vida. Para llegar a la Primera Magistratura, Allende recorrió un extenso camino, que la historia, por cierto, conoce: fue dirigente social, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, Ministro de Salud de Pedro Aguirre Cerda, Diputado, Senador y candidato a la Presidencia de la República en cuatro oportunidades.



Para los jóvenes que desde la lucha universitaria recordábamos cada 11 de septiembre a Salvador Allende, su figura, su trayectoria, su ejemplo, fueron parte esencial de la motivación y del ánimo que transmitió a miles y miles de luchadores por la democracia.



Durante la dictadura, cada 11 de septiembre, la figura de Allende crecía, crecía, crecía, y dio la fuerza y la garra suficientes para que miles de jóvenes chilenos, hombres y mujeres, se levantaran para derrotarla.



Salvador Allende Gossens, Presidente de Chile, muerto por la traición y la felonía de un Ejército, de las Fuerzas Armadas, en general, y de Carabineros de Chile, que, traicionando el mandato constitucional, dieron un golpe de Estado a sangre y fuego.



La dictadura de Pinochet se enmarca, por cierto, dentro de las más crueles que la historia del mundo pueda establecer. Así ha sido planteado en diferentes países y en distintas evaluaciones históricas.



Señor Presidente, esta tarde del 11 de septiembre de 2013, quiero recordar la figura del Presidente Allende y señalar algo sobre lo cual tengo una íntima convicción.



El ejemplo de Allende, cuando dijo: “Sólo acribillándome a balazos podrán impedir la voluntad (…) del pueblo”, fue una decisión consciente, razonada, íntima. No fue un acto de soberbia o atrevimiento.



Como postulaba Aristóteles, entre aquel que es arrojado y temerario y el que es valiente hay una diferencia. La valentía es la comprensión inteligente del peligro. Aquel que no comprende el peligro es un temerario: se arroja, comete un acto heroico, pero sin conciencia de tal.



Creo que el acto de Salvador Allende de permanecer y morir en La Moneda, como una condena moral a quienes lo traicionaron, refleja uno de los legados más importantes a la hora de evaluar la política en Chile.



Soy de aquellos que se formaron al calor de su historia, con su figura, con su recuerdo: el mito de Allende.



Soy de aquellos que en la década de los 80, junto con miles y miles de jóvenes, hombres y mujeres, lucharon y abrazaron la causa de la recuperación democrática bajo la figura de Allende. 



Muchos de esos hombres y esas mujeres de la década de los 80, que se encontraban en las diversas universidades del país, en las poblaciones, en las industrias, hoy día ya no están: fueron detenidos, fueron torturados. Porque no solo el 11 de septiembre de 1973 se torturó y se asesinó. También se hizo durante los 17 años siguientes. Y en las postrimerías del Régimen de Pinochet se asesinó a Jécar Neghme, en plena calle de Santiago.



La dictadura, en sus últimos estertores, no cejaba de golpear y de asesinar.



Señor Presidente, con Jécar Neghme conversé muchas veces en la Universidad de Chile y en la gloriosa Universidad de Concepción, de la que me honro haber egresado y donde compartí con cientos y cientos de jóvenes que abrazaron la lucha por la recuperación de la democracia. 



Hoy, muchos de ellos, desde sus distintas actividades, mantienen el compromiso, aun cuando están alejados de la política. Cabe preguntarse: ¿Por qué se alejaron de ella? ¿Por qué no se han mantenido en la línea de Salvador Allende? Recuerdo que conversábamos durante noches enteras, tratando de autoconvencernos de que valía la pena arriesgar la vida; de que valía la pena arriesgar la carrera por un objetivo superior (por el bien de la patria, por el bien de Chile, por el dolor y sufrimiento de miles de personas que no se podían defender), y de que recobrar la democracia era un desafío histórico para una generación que tenía la responsabilidad de recuperarla sin haber tenido responsabilidad en perderla.



La generación del 80 no tuvo responsabilidad alguna en los errores de la década del 70 -¡ninguna!- y asumió la responsabilidad de la recuperación democrática.



Por eso, señor Presidente, con pena -a veces, con decepción-, veo que en Chile la figura de Allende todavía no logra alcanzar el lugar, la valoración y el reconocimiento necesarios. 



¿Cuándo será aquello: a los 50, a los 60 años del “golpe”?


 
¿Tendrán que pasar dos o tres generaciones más, cuando ya ninguno de los que estamos en esta Sala se halle sobre la faz de la tierra, para que se logre el reencuentro y la reconciliación? No lo sé. 



Solo sé que en estos 40 años la figura de Allende vuelve a erigirse como un gigante: un gigante de la consecuencia, un gigante de la moral, un gigante de la ética.



Para estar en política se requiere ética. Y Allende la tuvo hasta el último día: hasta el 11 de septiembre de 1973.



Rindo homenaje a Salvador Allende Gossens, Presidente de Chile, Presidente mártir, inmolado en La Moneda el 11 de septiembre de 1973, para dar un mensaje claro a las generaciones venideras: la consecuencia es la base fundamental de todo aquello que se pueda lograr mediante el camino de la política.



La vía chilena al socialismo, la vía pacífica, la vía de la elección, la vía de las mayorías fueron la vía de Allende. Y sigue siendo la vía que muchos, desde el socialismo, desde la Izquierda, desde el progresismo, desde los ciudadanos, esperamos alcanzar.



¡Viva Salvador Allende, Presidente mártir de Chile!



¡Viva en la historia!



¡Viva en el recuerdo de millones y millones de chilenos y chilenas!



He dicho.

El señor HORVATH (Presidente accidental).- Habiéndose cumplido su objetivo,  se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:20.









Manuel Ocaña Vergara,









 Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 361
A C T A S  A P R O B A D A S

SESIÓN 51ª, ORDINARIA, EN MARTES 3 DE SEPTIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; del Trabajo y Previsión Social; de Salud, y de Energía, señores Cristián Larroulet, Juan Carlos Jobet, Jaime Mañalich y Jorge Bunster, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 49ª y 50ª, ordinarias, de 27 y 28 de agosto de 2013, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia para la tramitación del proyecto de ley sobre seguridad privada (Boletín N° 6.639-25).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, a la tramitación del proyecto de ley en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de las iniciativas que se enuncian a continuación:


1.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23).


2.- Proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (Boletín Nº 8.774-04).


3.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín            Nº 7.966-05).


4.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


5.- Proyecto de ley que establece los incentivos remuneracionales que indica, a favor de los profesionales de los servicios de salud que señala (Boletín Nº 8.922-11).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para el despacho de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


2.- Proyecto de ley que reconoce a la rayuela como deporte nacional (Boletín Nº 8.404-29).


3.- Proyecto de ley que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (Boletín Nº 8.767-06).


4.- Proyecto de ley que modifica el Código Civil y otras leyes, regulando el régimen patrimonial de la sociedad conyugal (Boletines            N°s 7.567-07, 5.970-18 y 7.727-18, refundidos).


5.- Proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletines N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).


6.- Proyecto de ley que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable, en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (Boletín N° 2.357-09).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Cinco de la Honorable Cámara de Diputados: 


Con el primero, manifiesta que rechazó todas las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15) y comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, según lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República.


- Se toma conocimiento y por acuerdo de Comités se designa a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento como integrantes de la referida Comisión Mixta.


Con los dos siguientes, informa que aprobó los siguientes proyectos de ley:


1.- El que modifica la ley N° 19.880, introduciendo el uso del correo electrónico como forma válida de notificación en los procedimientos administrativos que rigen los actos de la Administración del Estado (Boletín  Nº 4.618-06) (con urgencia calificada de “suma”). 


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


2.- El que establece los incentivos remuneracionales que indica, a favor de los profesionales de los servicios de salud que señala (Boletín        Nº 8.922-11) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a las Comisiones de Salud y de Hacienda.


Con el cuarto, expone que dio su aprobación, en los mismos términos que lo hizo el Senado, al proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (Boletín Nº 8.150-09).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República. 


Con el último, informa que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que permite ampliar el plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (Boletín N° 8.817-15).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 25, inciso primero, del Código del Trabajo, y 2.331 del Código Civil.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Remite copia de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 6° de la ley N° 20.545, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso postnatal parental. 


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro de Salud


Atiende petición, dirigida en nombre de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, respecto de la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto modificatorio del Código Sanitario que establezca la obligación de disponer de un desfibrilador externo portátil en recintos de alta concentración de público.


Responde acuerdo adoptado por esta Corporación, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Quintana y Sabag, sobre elaboración de un registro estadístico epidemiológico de los casos de fibromialgia para evaluar su incorporación a las patologías del Plan AUGE (Boletín Nº S 1.541-12).

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Da contestación a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las razones que han impedido la jubilación por la Caja de Previsión de la Defensa Nacional de ex funcionarios de Astilleros y Maestranzas de la Armada.

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Da respuesta a solicitud, hecha en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre la factibilidad de prorrogar hasta el 15 de septiembre próximo el periodo de extracción del recurso erizo en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.

Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales


Da contestación a solicitud, cursada en nombre de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, relativa a factibilidad de enviar a tramitación legislativa una iniciativa que establezca la obligación de contar con un desfibrilador externo portátil en los recintos de alta concentración de público. 

Del señor Intendente Regional de la Región del Bío Bío


Remite copia de resolución exenta N° 183/2004, de la Comisión Regional del Medio Ambiente de Bío Bío, que calificó favorablemente el estudio de impacto ambiental del proyecto “Centro de Manejo de Residuos de Concepción”; antecedente requerido en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

De Deloitte Auditores y Consultores Limitada


Remite, por mandato de los artículos 42 y 44 de la ley              N° 18.556, un ejemplar del informe del proceso de auditoría que esa empresa independiente practicó a la confección del Padrón Electoral con carácter de provisorio, y la nómina provisoria de inhabilitados para sufragar, al 30 de julio pasado, incluyendo la información de respaldo con el detalle de los hallazgos identificados, en un archivo digital.  


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece excepción, en las regiones de Aysén y Magallanes, acerca de los establecimientos de bebidas alcohólicas (Boletín N° 7.138-03).


- Queda para Tabla.

Moción


Del Honorable Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que suprime las palabras “amo” y “criado” en el artículo 447 del Código Penal (Boletín Nº 9.086-17).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa un informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, en materia de integración de la Cámara de Diputados (Boletín Nº 9.078-07).


- Por acuerdo de los Comités, queda para la Tabla de la sesión especial del día martes 10 del mes en curso.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Tratar en Tabla de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de mañana, los proyectos de acuerdo signados con los números 9, 16, 18, 22, 23, 24, 25 y 31, respectivamente, de la Tabla de hoy. 


2.- Citar a una sesión especial, para el próximo martes 10 del presente mes, entre las 10:30 y 14:00 horas, para tratar el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Peña, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio, en materia de integración de la Cámara de Diputados (Boletín Nº 9.078-07).


3.- Reducir el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales y que deroga los cuerpos legales que indica (Boletín N° 7.966-05), hasta las 12:00 horas del viernes 6 de septiembre próximo.


4.- Integrar la Comisión Mixta que debe resolver las diferencias suscitadas entre las Cámaras, respecto del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín N° 8.813-15), con los Honorables Senadores de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


5.- Designar, por acuerdo unánime de sus miembros, al Honorable Senador señor Mariano Ruiz-Esquide Jara como representante del Senado ante el Comité Calificador de Donaciones Privadas de la Ley de Donaciones Culturales, en reemplazo del ex Senador don Ricardo Núñez Muñoz.

_________


Enseguida, el Honorable Senador señor Walker (don Patricio) pide recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín Nº 8.810-07), hasta las 12:00 horas del día 5 de septiembre de 2013.


Se accede a lo solicitado, debiendo ser presentadas las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Coloma solicita la anuencia de la Sala para que se establezca un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de control de armas, y el Código Procesal Penal (Boletín Nº 6.201-02), hasta las 12:00 horas del día 4 de septiembre próximo.


Así se acuerda y las indicaciones deben ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Defensa Nacional.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Homenaje en memoria del ex Senador don Beltrán

Urenda Zegers


El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje al ex Senador don Beltrán Urenda Zegers y hace uso de la palabra en nombre de la Corporación.


Al efecto, intervienen, también, los Honorables Senadores señores Coloma, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente; Lagos, en nombre de los Comités Partido por la Democracia, Partido Demócrata Cristiano y Partido Socialista, y Chahuán, en representación del Comité Partido Renovación Nacional.


Finalmente, el señor Presidente saluda y agradece la presencia de los familiares del homenajeado; de la alcaldesa de la ciudad de Viña del Mar, señora Virginia Reginato; del alcalde de la ciudad de Valparaíso, señor Jorge Castro; del Presidente de la Cámara de Diputados, Honorable Diputado señor Edmundo Eluchans; del Presidente del Partido Unión Demócrata Independiente, Honorable Diputado señor Patricio Melero, y de los Honorables Diputados que nos acompañan en las tribunas, y expresa que el homenaje ha concluido.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales, con

informe de la Comisión de Minería y Energía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que tiene el Boletín N° 7.201-08 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade que el proyecto inició su tramitación en el Senado, y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.


Manifiesta que la Comisión de Minería y Energía aprobó todas las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados. Dicha aprobación la efectuó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Horvath, Kuschel y Orpis, salvo en lo referente a la enmienda número 4 -recaída en el numeral 2) del artículo 1°-, que fue aprobada con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Frei, Horvath, Kuschel y Orpis y con la abstención del Honorable Senador señor Gómez, y en lo relativo a la enmienda número 6 -recaída en el artículo 2°-, que se aprobó con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Frei, Kuschel y Orpis y con las abstenciones de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General informa que la Cámara de Diputados aprobó la proposición del Senado con las siguientes enmiendas:

AL ARTÍCULO 1°

NUMERAL 1)


1) Ha eliminado el literal ii.- de su letra a).


2) Ha suprimido su literal b).


3) Su literal c) ha pasado a ser b), sin enmiendas.

NUMERAL 2)


4) Ha reemplazado el artículo 150 ter por el siguiente:


“Artículo 150 ter.- Para dar cumplimiento a parte de la obligación establecida en el inciso primero del artículo anterior, el Ministerio de Energía deberá efectuar licitaciones públicas anuales, para la provisión de bloques anuales de energía provenientes de medios de generación de energía renovable no convencional. Para estos efectos, el Ministerio de Energía efectuará hasta dos licitaciones por año en caso que el bloque licitado no sea cubierto en su totalidad.


Cada licitación se realizará para dar cobertura total a aquella parte de la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior, que no sea cubierta con la inyección de energía proveniente de proyectos de energías renovables no convencionales en operación, en construcción o bloques de energía adjudicados, al momento de iniciarse el proceso de licitación, respecto de la cuota exigible al tercer año posterior a ésta, el que será considerado para los efectos de este artículo como el año de inicio. Con todo, el Ministerio de Energía no estará obligado a efectuar las referidas licitaciones cuando la obligación señalada se encuentra cumplida.


Los bloques adjudicados se destinarán a dar cumplimiento, en todo o parte, a la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior, por lo que las empresas eléctricas que efectúen retiros del sistema podrán acreditar su cumplimiento mediante los certificados emitidos producto de la inyección de energía licitada y efectivamente inyectada, a prorrata de sus retiros.


Sin perjuicio de lo señalado, en caso que los bloques adjudicados no cubran en su totalidad lo indicado en las bases de licitación, o bien la licitación se declare desierta, el cumplimiento de la obligación respecto de dicho bloque se postergará para el año siguiente al de inicio.


El bloque de energía a licitar se indicará en las bases de licitación correspondientes, sin que pueda superar la cuota de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales establecida en la ley. Para estos efectos, el Ministerio de Energía solicitará a la Comisión un informe técnico que establezca el bloque de energía renovable no convencional a licitar, y para ello considerará el informe técnico definitivo de precios de nudo vigente al momento de publicación de las bases de licitación correspondientes.


El período de vigencia de las inyecciones de energía licitadas, el bloque de energía anual a licitar y los precios adjudicados regirán por diez años consecutivos, contados desde la fecha de inicio de inyección de energía, conforme lo determinen las bases de licitación correspondientes.


Las bases de licitación serán elaboradas por el Ministerio de Energía. Un reglamento determinará el contenido mínimo de las bases de licitación, el que también establecerá, entre otros, los criterios de evaluación de las ofertas y de selección de el o los adjudicatarios, la información que se solicitará a las empresas eléctricas que corresponda y todas las demás materias necesarias para la debida ejecución de este artículo.


Sin perjuicio de lo anterior, las bases de la primera licitación de cada proceso serán publicadas dentro del primer semestre del período correspondiente y, a lo menos, deberán especificar las condiciones de licitación, la información técnica y comercial que deberá entregar cada participante, las garantías, los plazos y las condiciones para postular, la forma en que se deben presentar las ofertas y los mecanismos para caucionar el cumplimiento de sus obligaciones.


Se podrán realizar procesos de licitación separados e independientes para cada sistema eléctrico con capacidad instalada superior a 200 megawatts respecto de los cuales deba cumplirse la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior.


Podrán participar de los procesos de licitación todos aquellos proyectos que, al momento de publicarse las bases, no se encuentren interconectados al sistema eléctrico respectivo.


Los proponentes que presenten ofertas en los respectivos procesos de licitación deberán indicar en su propuesta el compromiso de inyección de energía renovable no convencional que realizarán anualmente, indicando el compromiso de inyección mensual para dar cumplimiento al mencionado compromiso anual.


Adicionalmente, los proponentes deberán, a lo menos, cumplir con lo siguiente, conforme a las disposiciones de las bases correspondientes:


(i) Acreditar que los proyectos de medios de generación renovables no convencionales de que son titulares cuentan con una resolución de calificación ambiental favorable, si correspondiere, conforme a la normativa vigente.


(ii) Acreditar que los proyectos de medios de generación renovables no convencionales de los que son titulares, y que participen en la licitación, tienen un capital suscrito, o bien cuentan con compromisos formales de aporte de capital, igual o superior al 20% del total requerido para construir y poner en operación el proyecto respectivo.


(iii) Acreditar que son propietarios, usufructuarios, arrendatarios, concesionarios o titulares de servidumbres sobre los terrenos en los cuales se ubiquen o construyan el o los medios de generación de energías renovables no convencionales, toda o parte de cuya producción sea ofertada en la licitación; que han solicitado la respectiva concesión, o bien que cuentan con un contrato de promesa relativo a la tenencia, uso, goce o disposición del inmueble que lo habilite para desarrollar el proyecto.


(iv) Entregar una caución por seriedad de la oferta.


(v) Entregar una caución para garantizar la materialización efectiva del proyecto, de acuerdo a las características técnicas de la propuesta presentada.


La adjudicación se efectuará tomando en consideración los volúmenes de energía ofertada y los precios unitarios asociados a ellos, debiendo adjudicarse las ofertas con menores precios.


En el caso que haya ofertas en más de un punto de inyección, la comparación entre los precios ofertados se hará refiriendo todos los precios a un punto particular del sistema. Para ello, se considerarán los precios de energía ofertados corregidos por los factores de penalización de energía del sistema correspondiente, informados en el informe técnico definitivo de precios de nudo más reciente, vigente a la fecha de publicación de las bases de licitación, o el mecanismo que establezca el reglamento.


Con todo, en las bases de licitación correspondientes se establecerá un precio máximo para la energía igual al costo medio de desarrollo de largo plazo de generación de un proyecto de expansión eficiente en el sistema correspondiente, cuyo valor actual neto es igual a cero. Para ello se considerará la información contenida en el informe técnico definitivo de precio de nudo, y que podrá incrementarse en hasta un 10% adicional.


A cualquier proponente le podrá ser adjudicada la totalidad o un monto parcial de el o los bloques de energía que haya ofertado.


El precio de energía que percibirán aquellos adjudicatarios en los procesos de licitación, corresponderá al que cada participante haya indicado en su propuesta, e incluirá tanto el valor de la energía como el del certificado emitido por la Dirección de Peajes correspondiente de la energía proveniente de medios de generación renovables no convencionales. Junto con ofertar un precio para el mes inicial, los proponentes podrán incluir un mecanismo de indexación, el que deberá ajustarse a lo que las bases indiquen.


Para estos efectos, cada Dirección de Peajes realizará una liquidación mensual del balance de energía renovable no convencional inyectada, considerando el promedio mensual de los costos marginales instantáneos en el punto de inyección y el precio licitado. En caso que el balance arroje que el ingreso producto de la energía inyectada, valorizada al costo marginal promedio sea mayor al ingreso por la energía inyectada valorizada al precio licitado, las empresas eléctricas que efectúen retiros del sistema recibirán la diferencia, a prorrata de sus retiros, hasta un valor máximo de 0,4 UTM por MWh, percibiendo el exceso de dicha cifra el respectivo generador renovable no convencional.


Por su parte, en caso que el ingreso por la energía inyectada, valorizada al promedio mensual de los costos marginales, sea inferior al ingreso por la energía inyectada valorizada al precio licitado, las empresas eléctricas que efectúen retiros del sistema deberán pagar la diferencia, a prorrata de sus retiros, hasta un valor máximo de 0,4 UTM por MWh. En caso que la energía mensual efectivamente inyectada por un proponente que se haya adjudicado la licitación, sea mayor o igual al bloque mensual comprometido, el excedente de energía se valorizará a costo marginal instantáneo de cada sistema eléctrico, en concordancia con lo señalado en el inciso primero del artículo 119° de la presente ley. El adjudicatario recibirá un monto igual a la valorización del bloque comprometido de acuerdo a las condiciones ofertadas más un monto correspondiente al excedente de energía, valorizada como se indicó. Al mismo tiempo, el adjudicatario recibirá los certificados de energías renovables no convencionales emitidos por dicha Dirección correspondientes a la inyección del mencionado excedente de energía.


La energía inyectada mensualmente correspondiente a bloques adjudicados y comprometidos en alguna de las licitaciones a las que se refiere este artículo se empleará para el cumplimiento de la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior. Para ello, cada mes se asignará esta energía a todas las empresas que realicen retiros, a prorrata de los montos de energía retirados en el mes por cada una de ellas.


Las valorizaciones de energía mencionadas, así como la determinación de transferencias monetarias, serán realizadas por la Dirección de Peajes que corresponda.”.

NUMERAL 3)


5) Ha suprimido, en el artículo 174 bis que se incorpora, la segunda oración, que comienza con la expresión “Con todo” y termina en el punto final.

AL ARTÍCULO 2°


6) Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 2°.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 1° transitorio de la ley 20.257 por el siguiente:


“Con todo, la obligación aludida en el inciso primero será del 5% para los años 2010 a 2014, aumentándose en el 0,5% anual a partir del año 2015. Este aumento progresivo se aplicará de tal manera que los retiros afectos a la obligación al año 2015 deberán cumplir con el 5,5%, los del año 2016 con el 6% y así sucesivamente, hasta alcanzar el año 2024 el 10% previsto en el artículo 150º bis, para los contratos celebrados con posterioridad al 31 agosto de 2007 y con anterioridad al 1 de julio de 2013. Para los contratos firmados con posterioridad al 1 de julio de 2013, la obligación aludida será del 5% al año 2013, con incrementos del 1% a partir del año 2014 hasta llegar al 12% el año 2020, e incrementos del 1,5% a partir del año 2021 hasta llegar al 18% el año 2024, y un incremento del 2% al año 2025 para llegar al 20% el año 2025. El mecanismo de licitación será aplicable a contar del año 2015. En caso que el reglamento no se encuentre vigente para dicho periodo, la licitación comenzará a regir a contar del año siguiente y así sucesivamente. Para el período en que no hubiese comenzado a regir el mecanismo de licitación, la obligación será íntegramente exigible para las empresas eléctricas que efectúen retiros.”.”.
- - -


Por su parte, la Comisión de Minería y Energía propone adoptar los siguientes acuerdos respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados:

Artículo 1°.-

Numeral 1)

Letra a)

Ordinal ii.-
Enmienda Nº 1


Aprobarla.

Letra b)

Enmienda Nº 2


Aprobarla.

Letra c)

Enmienda Nº 3


Aprobarla.

Numeral 2)

Enmienda N° 4


Aprobarla.

Numeral 3)

Enmienda N° 5


Aprobarla.

Artículo 2°.-

Enmienda N° 6


Aprobarla.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados y otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Orpis, señora Allende, señores Sabag, Prokurica, Walker (don Ignacio), Girardi y Walker (don Patricio) y señora Rincón.

- - -


En su intervención, los Honorables Senadores señores Prokurica, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio) y señora Rincón, expresan que se inhabilitan de votar en este proyecto en virtud de lo establecido en el artículo 8° del Reglamento del Senado.

- - -


Durante su alocución, el Honorable Senador señor Orpis manifiesta la necesidad de efectuar un ajuste formal en el artículo 2º del proyecto.

- - -


Cerrado el debate, se dan por aprobadas las enmiendas Nºs 1, 2, 3 y 5 de la Cámara de Diputados.

- - -


Luego, se someten a votación las enmiendas signadas con los números 4) y 6), que se aprueban por 27 votos a favor y 2 abstenciones. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Rossi.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath.


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Horvath.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense, en el decreto con fuerza de ley     N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, las siguientes modificaciones:


1) En el artículo 150 bis:


a) Reemplázase, en el inciso primero, el guarismo “10%” por “20%”.


b) Agrégase, en el inciso sexto, la siguiente oración final: “Asimismo, las señaladas Direcciones de Peajes llevarán un registro público de todas las transferencias y valores de los certificados de energías renovables no convencionales emitidos por dicha Dirección.”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 150 ter:


“Artículo 150 ter.- Para dar cumplimiento a parte de la obligación establecida en el inciso primero del artículo anterior, el Ministerio de Energía deberá efectuar licitaciones públicas anuales, para la provisión de bloques anuales de energía provenientes de medios de generación de energía renovable no convencional. Para estos efectos, el Ministerio de Energía efectuará hasta dos licitaciones por año en caso que el bloque licitado no sea cubierto en su totalidad.


Cada licitación se realizará para dar cobertura total a aquella parte de la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior, que no sea cubierta con la inyección de energía proveniente de proyectos de energías renovables no convencionales en operación, en construcción o bloques de energía adjudicados, al momento de iniciarse el proceso de licitación, respecto de la cuota exigible al tercer año posterior a ésta, el que será considerado para los efectos de este artículo como el año de inicio. Con todo, el Ministerio de Energía no estará obligado a efectuar las referidas licitaciones cuando la obligación señalada se encuentra cumplida.


Los bloques adjudicados se destinarán a dar cumplimiento, en todo o parte, a la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior, por lo que las empresas eléctricas que efectúen retiros del sistema podrán acreditar su cumplimiento mediante los certificados emitidos producto de la inyección de energía licitada y efectivamente inyectada, a prorrata de sus retiros.


Sin perjuicio de lo señalado, en caso que los bloques adjudicados no cubran en su totalidad lo indicado en las bases de licitación, o bien la licitación se declare desierta, el cumplimiento de la obligación respecto de dicho bloque se postergará para el año siguiente al de inicio.


El bloque de energía a licitar se indicará en las bases de licitación correspondientes, sin que pueda superar la cuota de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales establecida en la ley. Para estos efectos, el Ministerio de Energía solicitará a la Comisión un informe técnico que establezca el bloque de energía renovable no convencional a licitar, y para ello considerará el informe técnico definitivo de precios de nudo vigente al momento de publicación de las bases de licitación correspondientes.


El período de vigencia de las inyecciones de energía licitadas, el bloque de energía anual a licitar y los precios adjudicados regirán por diez años consecutivos, contados desde la fecha de inicio de inyección de energía, conforme lo determinen las bases de licitación correspondientes.


Las bases de licitación serán elaboradas por el Ministerio de Energía. Un reglamento determinará el contenido mínimo de las bases de licitación, el que también establecerá, entre otros, los criterios de evaluación de las ofertas y de selección del o los adjudicatarios, la información que se solicitará a las empresas eléctricas que corresponda y todas las demás materias necesarias para la debida ejecución de este artículo.


Sin perjuicio de lo anterior, las bases de la primera licitación de cada proceso serán publicadas dentro del primer semestre del período correspondiente y, a lo menos, deberán especificar las condiciones de licitación, la información técnica y comercial que deberá entregar cada participante, las garantías, los plazos y las condiciones para postular, la forma en que se deben presentar las ofertas y los mecanismos para caucionar el cumplimiento de sus obligaciones.


Se podrán realizar procesos de licitación separados e independientes para cada sistema eléctrico con capacidad instalada superior a 200 megawatts respecto de los cuales deba cumplirse la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior.


Podrán participar de los procesos de licitación todos aquellos proyectos que, al momento de publicarse las bases, no se encuentren interconectados al sistema eléctrico respectivo.


Los proponentes que presenten ofertas en los respectivos procesos de licitación deberán señalar en su propuesta el compromiso de inyección de energía renovable no convencional que realizarán anualmente, indicando el compromiso de inyección mensual para dar cumplimiento al mencionado compromiso anual.


Adicionalmente, los proponentes deberán, a lo menos, cumplir con lo siguiente, conforme a las disposiciones de las bases correspondientes:


(i) Acreditar que los proyectos de medios de generación renovables no convencionales de que son titulares cuentan con una resolución de calificación ambiental favorable, si correspondiere, conforme a la normativa vigente.


(ii) Acreditar que los proyectos de medios de generación renovables no convencionales de los que son titulares, y que participen en la licitación, tienen un capital suscrito, o bien cuentan con compromisos formales de aporte de capital, igual o superior al 20% del total requerido para construir y poner en operación el proyecto respectivo.


(iii) Acreditar que son propietarios, usufructuarios, arrendatarios, concesionarios o titulares de servidumbres sobre los terrenos en los cuales se ubiquen o construyan el o los medios de generación de energías renovables no convencionales, toda o parte de cuya producción sea ofertada en la licitación; que han solicitado la respectiva concesión, o bien que cuentan con un contrato de promesa relativo a la tenencia, uso, goce o disposición del inmueble que lo habilite para desarrollar el proyecto.


(iv) Entregar una caución por seriedad de la oferta.


(v) Entregar una caución para garantizar la materialización efectiva del proyecto, de acuerdo a las características técnicas de la propuesta presentada.


La adjudicación se efectuará tomando en consideración los volúmenes de energía ofertada y los precios unitarios asociados a ellos, debiendo adjudicarse las ofertas con menores precios.


En el caso que haya ofertas en más de un punto de inyección, la comparación entre los precios ofertados se hará refiriendo todos los precios a un punto particular del sistema. Para ello, se considerarán los precios de energía ofertados corregidos por los factores de penalización de energía del sistema correspondiente, señalados en el informe técnico definitivo de precios de nudo más reciente, vigente a la fecha de publicación de las bases de licitación, o el mecanismo que establezca el reglamento.


Con todo, en las bases de licitación correspondientes se establecerá un precio máximo para la energía igual al costo medio de desarrollo de largo plazo de generación de un proyecto de expansión eficiente en el sistema correspondiente, cuyo valor actual neto es igual a cero. Para ello se considerará lo consignado en el informe técnico definitivo de precio de nudo, y que podrá incrementarse en hasta un 10% adicional.


A cualquier proponente le podrá ser adjudicada la totalidad o un monto parcial del o los bloques de energía que haya ofertado.


El precio de energía que percibirán aquellos adjudicatarios en los procesos de licitación corresponderá al que cada participante haya indicado en su propuesta, e incluirá tanto el valor de la energía como el del certificado emitido por la Dirección de Peajes correspondiente de la energía proveniente de medios de generación renovables no convencionales. Junto con ofertar un precio para el mes inicial, los proponentes podrán incluir un mecanismo de indexación, el que deberá ajustarse a lo que las bases indiquen.


Para estos efectos, cada Dirección de Peajes realizará una liquidación mensual del balance de energía renovable no convencional inyectada, considerando el promedio mensual de los costos marginales instantáneos en el punto de inyección y el precio licitado. En caso que el balance arroje que el ingreso producto de la energía inyectada, valorizada al costo marginal promedio, sea mayor al ingreso por la energía inyectada valorizada al precio licitado, las empresas eléctricas que efectúen retiros del sistema recibirán la diferencia, a prorrata de sus retiros, hasta un valor máximo de 0,4 UTM por MWh, percibiendo el exceso de dicha cifra el respectivo generador renovable no convencional.


Por su parte, en caso que el ingreso por la energía inyectada, valorizada al promedio mensual de los costos marginales, sea inferior al ingreso por la energía inyectada valorizada al precio licitado, las empresas eléctricas que efectúen retiros del sistema deberán pagar la diferencia, a prorrata de sus retiros, hasta un valor máximo de 0,4 UTM por MWh. En caso que la energía mensual efectivamente inyectada por un proponente que se haya adjudicado la licitación sea mayor o igual al bloque mensual comprometido, el excedente de energía se valorizará a costo marginal instantáneo de cada sistema eléctrico, en concordancia con lo señalado en el inciso primero del artículo 119 de la presente ley. El adjudicatario recibirá un monto igual a la valorización del bloque comprometido de acuerdo a las condiciones ofertadas más un monto correspondiente al excedente de energía, valorizada en la forma indicada precedentemente. Al mismo tiempo, el adjudicatario recibirá los certificados de energías renovables no convencionales emitidos por dicha Dirección correspondientes a la inyección del mencionado excedente de energía.


La energía inyectada mensualmente correspondiente a bloques adjudicados y comprometidos en alguna de las licitaciones a las que se refiere este artículo se empleará para el cumplimiento de la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior. Para ello, cada mes se asignará esta energía a todas las empresas que realicen retiros, a prorrata de los montos de energía retirados en el mes por cada una de ellas.


Las valorizaciones de energía mencionadas, así como la determinación de transferencias monetarias, serán realizadas por la Dirección de Peajes que corresponda.”.


3) Agrégase el siguiente artículo 174 bis:


“Artículo 174 bis.- Los planes de expansión de las instalaciones de generación de cada sistema mediano deberán contemplar proyectos de medios de generación renovables no convencionales, los que deberán priorizarse en relación a otras fuentes de energía primaria considerando una expansión eficiente del sistema.”.


Artículo 2°.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, por el siguiente:


“Con todo, la obligación aludida en el inciso primero será del 5% para los años 2010 a 2014, aumentándose en el 0,5% anual a partir del año 2015. Este aumento progresivo se aplicará de tal manera que los retiros afectos a la obligación al año 2015 deberán cumplir con el 5,5%, los del año 2016 con el 6% y así sucesivamente hasta alcanzar el año 2024 el 10%, para los contratos celebrados con posterioridad al 31 agosto de 2007 y con anterioridad al 1 de julio de 2013. Para los contratos firmados con posterioridad al 1 de julio de 2013, la obligación aludida será del 5% al año 2013, con incrementos del 1% a partir del año 2014 hasta llegar al 12% el año 2020, e incrementos del 1,5% a partir del año 2021 hasta llegar al 18% el año 2024, y un incremento del 2% al año 2025 para llegar al 20% el año 2025. El mecanismo de licitación será aplicable a contar del año 2015. En caso que el reglamento no se encuentre vigente para dicho período, la licitación comenzará a regir a contar del año siguiente y así sucesivamente. Para el período en que no hubiese comenzado a regir el mecanismo de licitación, la obligación será íntegramente exigible para las empresas eléctricas que efectúen retiros.”.


Artículo transitorio.- Dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, se dictará un reglamento que establezca las condiciones del procedimiento de licitación que regula el artículo 150 ter de la Ley General de Servicios Eléctricos, y las demás normas necesarias para su implementación eficaz.”.

_________

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la consulta de la Sala sobre admisibilidad del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que renueva la vigencia de la ley N° 19.648, de 1999, sobre acceso a la titularidad de los docentes a contrata en los establecimientos públicos

subvencionados


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.784-04.


Recuerda que en sesión del día 18 de junio del año en curso se dio cuenta en el Senado de la iniciativa recién individualizada, oportunidad en que la Sala determinó que fuera remitida a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que informara acerca de su admisibilidad. 


Destaca que la citada Comisión señala que el proyecto modifica la aludida ley Nº 19.648, que otorga titularidad en el cargo a profesores contratados a plazo fijo por más de tres años. La referida ley, que tuvo origen en una Moción de Diputados, concedió, por única vez, la calidad de titulares de la dotación docente dependiente de un mismo municipio o corporación educacional municipal a los profesionales de la educación parvularia, básica o media que, a la fecha de esta ley (año 1999), se encontraren incorporados a ella en calidad de contratados y que se hubieren desempeñado como tales en la misma durante, a lo menos, tres años continuos o cuatro años discontinuos, por un mínimo de veinte horas cronológicas de trabajo semanal. El proyecto en estudio sustituye en la referida normativa la expresión “a la fecha de esta ley” por “al 30 de abril de 2013”.


Como consecuencia de lo anterior, y si se aprobara la iniciativa, los docentes que al 30 de abril del presente año tuvieran la calidad de profesores contratados por un municipio o corporación municipal y reúnan los otros requisitos que señala la ley N° 19.648, podrán acceder a la calidad de profesores titulares de la dotación de las entidades municipales en las que actualmente se desempeñan. 


La Comisión deja constancia de haber recibido dos informes en derecho, elaborados por los abogados y profesores de derecho constitucional, señora María Pía Silva y señor Víctor Manuel Avilés, y de que asistió, especialmente invitado, el abogado y profesor de derecho constitucional, señor Patricio Zapata. 


Finalmente, señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Fernández, y Larraín Peña, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, absuelve la consulta formulada en el sentido de que el proyecto de ley es inadmisible, pues mientras no se apruebe la ley que, de acuerdo al inciso segundo del artículo 121 de la Constitución Política de la República, regulará las atribuciones de los municipios para crear empleos municipales y fijar sus remuneraciones, corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para proponer proyectos de ley que impliquen la creación de cargos públicos o la concesión de beneficios a dicho personal. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio) y Letelier.


Cerrado el debate y puesto en votación el informe de la citada Comisión, es rechazado por 27 votos en contra, 4 a favor y 3 pareos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Frei, García, Girardi, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señor Rossi, señora Alvear, señores Escalona, Quintana, Chahuán, Navarro, Tuma y Lagos, señora Allende y señor García.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Fernández, Novoa y Orpis.


Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor Larraín Fernández.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel y Letelier.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.
- - -

Interviene, también, el Honorable Senador señor Chahuán, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 114 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Finalmente, el señor Presidente señala que, en consecuencia, el proyecto iniciará su tramitación normal en la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado.


Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.

_________

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 52ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 4 DE SEPTIEMBRE DE 2013



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, en representación del Banco Central de Chile, su Presidente, señor Rodrigo Vergara; el Vicepresidente, señor Manuel Marfán, y los Consejeros señores Enrique Marshall, Sebastián Claro y Joaquín Vial. Asisten, también, el Gerente de la División de Estudios, señor Luis Óscar Herrera; el Gerente Asesor de Comunicaciones, señor Luis Álvarez; la encargada de Protocolo, señora Paola Peretta, y el asistente informático, señor Fernando Coulon.



Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.

_________



Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Prokurica solicita recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín N° 9.022-08).


La Sala acuerda establecer un término hasta las 12:00 horas de hoy, para ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.

- - -


En su oportunidad, el señor Presidente saluda a los miembros del Club del Adulto Mayor “La Alegría de Vivir” de la Florida, de Santiago, que se encuentran en las tribunas.
- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Presentación del Consejo del Banco Central de Chile respecto de la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso, como asimismo del informe de las proposiciones para el año calendario siguiente, según lo dispuesto en el artículo 80 de la ley Nº 18.840, Orgánica 

Constitucional del Banco Central de Chile



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso de los funcionarios que acompañan a los señores Consejeros del Banco Central. Se accede.



Luego, concede el uso de la palabra al señor Presidente del Banco Central de Chile, don Rodrigo Vergara, quien realiza la mencionada presentación y entrega el Informe de Política Monetaria (IPOM) 2013.



A continuación, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Novoa, García, Zaldívar, Navarro, Kuschel, Escalona, Tuma y Orpis.



Por último, concede el uso de la palabra al señor Presidente del Banco Central de Chile, quien responde diversas consultas formuladas por los Honorables Senadores.


Finalmente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día y habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE REGULA LA VENTA Y ARRIENDO DE VIDEOJUEGOS EXCESIVAMENTE VIOLENTOS A MENORES DE 18 AÑOS Y EXIGE CONTROL PARENTAL A CONSOLAS 
(5579-03)

Oficio Nº 10.920

VALPARAÍSO, 10 de septiembre de 2013.
La Cámara de Diputados, en sesión del día de ayer, ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas, correspondiente al boletín Nº 5579-03, con excepción de la recaída en el artículo único del proyecto (artículo 1° de ese H. Senado), propuesta para reemplazar el artículo 49 bis que se incorpora en la ley N° 19.496, que ha desechado.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión  Mixta que debe formarse:

-don Gonzalo Arenas Hödar

-doña  Mónica Zalaquett Said

-don Fuad Chahín Valenzuela

-don Joaquín Tuma Zedán 

-don José Manuel Edwards Silva

Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 572/SEC/13, de 30 de julio de 2013.
Devuelvo los antecedentes respectivos.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
2
PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE PERFECCIONA EL  ROL FISCALIZADOR DEL CONCEJO; FORTALECE LA TRANSPARENCIA Y PROBIDAD EN LAS MUNICIPALIDADES; CREA CARGOS Y MODIFICA NORMAS SOBRE PERSONAL Y FINANZAS MUNICIPALES 
(8210-06)

Oficio Nº 10.922
VALPARAÍSO, 10 de septiembre de 2013.
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley  que perfecciona el rol fiscalizador del concejo, fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades, crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales, correspondiente al boletín N° 8210-06, del tenor siguiente:
PROYECTO DE LEY
“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:

1) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:

“Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la organización interna de las municipalidades deberá considerar, a lo menos, las siguientes unidades: Secretaría Municipal, Secretaría Comunal de Planificación, Unidad de Desarrollo Comunitario, Unidad de Administración y Finanzas y Unidad de Control.
Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, en aquellas municipalidades cuyas plantas funcionarias no consideren en el escalafón directivo los cargos señalados en el inciso precedente, el alcalde estará facultado para crearlos, debiendo, al efecto, sujetarse a las normas sobre selección directiva que la ley dispone.

Dichos cargos tendrán dos grados inmediatamente inferiores a aquel que le corresponde al alcalde en la municipalidad respectiva, y aquellos señalados en el artículo 47 mantendrán la calidad de exclusiva confianza.

En aquellas comunas que tengan más de cien mil habitantes deberán considerarse, también, las unidades encargadas de cada una de las demás funciones genéricas señaladas en el artículo precedente.”.

2) Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente: 

“Artículo 17.- Las municipalidades de comunas con menos de cien mil habitantes podrán refundir, en una sola unidad, dos o más funciones genéricas, cuando las necesidades y características de la comuna respectiva así lo requieran. Esta facultad no podrá ejercerse respecto de las unidades mínimas señaladas en el artículo anterior.”.

3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 29:

a) Reemplázase, en la letra c) del inciso primero, el punto y coma que sigue a la palabra “disponible”, por un punto seguido, y agrégase la siguiente oración: “Dicha representación deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que la unidad de control haya tomado conocimiento de los actos. Si el alcalde no tomare medidas administrativas con el objeto de enmendar el acto representado, la unidad de control deberá remitir dicha información a la Contraloría General de la República;”.

b) Sustitúyese, en el literal d) del inciso primero, la última coma y la conjunción “y” que le sigue, por un punto y coma.

c) Reemplázase, en la letra e) del inciso primero, el punto final por la conjunción “y” precedida de un punto y coma.

d) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente literal f): 

“f) Realizar, con la periodicidad que determine el reglamento señalado en el artículo 92, una presentación en sesión de comisión del concejo, destinada a que sus miembros puedan formular consultas referidas al cumplimiento de las funciones que le competen.”.

4) Incorpóranse, en el artículo 51, los siguientes incisos segundo y tercero: 

“Si en el ejercicio de tales facultades la Contraloría General de la República determina la existencia de actos u omisiones de carácter ilegal instruirá el correspondiente procedimiento disciplinario, según lo dispuesto en el artículo 133 bis y siguientes de la ley Nº 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.

Si como consecuencia de la investigación practicada, la que deberá respetar las reglas del debido proceso, dicho órgano considerase que se encuentra acreditada la responsabilidad administrativa del alcalde, deberá remitir los antecedentes al concejo municipal, para efectos de lo dispuesto en la letra c) del artículo 60.”.

5) Intercálase, a continuación del artículo 51, el siguiente artículo 51 bis:

“Artículo 51 bis.- El plazo para hacer efectiva la responsabilidad de los alcaldes y concejales, por acciones u omisiones que afecten la probidad administrativa o que impliquen un notable abandono de deberes, se contará desde la fecha de la correspondiente acción u omisión.

Con todo, podrá incoarse dicho procedimiento, dentro de los seis meses posteriores al término de su período edilicio, en contra del alcalde o concejal que ya hubiere cesado en su cargo, para el solo efecto de aplicar la causal de inhabilidad dispuesta en el inciso octavo del artículo 60 y en el inciso segundo del artículo 77.”.

6) Incorpórase, en el artículo 55, el siguiente inciso segundo: 

“Serán también puestos en conocimiento del concejo, con la periodicidad que determine el reglamento establecido en el artículo 92, la nómina de todas aquellas solicitudes de información pública recibidas, así como las respectivas respuestas entregadas por la municipalidad, que se realicen en el marco de lo dispuesto por la ley Nº 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.”.

7) Intercálase, en el artículo 58, el siguiente inciso segundo: 

“El alcalde que sea reelegido será responsable por las acciones y omisiones imputables del periodo alcaldicio inmediatamente precedente, que afecten la probidad administrativa o impliquen un notable abandono de deberes, sin perjuicio de que se aplique, a su respecto, lo previsto en el artículo 51 bis.”.

8) Introdúcense, en el artículo 60, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, pasando el actual inciso quinto a ser octavo:

“La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los concejales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado. 
Con todo, si del mérito del proceso no aparecieren acreditados hechos constitutivos de remoción, pero dicho órgano considerase que se encuentra acreditada la responsabilidad administrativa del alcalde, previa audiencia del afectado y respetando las reglas del debido proceso, podrá determinar la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en las letras a), b) y c) del artículo 120 de la ley Nº 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. El procedimiento que se aplicará en dichos casos será aquel dispuesto en los artículos 19 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales.

El tribunal electoral regional competente adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.

El mismo procedimiento descrito en los incisos anteriores se utilizará cuando el Tribunal Electoral Regional estime que uno o más concejales han incurrido en una contravención grave de las normas sobre probidad administrativa o en notable abandono de deberes, lo cual se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 77 de esta ley.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final: 

“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 51, se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el alcalde o concejal transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución y las demás normas que regulan el funcionamiento municipal; así como en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio de la municipalidad y afecte gravemente la actividad municipal destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local. Se entenderá, asimismo, que se configura un notable abandono de deberes cuando el alcalde, en forma reiterada, no pague íntegra y oportunamente las cotizaciones previsionales correspondientes a sus funcionarios o a trabajadores de los servicios traspasados en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1979, del Ministerio del Interior, y de aquellos servicios incorporados a la gestión municipal. El alcalde siempre deberá velar por el cabal y oportuno pago de las cotizaciones previsionales de los funcionarios y trabajadores señalados precedentemente, y trimestralmente deberá rendir cuenta al concejo municipal del estado en que se encuentra el cumplimiento de dicha obligación.”.

9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:

a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial de la municipalidad y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del concejo la ejercerá el concejal presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección municipal respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 107. El concejal que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente a la municipalidad.”.

b) Intercálase, en el inciso quinto, entre la preposición “en” y la palabra “sesión”, la expresión “una única”.

c) Reemplázase, en el mismo inciso quinto, el vocablo “doce” por “diez”.

d) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo: 

“En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones que esta.

Si la segunda sesión nuevamente no pudiere realizarse, en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria, destinada a elegir alcalde, se celebrará con el o los concejales que asistan y resultará elegido alcalde aquel concejal que obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado alcalde aquel de los concejales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección municipal respectiva. 

Si la tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como alcalde aquel concejal en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección municipal correspondiente.”.

10) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 65, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “No obstante lo expresado precedentemente, los concejales podrán someter a consideración del concejo las materias señaladas anteriormente, siempre que éstas no incidan en la administración financiera del municipio.”.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 67:

a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Deberán ser invitados también a esta sesión del concejo, las principales organizaciones comunitarias y otras relevantes de la comuna; las autoridades locales, regionales, y los parlamentarios que representen al distrito y la circunscripción a que pertenezca la comuna respectiva.”.

b) Agrégase, en la letra d), entre la palabra “resumen” y la preposición “de”, la frase “de las auditorías, sumarios y juicios en que la municipalidad sea parte, las resoluciones que respecto del municipio haya dictado el Consejo Para la Transparencia, y”.

c) Reemplázase, en la letra f), la conjunción “y” y la coma  que la antecede, por un punto y coma.

d) Intercálase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual a ser letra h): 

“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de educación y salud, cuando estos sean de administración municipal, tales como el número de colegios y alumnos matriculados; de los resultados obtenidos por los alumnos en las evaluaciones oficiales que se efectúen por el Ministerio de Educación; de la situación previsional del personal vinculado a las áreas de educación y salud; del grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal; y”. 

e) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser quinto: 

“Asimismo, el alcalde deberá hacer entrega, al término de su mandato, de un Acta de Traspaso de Gestión, la que deberá consignar la información consolidada de su periodo alcaldicio, respecto de los contenidos indicados en el inciso segundo del presente artículo, así como de los contratos y concesiones vigentes. Dicha Acta deberá ser suscrita por el secretario municipal y el jefe de la unidad de control. Sin embargo, podrán no suscribirla si no estuviesen de acuerdo con sus contenidos, debiendo comunicar ello al alcalde que termina su mandato. El Acta de Traspaso de Gestión se entregará tanto al alcalde que asume como a los nuevos concejales que se integrarán, a contar de la sesión de instalación del concejo.”.

12) Sustitúyese la letra b) del artículo 73 por la siguiente: 

“b) Haber aprobado la enseñanza media o su equivalente;”.
13) Reemplázase el literal b) del artículo 74 por el siguiente: 

“b) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, así como los del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, y los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública; y”.

14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 75:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 75.- Los cargos de concejales serán incompatibles con los de miembro de los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, así como con las funciones públicas señaladas en las letras a) y b) del artículo anterior. También lo serán con todo empleo, función o comisión que se desempeñe en la misma municipalidad y en las corporaciones o fundaciones en que ella participe.”.

b) Reemplázanse, en el literal a) del inciso segundo, el signo de puntuación coma y la conjunción “y” que siguen al guarismo “74”, por un punto y coma.

c) Reemplázase, en el literal b) del inciso segundo, el punto aparte por un punto y coma, seguido de la conjunción “y”.

d) Intercálase la siguiente letra c): 

“c) Los que tengan, respecto del alcalde de la misma municipalidad, la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad inclusive.”.

15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 76:

a) Reemplázase, en la letra c), el vocablo “cincuenta” por “veinticinco”.

b) Intercálase, en el literal f), a continuación de la palabra “administrativa”, precedida de una coma, la frase “en notable abandono de deberes”.

16) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 77:

a) Intercálase, a continuación de la palabra “requerimiento”, la expresión “, según corresponda, del alcalde o”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo: 

“Al concejal que fuere removido de su cargo, por la causal prevista en la letra f) del artículo precedente, le será aplicable la inhabilidad establecida en el artículo 60.”.

17) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 79:

a) Agrégase, en la letra b), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Los concejales presentes en la votación respectiva deberán expresar su voluntad, favorable o adversa, respecto de las materias sometidas a aprobación del concejo, a menos que les asista algún motivo o causa para inhabilitarse o abstenerse de emitir su voto, debiendo dejarse constancia de ello en el acta respectiva;”.

b) Agrégase, en la letra l), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En el ejercicio de su función fiscalizadora, el concejo, con el acuerdo de, al menos, un tercio de sus miembros, podrá citar a cualquier director municipal para que asista a sesiones del concejo con el objeto de formularle preguntas y requerir información en relación con materias propias de su dirección. El reglamento de funcionamiento del concejo establecerá el procedimiento y demás normas necesarias para regular estas citaciones;”.

18) Agrégase, en el inciso tercero del artículo 80, la oración final siguiente:

“No obstante lo anteriormente señalado, el concejo podrá disponer de la contratación de una auditoría externa que evalúe el estado de situación financiera del municipio, cada vez que se inicie un periodo alcaldicio. Aquella deberá acordarse dentro de los ciento veinte días siguientes a la instalación del concejo, a que se refiere el inciso primero del artículo 83, y el alcalde requerirá, también, el acuerdo del concejo para adjudicar dicha auditoría.”.

19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 86:

a) Reemplázase en su inciso tercero las palabras “al alcalde” por la expresión “a quien presida la sesión”.

b) Agrégase el siguiente nuevo inciso final: 

“Los alcaldes no serán considerados para el cálculo del quórum exigido para que el concejo pueda sesionar, pero sí en aquel requerido para adoptar acuerdos.”.

20) Sustitúyese el inciso primero del artículo 90 por el siguiente: 

“Artículo 90.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de concejal deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales hasta por ocho horas semanales, no acumulables, con el objeto de asistir a todas las sesiones del concejo y de las comisiones de trabajo que éste constituya. Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación de la municipalidad, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario municipal.”.

21) Incorpórase, a continuación del artículo 92, el siguiente artículo 92 bis:

“Artículo 92 bis.- Cada municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, deberá dotar al concejo municipal y a los concejales de los medios de apoyo, útiles y apropiados, para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de concejales de la municipalidad. 

Para ello, durante la primera sesión ordinaria, el alcalde someterá a la aprobación del concejo los medios a usar durante el período respectivo, debiendo este acuerdo formar parte del reglamento interno a que hace alusión el artículo 92, y ser publicado en la página web de la municipalidad, en concordancia con lo establecido en los artículos 2° y 7° de la ley N°20.285, sobre Acceso a la Información Pública.”.

22) Reemplázase, en el inciso noveno del artículo 94, la palabra “marzo” por “mayo”.

23) Introdúcense, en el inciso tercero del artículo 107, las siguientes modificaciones: 

a) Intercálase, a continuación de la coma que sigue a la expresión “señalado”, la siguiente frase: “el alcalde conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones del concejo con derecho a voz y voto. Sin embargo,”. 

b) Introdúcese, a continuación de la expresión “dicho cargo”, la frase “o postulando al cargo de alcalde”.

Artículo 2º.- Reemplázase, en el inciso final del artículo 118 de la ley N°18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, la expresión “al artículo 76, letra b)”, por “al artículo 60”.

Artículo 3º.- Incorpórase, en el decreto ley Nº3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, a continuación del artículo 60, el siguiente artículo 60 bis:

“Artículo 60 bis.- Con el objeto de asegurar el oportuno pago de las cotizaciones previsionales, la Superintendencia de Pensiones deberá informar, trimestralmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo respecto de las cotizaciones previsionales impagas que las municipalidades y corporaciones municipales mantengan respecto de los funcionarios municipales y trabajadores de los servicios de las áreas de educación y salud, traspasados a ellas en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.

Sobre la base de la información remitida por la Superintendencia de Pensiones, y cuando se observaren retrasos por parte de las municipalidades en el pago de cotizaciones previsionales, dicha Subsecretaría solicitará al Servicio de Tesorerías que se abstenga de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la municipalidad respectiva no cumpla con la obligación señalada. El Servicio de Tesorerías, previo a resolver, notificará al municipio respectivo, el que tendrá quince días para presentar sus descargos.”.

Artículo 4°.- Créase el Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales, dependiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que será administrado por el Directorio del programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de esa subsecretaría, destinado a financiar acciones para la formación de los funcionarios municipales en competencias específicas, habilidades y aptitudes que requieran para el desempeño y ejercicio de un determinado cargo municipal. 

El Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.

Con cargo a este fondo se financiarán becas para cursar estudios conducentes a la obtención de un título profesional, técnico, diplomado o postítulo, cuyos contenidos estén directamente relacionados con materias afines a la gestión y funciones propias de las municipalidades. 

La determinación de las acciones formativas mediante las becas referidas, se desarrollará a través de una convocatoria que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo realizará a las universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, que ejecuten dichas acciones, para que presenten los respectivos programas, los que serán evaluados y seleccionados por dicha subsecretaría, conforme a los criterios especificados en la convocatoria respectiva.

Artículo 5°.- Los beneficios que se otorguen a cada becario, conforme lo señalado en el artículo anterior, consistirán en un monto equivalente al costo total o parcial de arancel y matrícula del programa de formación correspondiente y una asignación mensual de manutención, por un máximo de trece unidades tributarias mensuales, por el período correspondiente a la beca, con un máximo de dos años.

Cualquier gasto que exceda los montos de los beneficios señalados en la convocatoria respectiva o que diga relación a conceptos distintos de los señalados precedentemente, serán de cargo del beneficiario.

Artículo 6°.- Los requisitos mínimos de postulación para ser beneficiario de lo dispuesto en los artículos 4° y 5° serán:

a) Ser funcionario de planta o contrata, con al menos cinco años de antigüedad en la municipalidad inmediatamente anteriores al momento de la postulación.

b) No haber sido sancionado con medida disciplinaria, en los últimos cuatro años, o estar sometido, al momento de la postulación, a sumario administrativo o investigación sumaria, en calidad de inculpado.

c) No encontrarse, al momento de la postulación, formalizado en un proceso penal.

d) No mantener, a la fecha de la postulación, deudas con la municipalidad o con instituciones públicas derivadas del otorgamiento de becas.

Artículo 7°.- La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para exigir a los beneficiarios la restitución de la totalidad de los beneficios económicos entregados respecto de quienes sean eliminados, suspendan o abandonen sus estudios sin causa justificada y calificada por dicha subsecretaría. La restitución referida se exigirá también en el caso de quienes no cumplan con las obligaciones inherentes a su condición de beneficiario establecidas en el reglamento correspondiente o hayan alterado sus antecedentes o informes. Asimismo, estos beneficiarios no podrán postular o participar en nuevas convocatorias que otorguen beneficios de formación establecidos en el reglamento. 

El becario tendrá como obligación aprobar, en tiempo y forma, el programa de formación del que participe, sin perjuicio de quedar liberado de esta obligación en caso de fuerza mayor o caso fortuito o cualquiera otra circunstancia calificada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo como justificación suficiente.

Una vez seleccionado el beneficiario, deberá suscribir con la municipalidad y con dicha subsecretaría un convenio, ante notario público, en el que se establecerán, al menos, las siguientes menciones: beneficios que corresponden al becario; compromisos y obligaciones de este; plazo de vigencia del convenio; duración del programa de estudios; la obligación del becario de permanecer prestando sus servicios en su municipalidad de origen una vez finalizados sus estudios, al menos, por idéntico tiempo al de la duración del programa de estudio, y la obligación del becario de restituir todos los gastos en que se hubiere incurrido, con ocasión de la beca, en el caso de que perdiere la calidad de alumno regular. 

Al momento de suscribir el convenio, el becario deberá presentar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo una póliza de seguro de responsabilidad personal, de conformidad con las normas dispuestas por la ley Nº10.336, con el objeto de garantizar las obligaciones señaladas en el inciso precedente.

El otorgamiento del beneficio que establecen los artículos anteriores será incompatible con cualquiera otra beca con financiamiento del sector público.

Artículo 8°.- Un reglamento expedido por medio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará las condiciones de financiamiento, las áreas de estudio financiables, las acciones que se beneficiarán de estos recursos, los tipos de beneficios, la forma de administrar el fondo, las condiciones especiales de la caución a que se obliga el beneficiario y las demás materias que hagan operativo dicho fondo concursable.

Artículo 9°.- Las municipalidades elaborarán un plan anual, que deberá presentarse al concejo junto con el presupuesto municipal, en el que se definirán, entre otros aspectos, las áreas prioritarias de estudio financiables por esta vía, los criterios de selección de los postulantes y las condiciones que permitan el acceso igualitario de sus funcionarios a este beneficio.

Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 38 de la ley Nº19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “económico y social comunal” por “comunal de organizaciones de la sociedad civil”.

b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 

“Las modificaciones de los límites de las unidades vecinales se podrán realizar cuando se sancione o modifique el plan comunal de desarrollo, según lo dispuesto en el artículo 7º de la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, y requerirán del acuerdo de la mayoría absoluta de los miembros del concejo.”.

c) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “públicos” la frase “, así como en el sitio electrónico institucional de la municipalidad”. 

d) Incorpórase el siguiente nuevo inciso cuarto, pasando el actual a ser quinto: 

“Asimismo, y dentro del mismo plazo señalado, deberá informarse a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y al Ministerio de Desarrollo Social respecto de las modificaciones que a ellos se hagan, a través de los medios de registro y en los formatos que estos dispongan para dichos efectos.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Lo dispuesto en el numeral 12) del artículo 1º de la presente ley regirá a contar de las elecciones municipales que se verificarán en el año 2020.

Artículo segundo.- Las modificaciones introducidas por la presente ley al artículo 74 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, en lo referido a requisitos de elegibilidad de alcaldes y concejales, tendrán vigencia a contar de la fecha en que deban declararse las candidaturas correspondientes a las elecciones municipales del año 2016, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 107 y siguientes de dicha ley. 

A su vez, las modificaciones introducidas por la presente ley en el artículo 75 de la ley Nº18.695, en lo referido a incompatibilidades para desempeñar el cargo de concejal, entrarán a regir el 6 de diciembre de 2016.”.

Artículo tercero.- La causal de cesación contemplada en la parte final del último inciso del artículo 60 de la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, referida al no pago íntegro y oportuno de cotizaciones previsionales, se aplicará sólo por hechos sucedidos con posterioridad a la publicación de esta ley.”.

***

Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos 1° y 9° permanentes y primero y tercero transitorios del proyecto de ley, fueron aprobados en general con el voto favorable de 87 diputados.

En particular, las disposiciones que a continuación se indican, se aprobaron con la votación que en cada caso se señala:

- la letra d) del N° 3 del artículo 1°, con el voto de 91 diputados.

- el inciso cuarto del artículo 60, propuesto en la letra a) del N° 8 del artículo 1°, con el voto de 89 diputados. 

- los incisos quinto, sexto y séptimo del artículo 60, propuestos en la letra a) del N° 8 del artículo 1°, con el voto de 87 diputados. 

- la letra b) del N° 8 del artículo 1°, con la frase que reza “y de aquellos servicios incorporados a la gestión municipal”, con el voto de 88 diputados. 

- las expresiones “de los funcionarios y trabajadores señalados precedentemente, y trimestralmente deberá rendir cuenta al concejo municipal del estado en que se encuentra el cumplimiento de dicha obligación”, contenidas en la letra b) del N° 8 del artículo 1°, con el voto de 94 diputados.

- El N° 21 del artículo 1°, con el voto de 90 diputados.

- las demás disposiciones del artículo 1°, con el voto de 89 diputados.

- el artículo 9°, con el voto de 92 diputados.

- el artículo primero transitorio, con el voto de 94 diputados.

- el artículo tercero transitorio, con el voto de 88 diputados.

En todos los casos anteriores de un total de 119 diputados en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL LÍMITE INTERCOMUNAL ENTRE VICUÑA Y PAIGUANO, EN LA REGIÓN DE COQUIMBO 
(8764-06)


Oficio Nº 10.917


VALPARAÍSO, 9 de septiembre de 2013

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica el límite intercomunal entre Vicuña y Paihuano, en la región de Coquimbo, correspondiente al boletín N° 8764-06.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase el límite existente entre las comunas de Vicuña y Paihuano, fijado para ellas en el artículo 4°, literal A, números 5 y 6, del decreto con fuerza de ley N° 3-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, incorporándose a la comuna de Paihuano el sector de la comuna de Vicuña ubicado al sur y al oriente del siguiente límite:

La línea de cumbres que limita por el norte la hoya de la quebrada Paiguano y el río Claro o Derecho, desde la línea de cumbres que limita por el poniente la hoya del río Turbio hasta el origen de la quebrada La Zorra, pasando por el cordón Punta Blanca y la cota 1662; la quebrada La Zorra, desde su origen hasta el lindero oriente del predio rol 1038-13; el lindero oriente y sur del predio rol 1038-13, desde su intersección por la quebrada La Zorra hasta el lindero sur del predio rol 1038-15; el lindero sur y oriente del predio rol 1038-15, y su prolongación, desde el lindero sur del predio rol 1038-13 hasta el antiguo camino Variante Rivadavia – Tres Cruces; el antiguo camino Variante Rivadavia – Tres Cruces, desde su intersección por la prolongación del lindero oriente del predio rol 1038-15 hasta su intersección por la prolongación del lindero poniente del predio rol 30-17; la línea recta, desde la intersección de la prolongación del lindero poniente del predio rol 30-17 al camino antiguo Variante Rivadavia - Tres Cruces hasta la cota 1535, en la línea de cumbres que limita por el poniente la hoya del río Claro o Derecho; y la línea de cumbres que limita por el poniente la hoya del río Claro o Derecho, desde la cota 1535 hasta la línea de cumbres que limita por el sur la hoya del río Elqui, pasando por los cerros La Campana y El Molle.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Los efectos de la modificación de límites establecida en el artículo precedente, que incidan en el cálculo de los indicadores de distribución del Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, regirán a contar del año siguiente al de publicación de la presente ley.
Artículo segundo.- Los organismos públicos deberán adoptar todas las medidas necesarias para actualizar la información atingente a sus funciones que pueda ser afectada por las modificaciones de límites dispuestas en virtud de este cuerpo legal.

Artículo tercero.- Las causas judiciales, de cualquier naturaleza, que se encuentren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley, y que se sigan ante tribunales cuyos territorios jurisdiccionales comprendan el límite intercomunal modificado por ella, continuarán tramitándose ante aquellos hasta su total conclusión, en lo que correspondiere.

Artículo cuarto.- Las municipalidades contempladas en la presente ley que, a la fecha de su publicación, sean propietarias de bienes inmuebles situados en territorios que, en virtud de las disposiciones de ella, han dejado de formar parte de su respectiva comuna, los transferirán en dominio, a título gratuito, a la municipalidad dentro de cuyos nuevos límites comunales queden comprendidos dichos inmuebles, quedando autorizadas para efectuar estas transferencias por el solo ministerio de la ley.

En virtud de lo anterior, los conservadores de bienes raíces respectivos procederán a inscribir los inmuebles que se transfieran a nombre de la municipalidad que sea nueva propietaria, con motivo de requerimiento escrito presentado por el alcalde de la comuna adquirente.

En caso que alguno de los inmuebles a que se refiere el inciso primero de este artículo, como consecuencia de las disposiciones de la presente ley, quedare situado en dos comunas, se transferirá el dominio sólo de la parte correspondiente, subdividiéndose el predio por el solo ministerio de la ley.

Lo señalado en los incisos precedentes podrá aplicarse a los bienes muebles que guarnecen dichos inmuebles y los demás que convengan los respectivos alcaldes.

Las transferencias de bienes indicadas en el presente artículo estarán exentas de impuesto y de los derechos que procedan por tales inscripciones.

Artículo quinto.- Las personas naturales o jurídicas que, a la fecha de publicación de la presente ley, sean propietarias de bienes inmuebles situados en territorios que en virtud de sus disposiciones han dejado de estar situados, en todo o en parte, en algunas de las comunas señaladas, podrán, dentro del año siguiente a la fecha indicada, efectuar las modificaciones de inscripción de los títulos en el registro del conservador correspondiente, gozando de los beneficios descritos en el inciso final del artículo precedente.
Artículo sexto.- Los créditos y obligaciones contraídos por las municipalidades contempladas en la presente ley con anterioridad a la publicación de ésta, que correspondan o incidan en territorios que dejan de pertenecer a sus respectivas comunas, en virtud de las disposiciones del presente cuerpo normativo, serán administrados por la municipalidad que incorpora dichos territorios dentro de sus nuevos límites comunales, con cargo al presupuesto de ésta, a contar del año siguiente al de publicación de esta ley.
Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación de la presente ley, mediante decreto con fuerza de ley, expedido por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, traspase, entre las municipalidades indicadas en ésta, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, a funcionarios de las plantas respectivas que, a la fecha señalada, se desempeñen en dependencias municipales ubicadas físicamente en territorios que han pasado a formar parte de otra de las comunas señaladas.

Los cargos que quedaren vacantes se suprimirán, de pleno derecho, en la planta de personal de la municipalidad respectiva. Del mismo modo, la dotación máxima de ésta disminuirá en el número de cargos traspasados.

Los traspasos de personal que se dispongan de conformidad con este artículo no serán considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

La aplicación de esta norma no significará disminución de remuneraciones ni modificaciones de los derechos estatutarios y previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquiera diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Lo señalado precedentemente se aplicará también a las personas que se desempeñan en dichas dependencias y que se rijan por lo dispuesto en la ley N° 19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, o en la ley N° 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, en lo que correspondiere.

Artículo octavo.- Para efectos de actualizar el Registro Electoral, el Servicio Electoral procederá a realizar las modificaciones que correspondiere de aquellos domicilios electorales cuyas comunas cambian en virtud de las disposiciones de la presente ley.

Artículo noveno.- Las personas naturales o jurídicas que, a la fecha de publicación de la ley N° 20.578, que modifica los límites intercomunales en la Región de Coquimbo y en la Región de Los Lagos, hayan sido propietarias de bienes inmuebles situados en territorios que, en virtud de disposiciones de aquella hayan dejado de estar situados, en todo o en parte, en algunas de las comunas señaladas en su articulado, podrán, dentro del año siguiente al de publicación de la presente ley, efectuar las modificaciones de inscripción de los títulos en el registro del conservador correspondiente, estando exentas dichas inscripciones de los derechos que procedan.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo único permanente del proyecto de ley, así como sus artículos sexto y octavo transitorios, fueron aprobados en general con el voto favorable de 94 diputados, de un total de 119 en ejercicio.
En particular, en tanto, el artículo único permanente del proyecto de ley fue aprobado por 93 votos afirmativos, mientras que sus artículos sexto y octavo transitorios lo fueron por 95 votos a favor, siempre de un total de 119 diputados en ejercicio.

De esta manera, se dio cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE EL DÍA NACIONAL DEL ADULTO MAYOR 
(7970-24)


Oficio Nº 10.923


VALPARAÍSO, 11 de septiembre de 2013

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que establece el Día Nacional del Adulto Mayor, correspondiente al boletín N° 7970-24, del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Establécese el 1 de octubre de cada año como Día Nacional del Adulto Mayor. En ese día se programarán diversas actividades en todo el país para celebrar y realzar los principios y derechos de los adultos mayores.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY DE TRANSPARENCIA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA Y DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO 
(7686-07)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Diputados señora Andrea Molina y señores Jorge Burgos, Alberto Cardemil, Marcelo Díaz, Edmundo Eluchans y Felipe Harboe, con urgencia calificada de “suma”.

A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros, el Honorable Diputado señor Jorge Burgos; el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet; el Contralor General de la República, señor Ramiro Mendoza; el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado; de esa Secretaría de Estado, los asesores señora Ana María Muñoz y señor Sebastián Soto; de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Camilo Vial; de la Contraloría General de la República, el Contralor Regional, señor Ricardo Provoste, el Jefe de la División de Infraestructura y Regulación, señor Osvaldo Vargas, la abogado del Comité de Finanzas División Jurídica, señora Paola Reyes, el abogado de la Unidad Jurídica de Valparaíso, señor Luis Prieto y el periodista del Departamento de Comunicaciones, señor José Miguel De la Fuente; el Presidente del Consejo para la Transparencia, señor Jorge Jaraquemada y la abogada de esa institución, señora Paula Recabarren.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Modificar la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, con el propósito de rectificar algunas de sus normas, tras dos años de vigencia, y reforzar la institucionalidad del Consejo para la Transparencia.
- - -

II. CUESTIÓN PREVIA
II.1. Normas de quórum especial

Prevenimos que este proyecto de ley, de aprobarse, debe serlo con rango de ley orgánica constitucional respecto de su artículo 1°, numerales 1, 3, 4, 5, 9, 21, 22, 23, 24 y 25 y los artículos 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8° y 9°; y como ley de quórum calificado, los numerales 4, letra d), 12 y 13 del artículo 1°. El resto de sus disposiciones tienen rango de ley común.

II.2. Informe de la Excma. Corte Suprema


Con fecha de 26 de marzo de 2013, y de conformidad con el artículo 77 de la Constitución Política, la Excma. Corte Suprema, atendiendo a una petición de la Honorable Cámara de Diputados, emitió su opinión acerca de este proyecto de ley.


Impuesta esta Comisión del informe de la Excma. Corte, acordó remitirlo al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el ruego de que comentara su contenido. Mediante informe de 26 de agosto pasado, el señor Ministro dio respuesta a dicha solicitud. Ambos documentos fueron analizados en el debate que suscitó el examen de esta iniciativa, particularmente las observaciones sobre la creación de un recurso especial de reposición, de un recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia y otras recaídas en las normas que regulan la publicidad de los correos electrónicos en relación con las resoluciones judiciales, acordándose que serán considerados en la discusión particular, en el evento de que este proyecto sea aprobado en general.

- - -

III. ANTECEDENTES

III.1. De Derecho


Ley N° 20.285, sobre Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado.
III.2. De Hecho

La moción con que se inició en la Cámara de Diputados este proyecto de ley señala que la aplicación de la Ley de Transparencia, tras dos años de vigencia, ha permitido advertir falencias en siete aspectos que es necesario enmendar: de perfeccionamiento normativo en materia de transparencia activa; de derecho de acceso a la información y notificación de terceros; de plazos de reserva o secreto; de procedimientos de reclamo y amparo; aspectos relativos a las funciones del Consejo para la Transparencia, e infracciones y sanciones a las normas sobre transparencia.

En relación con el primero, procedimiento normativo en asuntos de transparencia activa, la moción apunta a elevar los niveles de transparencia recogiendo las buenas prácticas impuestas por el Consejo. A este respecto, advierte la conveniencia de incluir en la ley, además de la información relativa al personal de planta, a contrata y a honorarios, a los que se desempeñan al amparo del Código del Trabajo y a las autoridades que no son funcionarios públicos. También propone que en materia de remuneraciones la información se refiera a los funcionarios y no a las escalas de remuneraciones para evitar distorsiones.

Respecto de la declaración de intereses y patrimonio, la moción propone consignarla como una obligación legal de transparencia activa (la incluye en la letra a) del artículo 7° de la ley).

Por lo que hace a los perfeccionamientos en materia de derecho de acceso a la información y notificación de terceros, la moción también advierte indefiniciones que es preciso abordar para dar certeza jurídica a los solicitantes de información.

En primer lugar, observa la brevedad del plazo de dos días que establece la ley para analizar la solicitud de información que pueda afectar a terceras personas, por lo que propone su ampliación para dar debida protección a esos terceros (en el proyecto, dicho plazo se eleva a cinco días).

Otra dificultad que advierte la moción reside en la imprecisión que se genera al notificar a un gran número de personas, por lo que sugiere abrir un período de información pública que permita conocer la opinión de los afectados antes de adoptar una resolución. Además, cita el caso de la imposibilidad de notificar a un tercero por cambio o inexactitud de la información sobre su domicilio. Señala que la ley, en tal evento, parece entender que el tercero no se ha opuesto a la entrega de información por lo que se debería acceder a dicha entrega, lo cual no obsta a que su derecho pueda ser afectado.

Agrega que el plazo de respuesta del tercero a la solicitud de información que lo afecta es muy breve si se considera que el plazo total de que dispone la autoridad requerida es de veinte días prorrogables por otros diez. Sugiere, por tanto, flexibilizar ese plazo mediante la correspondiente modificación a la ley.

En el mismo orden, afirma que para facilitar el cumplimiento de la obligación de informar es necesario fijar criterios que permitan omitir la notificación de la solicitud de información al tercero afectado, y cita al efecto las siguientes opciones: que la autoridad requerida estime que no existen derechos involucrados; que el Consejo haya resuelto que la entrega de información no puede afectar los derechos de las personas, o que la autoridad requerida haya juzgado que la solicitud se refiere a información secreta o reservada así calificada por la ley. Es de parecer la moción que si no se consignan estos criterios en la ley y en el reglamento, se podría concluir, con una interpretación restrictiva, que es imperativo, en todo caso, efectuar la notificación.

El tercer acápite de la moción, perfeccionamiento normativos en materia de plazos de reserva o secreto, plantea que es necesario aclarar este aspecto no obstante que el Consejo ya ha fijado lineamientos básicos para incorporar a un índice los actos y documentos declarados secretos o reservados.

Expresa que el inciso segundo del artículo 22, que autoriza la prórroga del secreto o reserva de un asunto transcurridos cinco años desde la fecha de esa calificación, no se condice con las normas sobre transparencia y con los procedimientos de acceso y reclamo, pues la ley no autoriza tal declaración antes de una solicitud de acceso y porque la condición de secreto o de reservado de un acto bien puede originarse en un órgano distinto del requerido, como podría ser el propio Consejo o una Corte de Apelaciones.

Como quiera que el precepto mencionado no da cuenta de los ejemplos señalados, estima necesaria una aclaración a sus alcances.

Además, continúa, el plazo de cinco años, prorrogable por otros cinco, que dura la calificación de secreto o reserva, no se atempera al de diez años de custodia, preservación y seguridad de los documentos concernidos, por lo que resulta aconsejable uniformar su duración.

Se refiere, enseguida, al problema que se plantea con el plazo indefinido de calificación de secreto o reserva respecto de asuntos que están en el ámbito de la defensa nacional, como la planificación militar o estratégica; los que puedan afectar la integridad territorial de Chile; la interpretación o cumplimiento de un tratado en materia de límites, la defensa internacional y la política exterior. A este respecto, señala que el secreto o reserva nunca podría levantarse, por lo que le parece adecuada una revisión o desclasificación de esta información transcurrido cierto plazo - 20 años – de oficio o a requerimiento del Consejo o petición de parte.

En lo que atañe a los perfeccionamientos normativos en materia de procedimientos de reclamo y amparo, estima necesario aclarar que el plazo para interponer la reclamación ante el Consejo (el del requirente de la información) no agota el ejercicio del derecho a solicitar información sino que, antes bien, siempre se podrá renovar la solicitud y la posterior reclamación ante una resolución denegatoria. Por otra parte, atendida la alta tasa de reclamos inadmisibles por haber sido presentados fuera de plazo, es aconsejable extender a más días el actual plazo de quince días que establece la ley (artículo 24, inciso tercero).

También en relación con este aspecto – alto número de reclamos – agrega que es conveniente facultar al Consejo para buscar instancias alternativas de solución de conflictos, con la debida flexibilidad que permita arribar a soluciones adecuadas al caso de que se trata. Por lo que hace a la publicidad o secreto de los documentos involucrados en el procedimiento de reclamación o amparo, en que sean también secretos los escritos y actuaciones que hayan servido de base para la resolución recaída en el respectivo reclamo, propone restringir el secreto o reserva solo a los documentos que revelen la información, habilitando la publicidad del resto del expediente, salvo que se pida preventivamente su reserva y el Consejo acceda a ella.

En relación con el reclamo de ilegalidad – el que tiene lugar en contra de la resolución del Consejo que deniega el acceso a la información – arguye que se debe aclarar la pertinencia de que tal recurso se deduce conjuntamente con el de reposición establecido en la Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos, toda vez que la Ley de Transparencia sólo admite el de ilegalidad.

Observa en seguida el efecto del artículo 29 de la ley que abre la posibilidad de que un órgano pueda suspender el acceso a la información ordenada entregar por el Consejo, interponiendo un recurso de ilegalidad que la ley no exige sea notificado, con lo cual, continúa la moción, es posible perpetuar la suspensión hasta que se disponga la notificación. En consecuencia, es necesario disponer que el tercero y el interesado evacúen su informe en un plazo determinado sin que sea menester la notificación por cédula.

Respecto del funcionamiento del Consejo, propone que sea obligación de éste dar cuenta pública de su gestión anual; y en lo que compete a las infracciones y sanciones consignadas en la Ley de Transparencia formula observaciones en cuatro aspectos.

En primer lugar, señala que el cuerpo legal mencionado sólo contiene sanciones por denegación infundada de la entrega de la información, por no entregarla oportunamente y por incumplimiento injustificado de las normas que regulan la entrega, pero nada se dice en caso de que el órgano requerido se niegue a informar al Consejo para que éste, a su vez, resuelva; o en el evento de que el referido órgano requerido entregue información incompleta, inexacta o falsa al Consejo o al solicitante. Lo anterior aconseja ampliar el campo de infracciones a este respecto y sancionar dicho incumplimiento en la propia Ley de Transparencia.

Además, advierte que la ley establece sanciones consistentes en multa de 20% a 50% de la remuneración del infractor y, ante fallas reiteradas, el doble de la multa y suspensión del empleo por cinco días. Estima conveniente flexibilizar este aspecto ampliando el rango de sanciones y agregar la censura, suprimiendo los porcentajes mínimos anotados.

Agrega que debe precisarse el concepto de “infractor”, que actualmente es sancionado con los porcentajes de multa precedentemente señalados, y que hay casos en que es difícil individualizar a la persona del infractor en instituciones en las que la toma de decisiones compete a distintas unidades, por lo que sugiere sancionar directamente al jefe del servicio involucrado.

En relación con los procedimientos para aplicar las sanciones dispuestas en la Ley de Transparencia, advierte la dificultad que plantea la imposición de éstas cuando el infractor es el jefe superior del servicio requerido, pues no puede ser que, por ejemplo, en el caso de una multa, sea el propio sancionado el que instruya al habilitado cursar la infracción o, en el de suspensión del empleo, sea dicho infractor el que ordene al jefe de personal imponerla. Estima, en consecuencia, que debiera atribuirse al Consejo la posibilidad de aplicar estas sanciones administrativas directamente.

Finalmente, es de opinión que respecto de las obligaciones de transparencia activa que pesan sobre las empresas públicas, debiera precisarse el sujeto activo de la obligación de acuerdo con los parámetros generales.

- - -
IV. DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA

El texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional está conformado con nueve artículos permanentes. 
Artículo 1°

Esta norma, integrada con 32 numerales, introduce enmiendas a la ley N° 20.285, sobre transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado. 

N° 1

Incorpora en el inciso primero del artículo 2°, a continuación de la expresión “las municipalidades” la oración: “las corporaciones y asociaciones municipales.”.

La disposición vigente declara que esta ley será aplicable a los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los gobiernos regionales, las municipalidades, las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y a los órganos y servicios públicos que cumplen funciones administrativas.

N° 2

Agrega un artículo 4° bis, nuevo, que prescribe que los órganos de la Administración deberán conservar y archivar la información que posean o que esté bajo su control, responsabilidad o competencia, de acuerdo con el reglamento que regule esta materia, el que será expedido por el Ministerio de Educación y suscrito también por el Ministro de Hacienda. (Inciso primero)

La eliminación de la información deberá realizarse como lo disponga el referido reglamento, pudiendo eliminarse aquellos documentos que se encuentren respaldados en archivos digitales o similares en los casos y condiciones que éste determine. (Inciso segundo).

N° 3
Reemplaza el inciso segundo del artículo 5°, que declara pública la información elaborada con presupuesto público, así como toda otra que obre en poder de la Administración, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, a menos que esté sujeta a las excepciones legales. El texto de reemplazo condiciona el carácter público de la información (elaborada con presupuesto público y que esté en poder de los órganos de la Administración), a que ésta haya sido entregada en virtud de un mandato legal o requerimiento de dichos órganos en el ejercicio de sus competencias, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, exceptuando aquella que no tenga este carácter de acuerdo a lo prescrito en esta ley (la N° 20.285). 

N° 4

Introduce enmiendas al artículo 7° de la ley, norma que preceptúa que los órganos de la Administración a que se refiere el artículo 2° mantendrán a disposición del público – en sus sitios electrónicos – los antecedentes que allí se mencionan actualizados una vez al mes: 

El proyecto sustituye en la letra d) de este artículo (obliga a actualizar las plantas del personal y el personal a contrata y a honorarios y sus correspondientes remuneraciones) la expresión “con las correspondientes remuneraciones.”, por la frase: “especificando la remuneración total que le corresponda a cada uno de los funcionarios mensualmente. Igual obligación regirá respecto del personal sujeto al Código del Trabajo y de las autoridades que desempeñen labores en el órgano o servicio en virtud de un cargo de elección popular o cualquier otro mecanismo de designación.”. 

En seguida, este número incorpora en el literal g) (obligación de actualizar los actos y resoluciones que tengan efectos sobre terceros.), a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: 
“El Consejo para la Transparencia podrá autorizar que los órganos utilicen medios alternativos de cumplimiento o eximirlos de informar cuando la información no revista interés público.”

También agrega al inciso primero, que establece la obligación de mantener antecedentes actualizados, las siguientes letras n), o), p) y q) nuevas:

“n) Las declaraciones de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios obligados a presentarlas.

o) El índice actualizado de los actos y documentos declarados secretos o reservados de acuerdo a lo establecido en el artículo 23 de esta ley.

p) La normativa reglamentaria y administrativa vinculada a esta ley.

q) Toda otra información que otras normas legales establezcan que deba publicarse de acuerdo a lo dispuesto en este artículo.”.

Finalmente, incorpora a este artículo, después del inciso final, los siguientes incisos quinto y sexto:

“Para dar cumplimiento a la identificación que requieren los literales f) e i) precedentes, los órganos públicos deberán utilizar, además de los nombres y apellidos de los beneficiarios, el rol único tributario o rol único nacional que la persona tenga asignado.

Los órganos de la Administración del Estado deberán abstenerse de publicar en sus sitios electrónicos información que contenga datos personales amparados por la ley N°19.628 distintos de los exigidos en forma expresa en los incisos anteriores. En caso de contener este tipo de datos, se procederá a tachar dicha información de conformidad al principio de divisibilidad.

N° 5

Este numeral del artículo 1° del proyecto agrega en el artículo 10 (asegura a persona el derecho a solicitar información de cualquier órgano de la Administración del Estado contenida en actos, resoluciones, actas, expedientes, contratos y acuerdos) dos incisos (tercero y cuarto) nuevos, que suman al contenido del derecho a la información pública el acceso a los correos electrónicos que, en el ejercicio de sus funciones, se hayan enviado o recibido en las casillas electrónicas institucionales, siempre que se trate de actos y resoluciones finales de los órganos de la Administración, así como de sus fundamentos o de aquellos que les sirvan de sustento o complemento directo o esencial, y siempre que su divulgación no implique publicar deliberaciones (además de las excepciones legales). Se exige para acceder a esta información que exista un interés público para su divulgación. 

Agrega que las solicitudes de información referidas en el inciso anterior deberán indicar de manera precisa la materia y datos necesarios para identificar los correos requeridos, como son, por ejemplo, fecha de emisión, de recepción, emisores y destinatarios. Si así no fuere, será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 12 (si la solicitud no reúne los requisitos señalados, se requerirá al solicitante para que, en un plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación, subsane la falta, con indicación de que, si así no lo hiciere, se le tendrá por desistido de su petición.).
N° 6
Este numeral reemplaza el inciso segundo del artículo 12 ya descrito (solicitud de acceso a la información), por otro que prescribe que si la solicitud no reúne los requisitos o fuere manifiestamente ofensiva, se requerirá al solicitante, de manera fundada, para que dentro de 5 días contados desde la notificación subsane la falta, con indicación de que si así no lo hiciere se tendrá por desistida su petición. Para el caso de que el requerimiento de reparación fuere infundado y el órgano no admitiere a tramitación la solicitud, se podrá recurrir de amparo de conformidad con los artículos 24 y siguientes. (Proceso de reclamación). 

N° 7

Modifica el artículo 13 en el siguiente sentido:

a) Reemplaza los vocablos “de inmediato” por la expresión “dentro de cinco días hábiles”. (Este precepto dispone que si el órgano no es competente para pronunciarse acerca de la solicitud de información, la enviará de inmediato a la que lo sea).

b) Incorpora un nuevo inciso segundo que previene que en el caso de que un órgano requerido sea incompetente para pronunciarse sobre una solicitud o no posea los documentos solicitados, el plazo del artículo 14 de esta ley (veinte días hábiles, contado desde la recepción de la solicitud que cumpla con los requisitos) comenzará a correr desde que la solicitud sea recibida por el órgano al cual fue derivada o fueran subsanados sus defectos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12 (formalidades de la solicitud de acceso). 

N° 8

Este numeral agrega un nuevo inciso segundo al artículo 15. 

La mencionada norma señala (en su único inciso) que cuando la información esté disponible de cualquier manera al público, se comunicará al solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede acceder a ella, con lo que se entiende cumplida la obligación que recae sobre la Administración de suministrar la información. 


El nuevo inciso segundo dispone que en virtud del principio de facilitación, no podrá utilizarse por parte del órgano de la Administración el procedimiento a que se refiere el inciso anterior  - ya referido - cuando respecto de dicha información exista alguna circunstancia que obstruya o impida el acceso a los mismos por parte del solicitante, particularmente, por hallarse el domicilio indicado en la solicitud a una distancia considerable del lugar donde dicha información está a disposición del público.

N° 9

Este número del artículo 1° del proyecto incorpora un nuevo inciso segundo al artículo 19 de la ley N° 20.285, norma que preceptúa que la entrega de copias de los actos o documentos solicitados se hará por el órgano requerido sin condiciones ni restricciones para su empleo, salvo las excepciones legales. 

La nueva norma exceptúa el caso en que la información requerida contenga datos de carácter personal y el solicitante indique ser su titular, situación en que la entrega sólo podrá efectuarse a quien acredite efectivamente serlo o a su apoderado. 

N° 10

Modifica el artículo 20, que se refiere a las solicitudes de información cuando afecten derechos de terceros; en cuyo caso la autoridad requerida, dentro del plazo de dos días hábiles contados desde la recepción de la solicitud, deberá enviar una carta certificada a los afectados informándoles acerca de la facultad que les asiste de oponerse a su entrega, adjuntando copia del requerimiento de que se trate. (Inciso primero). 

Los afectados podrán ejercer su derecho dentro del plazo de tres días hábiles contados desde la fecha de notificación, oposición que deberá presentarse por escrito y requerirá expresión de causa. (Inciso segundo).

Deducida la oposición, el órgano requerido no podrá entregar la documentación solicitada, salvo resolución en contrario del Consejo. (Inciso tercero). 

En el caso de que no se presenten recursos en contra de la solicitud de información, se presume que el tercero accede a la entrega de la misma. (Inciso cuarto). 

En su letra a) el texto de reemplazo sustituye, en el inciso primero, la palabra “dos” por “cinco”. 

La letra b) reemplaza en el inciso segundo la palabra “tres” por “diez”.    

La letra c) incorpora en el inciso cuarto una frase final que dispone que salvo que la información solicitada se refiera a datos personales, caso en el cual se entenderá que el tercero no accede a la publicidad, deberá aplicarse el principio de divisibilidad respecto de los documentos que los contengan. Sin perjuicio de lo anterior, el órgano respectivo siempre ponderará si respecto de la información solicitada concurre alguna de las causales de secreto o reserva contempladas en el artículo 21. (Cuando la entrega de información afecte las funciones del órgano requerido, los derechos de las personas, la seguridad de la nación, el interés nacional y cuando una ley de quórum calificado así lo disponga.).

Por su parte, la letra d) incorpora dos nuevos incisos (quinto y sexto). 

El nuevo inciso quinto dispone que se omitirá la notificación señalada en los siguientes casos:

a) Si el servicio justifica que no existen derechos afectados o si el Consejo ya ha resuelto en decisiones anteriores firmes que la entrega de la información solicitada no puede afectar de ningún modo los derechos de la persona.

b) Si el servicio acredita que la información solicitada es secreta o reservada de acuerdo a una ley de quórum calificado o el Consejo ya lo ha resuelto en sus decisiones firmes.

En tanto el inciso sexto declara que cuando la solicitud esté referida a datos que afecten un elevado número de personas o a personas cuyo paradero fuere ignorado, el órgano respectivo podrá sustituir la notificación señalada en el inciso precedente por un período de información pública decretado conforme al artículo 39 de la ley N°19.880 (información pública en el período de resolución de un procedimiento administrativo), que deberá ser anunciado en su sitio electrónico. Mientras aquél se desarrolle, se suspenderá el plazo establecido en el artículo 14 (veinte días hábiles, contado desde la recepción de la solicitud que cumpla con los requisitos). De presentarse oposiciones en este período, se aplicará a quienes las presenten lo dispuesto en el inciso tercero. En los demás casos, el órgano resolverá ponderando si concurre alguna de las causales de secreto o reserva a la luz de las observaciones recibidas.

N° 11

Este número agrega un nuevo artículo 20 bis que, en su inciso primero, expresa que cuando la solicitud de acceso verse sobre la información establecida en el inciso tercero del artículo 10 (que se incorpora en este proyecto), la comunicación señalada en el inciso primero del artículo 20 (cuando la solicitud afecte derechos de terceros) se dirigirá a la autoridad, funcionario o servidor público titular de los correos requeridos.

Su inciso segundo preceptúa que el titular de las comunicaciones a que se refiere el inciso anterior podrá ejercer su derecho de oposición dentro del plazo y forma establecidos en el artículo precedente (afectación de derechos de terceros), caso en el cual el órgano requerido quedará impedido de proporcionar la documentación o antecedentes solicitados mientras no exista decisión firme a su respecto. En caso de no deducirse la oposición dentro del plazo, se entenderá que el titular no accede a la publicidad.

El inciso tercero declara que si el titular de la información accede a su publicidad, el jefe de servicio deberá notificar a los terceros emisores de dichos correos de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 20, siendo aplicable lo dispuesto en el inciso precedente. En caso que también accedan a su divulgación, el jefe de servicio podrá conocer su contenido con el fin de ponderar si respecto a ésta concurre alguna causal de secreto o reserva.

N° 12

Este número del proyecto incorpora en el literal c) del numeral 1 del artículo 21 (causales de secreto o reserva – requerimientos de carácter genérico que distraigan indebidamente el funcionamiento del órgano requerido –) a continuación de la palabra “genérico” las palabras “manifiestamente abusivo”. 

N° 13

Propone diversas enmiendas al artículo 22 de la ley, norma que dispone, en su inciso primero, que los actos que una ley de quórum calificado declare secretos mantendrán ese carácter hasta que una ley de la misma jerarquía deje sin efecto dicha calificación. 

El inciso segundo impone un plazo de cinco años contados desde la notificación del acto que declare reservado un documento para que el órgano que así lo calificó, de oficio o a petición de parte por cualquier persona, y por una sola vez, prorrogue dicha calificación por otros cinco años, total o parcialmente, según el peligro que ello pueda causar. 

Por su parte, el inciso tercero señala que tratándose de documentos de la defensa nacional que fijen la planificación militar o estratégica cuya difusión pueda afectar la integridad territorial; la interpretación o el cumplimiento de tratados en materia de límites; la defensa internacional de los derechos del país, y la política exterior, el carácter reservado o secreto será indefinido. 

El inciso cuarto fija condiciones de preservación y seguridad para los documentos que hayan sido declarados secretos o reservados. 

El inciso quinto, al igual que el anterior, se refiere a las condiciones de seguridad en que deben mantenerse los documentos durante el plazo de diez años, sin perjuicio de su entrega al Archivo Nacional. 

El inciso sexto, y final, declara reservadas las encuestas y los estudios de opinión que encarguen los órganos de la Administración del Estado hasta que finalice el período presidencial en el que se realizaron. 

El numeral en informe propone las siguientes enmiendas a este artículo 22:

a) Suprime su inciso primero. 

b) Reemplaza el inciso segundo descrito por otro, nuevo, que prescribe que la información declarada secreta o reservada por resolución denegatoria de acuerdo al artículo 21, números 1, letras a) y b); 2, 3 y 4, ya referidos, lo será por un plazo de hasta cinco años desde que la resolución quede firme. El mencionado plazo podrá ser prorrogado por hasta cinco años más, respecto de la totalidad de su contenido o parcialmente, evaluando el peligro de daño que pueda irrogar su terminación. La declaración podrá ser esgrimida por el órgano ante solicitudes de acceso que versen sobre la misma materia, en la medida que se encuentre debidamente consignada en el índice a que se refiere el artículo siguiente. Sin perjuicio de lo anterior, no podrá oponerse dicha declaración respecto del titular de los derechos protegidos en virtud del numeral 2 del artículo 21.

c) Sustituye el inciso tercero por otro que fija en diez años prorrogables indefinidamente para declarar secretos o reservados los actos que se refieran a la defensa nacional, establezcan la planificación militar o estratégica y de aquéllos cuyo conocimiento pueda afectar la integridad territorial; la interpretación o el cumplimiento de tratados limítrofes; la defensa internacional, y la política exterior. 

d) Incorpora un nuevo inciso quinto, pasando el actual a ser sexto, que fija las condiciones de preservación de los documentos declarados secretos o reservados durante el plazo al cual se refieren los incisos precedentes (10 años prorrogables indefinidamente). Vencida la prórroga, se entregarán al Archivo Nacional. 

N° 15

Este numeral introduce modificaciones en el artículo 24, norma que dispone que vencido el plazo del artículo 14 (veinte días hábiles, contados desde la recepción de la solicitud) para la entrega de documentación, o denegada la petición, el requirente puede recurrir de amparo de su derecho a la información ante el Consejo para la Transparencia. (Inciso primero). 

La reclamación deberá señalar de manera clara la infracción cometida y los hechos que la configuran, acompañando los medios de prueba de que disponga. (Inciso segundo).

Ésta (la reclamación) se presentará dentro del plazo de quince días contados desde la notificación de la denegación de acceso o desde que expire el plazo descrito. (Inciso tercero).

En caso de que el requirente tenga su domicilio fuera de la ciudad asiento del Consejo, el reclamo se presentará en la gobernación respectiva, la que deberá transmitirla al Consejo de manera expedita. El reclamo se entenderá presentado en la fecha de presentación en la gobernación. (Inciso cuarto). 

El Consejo dispondrá de formularios de reclamos en las oficinas de las gobernaciones. (Inciso quinto). 

El texto de reemplazo sustituye, en el inciso tercero, la expresión “quince días” por “veinte días hábiles”, e incorpora un nuevo inciso final que prescribe que vencido el plazo de veinte días hábiles, contados desde la recepción de la solicitud (inciso primero), el solicitante podrá presentar una nueva solicitud de acceso a la información ante el mismo órgano.

N° 16

Intercala un artículo 24 bis, nuevo, que faculta al Consejo para que, desde la presentación del reclamo o del recurso de amparo, promueva instancias alternativas de solución de conflictos entre las partes. (Inciso primero). 

En caso de no llegar a una solución satisfactoria para las partes, la información recogida no podrá ser considerada como prueba en la resolución definitiva del caso de que se trate. (Inciso segundo). 

Los pronunciamientos del Consejo formulados durante esta instancia no lo inhabilitan para resolver en definitiva. (Inciso tercero).

N° 17

Incorpora un nuevo inciso final en el artículo 25 de la ley vigente, norma que dispone que el Consejo notificará la reclamación de que se trate al órgano de la Administración que corresponda y al tercero involucrado, si lo hubiere, mediante carta certificada. (Inciso primero). 

La autoridad reclamada y el tercero podrán presentar descargos dentro de 10 días hábiles, adjuntando los medios de prueba de que dispusieren. (Inciso segundo). 

El Consejo podrá fijar audiencia para recibir dichos antecedentes de oficio o a petición de partes. (Inciso tercero). 

El nuevo inciso final faculta al Consejo para efectuar las notificaciones por correo electrónico cuando el peticionario así lo haya solicitado. Tratándose de los órganos de la Administración, bastará una comunicación enviada a la dirección electrónica que el propio órgano haya señalado para dichos efectos. 

N° 18

Agrega un nuevo artículo 25 bis. 

En su inciso primero declara que deducido un recurso de amparo respecto de la información del inciso tercero del artículo 10 (derecho de acceder al contenido de correos electrónicos), el Consejo podrá dar traslado al jefe de servicio, al titular y a los terceros emisores de los correos que hubieren sido notificados. Si los terceros emisores no hubieren sido notificados, el Consejo les comunicará el amparo de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 (carta certificada) 

El inciso segundo señala que si no media oposición por el titular del correo o por los terceros emisores, o ésta no se deduce oportunamente, el Consejo requerirá al servicio para que le remita la información relativa al amparo.

Agrega el inciso tercero que apreciados los descargos, se dará traslado al jefe del órgano respecto de los correos que no digan relación con la vida privada del titular o de los terceros, para que se señale si concurre o no una causal de reserva o secreto. El mismo traslado se dará al jefe del servicio en caso que el titular o los terceros accedan a la publicidad.

Finalmente, se propone una norma que mientras no haya resolución firme sobre la publicidad de lo solicitado, su contenido sólo puede ser conocido por el Consejo o el jefe del servicio respectivo en el caso del inciso precedente.

N° 19

Este numeral del artículo 1° del proyecto aprobado por la Honorable Cámara reemplaza el artículo 28, que dispone que son secretos o reservados los antecedentes de la información que fuere declarada en tal carácter por el Consejo.

El texto de reemplazo, conformado con cinco incisos, proclama que los antecedentes y actuaciones ante el Consejo son públicos, salvo que preventivamente, atendida su naturaleza, se solicite su secreto o reserva, siendo responsabilidad del Consejo adoptar los resguardos para protegerla.

Agrega – inciso segundo – que si el Consejo falla el reclamo declarando secreta o reservada la información, también lo serán los documentos o actuaciones para los que se solicitó esa condición.

Si por el contrario, la información se declara pública, también lo serán sus antecedentes, salvo que la misma resolución establezca su carácter de reservado o secreto (inciso tercero).

El inciso cuarto de este nuevo precepto dispone que la condición de reservado o secreto de un asunto no obsta a que los funcionarios del Consejo, en el ejercicio de sus cargos, conozcan su contenido guardando la debida reserva, obligándose a abstenerse de su uso en beneficio propio o de terceros.

El inciso final de esta norma dispone que la infracción de sus disposiciones constituye vulneración grave del principio de probidad, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 246 y 247 del Código Penal.

N° 20

Este numeral reemplaza el inciso primero del artículo 27 por otro que limita el procedimiento ante el Consejo a ciento veinte días corridos, contados desde la presentación del reclamo o amparo, salvo caso fortuito o fuerza mayor. 

N° 21





Este numeral modifica el artículo 28, que regula el recurso de ilegalidad en contra de las resoluciones denegatorias de información del Consejo.





La primera enmienda introduce dos nuevos incisos primero y segundo.





El primero consagra un recurso especial de reposición en contra de las resoluciones denegatorias de información, fundado en error de hecho y que éste haya sido determinante para la decisión adoptada o que aparecieren antecedentes desconocidos antes de la resolución que pudieren afectar esencialmente sus términos. El plazo por interponerlo es de tres días contados desde la notificación de la resolución recurrida.





El segundo inciso dispone que respecto de estas resoluciones (denegatorias) no habrá lugar al recurso de reposición a que se refiere el artículo 59 de la ley N° 19.880 (pronunciamiento administrativo).





La segunda enmienda recae en el inciso primero – que pasó a ser tercero – y consiste en reemplazar la expresión inicial “En” por “Asimismo, en” y eliminar la frase “que deniegue la información”.

N° 22





Este numeral del artículo 1° del proyecto propone tres enmiendas al artículo 30.





Las dos primeras reemplazan sus incisos primero y segundo por otros que regulan el procedimiento de la acción de reclamación.





El primero declara que admitido el reclamo, la Corte de Apelaciones dispondrá que informen por la vía más rápida el Consejo, los terceros interesados, el solicitante y el órgano requerido, dentro del plazo de diez días presentando, sus descargos y remitiendo a la Corte los antecedentes de que dispongan.





El segundo establece que evacuado el informe o vencido el plazo señalado, se traerán los autos en relación y el reclamo se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima.





La tercera enmienda reemplaza en el inciso cuarto la frase “no precederá recurso alguno” por “sólo procederá el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia de que trata el artículo 30 bis”. (El referido inciso, en lo pertinente, declara que respecto de la sentencia de la Corte que falle el reclamo no procederá recurso alguno).

N° 23

Este número del proyecto incorpora a la ley un artículo 30 bis, nuevo, que consagra el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia en contra del fallo de la Corte que resuelva el reclamo de ilegalidad (inciso primero).

Agrega, en un inciso segundo, que el mencionado recurso procederá respecto de una materia de derecho reclamada cuando existan distintas interpretaciones en los fallos de las Cortes.

El recurso se interpone ante la Corte recurrida para que sea conocida por la Corte Suprema. Debe ser fundado e incluir una relación circunstanciada de los fallos aludidos, los que se acompañarán en copia. (incisos tercero y cuarto).

Si el recurso se presenta extemporáneamente se declarará inadmisible por el tribunal a quo (la Corte recurrida).

A su vez – inciso séptimo – la Corte Suprema sólo puede declarar inadmisible este recurso extraordinario fundada en el incumplimiento de los requisitos exigidos en los incisos primero, segundo y tercero de este artículo; y la respectiva resolución sólo puede ser objeto de reposición dentro del quinto día.

Agrega que declarado admisible, el Consejo, los terceros interesados, el solicitante y el órgano requerido, pueden hacerse parte en el término de diez días corridos.

El siguiente inciso prevé que en la vista de la causa se observarán las reglas de las apelaciones y los alegatos de cada parte se limitarán a treinta minutos.

Los incisos finales reiteran que el fallo sólo tendrá efecto en el caso sublite; que la Corte, si acoge el recurso, dictará un fallo de reemplazo; que este fallo no será susceptible de recurso alguno, salvo el de aclaración, rectificación o enmienda; que estas causas gozarán de preferencia para ser incluidas en la tabla y, por último, que si la resolución recurrida da lugar a la información solicitada, la interposición de este recurso suspenderá su entrega al igual que en el caso del artículo 29.

N° 24

Este numeral del proyecto incorpora en el inciso primero del artículo 34, a continuación de la expresión “órganos del Estado” la oración “y requerir directamente de estos la información que necesita”. (En lo pertinente el mencionado precepto autoriza al Consejo para que, en el ejercicio de sus funciones, solicite la colaboración de los distintos órganos del Estado).

N° 25

Modifica el artículo 36, inciso primero, que dispone que la dirección superior del Consejo corresponde a un Consejo Directivo, integrado por cuatro consejeros designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado. Previene que el Presidente hará la proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará respecto de la propuesta como una unidad.

La modificación agrega a la frase subrayada otra que señala que la propuesta se hará al menos sesenta días antes de la expiración del período correspondiente a los consejeros que cesan en sus cargos.

N° 26

Este número del artículo 1° del proyecto incorpora un artículo 40 bis, nuevo, que impone al Presidente del Consejo dar cuenta pública participativa de la gestión de las políticas, programas, acciones y ejecución presupuestaria de éste y de cualquier otro antecedente relevante del año anterior.

Agrega que la cuenta será enviada en mayo de cada año al Presidente de la República y al Congreso Nacional (inciso segundo), y que en el evento de que se le formulen observaciones, planteamientos o consultas, el Consejo dará oportuna respuesta.

N° 27

Este numeral del proyecto incorpora al artículo 41, un inciso segundo, nuevo, que obliga a solicitar la opinión del Consejo en toda modificación que se proponga a los reglamentos dictados en virtud de la ley N° 20.285. (El inciso primero remite a un estatuto especial las normas de funcionamiento del Consejo, y éstas y sus modificaciones serán aprobadas mediante decreto del Ministerio Secretaría General de la Presidencia).

N° 28

Este número se refiere al artículo 45, disposición que sanciona a la autoridad o jefe superior de un órgano o servicio del Estado que hubiere denegado infundadamente una información, con multa de 20% a 50% de su remuneración.

El proyecto, en este número, reemplaza la sanción anotada con censura, multa de hasta 50% de su remuneración o suspensión del empleo hasta por treinta días.

N° 29

Este numeral del artículo 1° del proyecto sustituye el inciso primero del texto vigente y modifica su inciso segundo.

El referido precepto – texto vigente – prevé las mismas sanciones que el artículo precedente, esta vez respecto de quienes incumplan una resolución firme que ordene la entrega de la información.

Agrega la disposición – inciso segundo – que a la autoridad o jefe del servicio requerido que persista que el incumplimiento se le sancionará con el duplo de la sanción decretada y con suspensión en su cargo hasta por cinco días.

El texto sustitutivo propone un inciso primero, nuevo, que impone como sanción al incumplimiento de la pena de censura, multa de hasta un 50% de su remuneración o suspensión hasta por treinta días.

En seguida – inciso segundo – reemplaza la frase: “el duplo de la sanción indicada y la suspensión en el cargo por un lapso de cinco días” por “según sea el caso y atendiendo a la gravedad del incumplimiento:

a) Una multa o suspensión en los términos del inciso primero, si la sanción fuere censura, o

b) Hasta el duplo de la sanción ya aplicada, si la sanción fuere de multa o suspensión.”.

N° 30

Este numeral reemplaza el artículo 36, que sanciona con multa de 20% a 50% de las remuneraciones del infractor el incumplimiento injustificado de las normas sobre transparencia activa.

El texto de reemplazo propone como sanción por el incumplimiento la pena de censura, multa de hasta un 50% de las remuneraciones o suspensión del empleo hasta por treinta días, de la autoridad o jefatura superior del órgano requerido.

N° 31

Incorpora al final del artículo 48 la frase “por un plazo de seis meses”, precedida de una coma (,). (El señalado precepto dispone que las sanciones precedentes se publicarán en los sitios electrónicos del Consejo y del órgano requerido, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde que la resolución quedó a firme.).

N° 32

Este número del proyecto, el último del artículo 1°, propone un artículo 4° transitorio, nuevo, a la Ley de Transparencia, que preceptúa que la norma del artículo 10, relativa a las comunicaciones enviadas o recibidas mediante correos electrónicos, entrarán en vigor treinta días después de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 2°

El artículo 2° del proyecto de ley suprime en el inciso segundo del artículo 14 del DFL N° 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación, norma que sanciona a los funcionarios que no den cumplimiento a este precepto con multa de diez pesos por cada día de atraso. La sanción será impuesta por el Presidente de la República, previa denuncia de la Dirección General (de Educación), e incrementará los fondos de la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas. (El precepto citado obliga a las entidades de la Administración: ministros, intendentes, gobernadores, alcaldes, presidentes de juntas de vecinos, notarios, conservadores de bienes raíces, comercio y minas, archiveros judiciales y jueces, a enviar al Archivo Nacional determinados documentos).

Artículo 3°

Esta norma del proyecto incorpora cuatro incisos nuevos al artículo 155 de la ley N° 10.336, sobre organización y atribuciones de la Contraloría General de la República. (El artículo 155 consagra el principio de transparencia en el ejercicio de la función pública como el referente por el cual se rige el funcionamiento de la Contraloría.).

El primer nuevo inciso – que pasa a ser inciso quinto – previene que si el reclamo recaído por la denegatoria de entrega de información o por haber transcurrido el plazo para su entrega, se refiere a la información consignada en el inciso tercero del artículo 10 de la Ley de Transparencia (el inciso propuesto por este proyecto que establece que el ejercicio del derecho de solicitar información comprende los correos electrónicos de autoridades y funcionarios), la Corte de Apelaciones dará traslado del reclamo conforme a las normas del artículo 30 de la mencionada ley (de transparencia); y que si los emisores (de los correos) no hubieren sido notificados conforme al artículo 20 de esa ley, la Corte les comunicará el reclamo conforme al procedimiento consignado en ese mismo artículo.

El siguiente inciso – el sexto – dispone que en caso de mediar oposición por parte del titular de los correos o de los terceros emisores, o que ésta no se deduzca dentro de plazo, la Corte requerirá al Contralor General o Regional para que remita la información reclamada.

El nuevo inciso séptimo preceptúa que una vez que la Corte haya apreciado los descargos (los consignados en el informe del Contralor) dará traslado de los correos que estime que no dicen relación con la vida privada del titular o de los terceros, al Contralor General o Regional para que se pronuncie sobre alguna causal de reserva o secreto. Igual traslado dará en el caso de que el titular o los terceros accedan a su publicidad.

El inciso octavo nuevo limita a la Corte o al Contralor General o Regional el conocimiento del contenido de la información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, en tanto no haya resolución firme que establezca su publicidad.

Artículo 4°

Este precepto del proyecto incorpora al final del inciso primero del artículo 6° de la ley N° 20.285, la frase: “Asimismo, le será aplicable lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 10 de dicha ley.”. 

(Los incisos tercero y cuarto del artículo 10 de la ley aludida incorporados por este proyecto se refieren al derecho a la información contenida en correos electrónicos enviados o recibidos por autoridades y funcionarios de la Administración, siempre que se trate de actos finales, de sus fundamentos y de los que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial. Por su parte, el artículo 6° de la ley N° 20.285 dispone que el Congreso Nacional se rige por el principio de transparencia en el ejercicio de la función pública consagrado en el artículo 8° de la Constitución Política y su legislación complementaria. (En este caso, los artículo 3° y 4° de la Ley de Transparencia).

Artículos 5°, 6° y 7°

Estas normas del proyecto incorporan a las leyes orgánicas del Banco Central, Poder Judicial, Ministerio Público, Tribunal Constitucional y Justicia Electoral, las mismas normas que las incluidas en el artículo 3° del proyecto respecto de la Contraloría General de la República de que hemos dado cuenta precedentemente, relativas a los reclamos recaídos en resoluciones denegatorias de esas autoridades en la entrega de la información que les fuere solicitada o por no haberlas entregado dentro del plazo legal; todo lo cual se adecúa, en cada caso, a las estructuras particulares de cada institución.

Artículo 8°

Esta disposición del proyecto incorpora tres nuevos incisos quinto, sexto y séptimo al artículo 4° de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional. El referido precepto declara que cada Cámara tiene la facultad privativa de dictar su reglamentación interna de funcionamiento y crea, para cada una, una Comisión de Ética y Transparencia destinada a resolver en única instancia las reclamaciones relacionadas con el acceso público a la información contenidas en esta ley N° 20.285.

El primer nuevo precepto señala que en el procedimiento de reclamación ante la Comisión de Ética de cada Cámara, cuando aquél (el reclamo) recaiga en los correos a que se refiere el inciso tercero del artículo 10 de la Ley de Transparencia (los correos recibidos y enviados por la autoridad o funcionario que contengan actos y resoluciones finales, sus fundamentos o antecedentes que les sirvan de fundamento o complemento directo o esencial) la solicitud de información se comunicará al titular de los correos y a los terceros emisores para que ejerzan su derecho de oposición.

Agrega – inciso siguiente – que de mediar oposición o en ausencia de pronunciamiento sobre la comunicación, la Comisión de Ética podrá requerir al titular que remita la información a que se refiere la solicitud.

Finalmente, el inciso séptimo, nuevo, prevé que sólo los miembros de la Comisión de Ética podrán conocer la información solicitada, con el fin de declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no haya resolución firme sobre su publicidad.

Artículo 9°

Dispone este último precepto del proyecto en informe, que las normas de los incisos tercero y cuarto del artículo 10 –los incluidos en el proyecto que se refieren a los correos enviados o recibidos por las autoridades o funcionarios y a la forma cómo debe practicarse la solicitud de información – relativas a la publicidad de las comunicaciones a través de correos institucionales, serán aplicables a las autoridades mencionadas en el inciso primero del artículo 2° de la Ley de Transparencia (Ministerios, Intendencias Gobernaciones, gobiernos regionales, municipalidades, Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, servicios públicos, Contraloría General de la República, Banco Central, Congreso Nacional, Poder Judicial, Ministerio Público, Tribunal Constitucional y Justicia Electoral) y entrarán en vigencia treinta días después de su publicación en el Diario Oficial.

- - -
V. DISCUSIÓN DE LA INICIATIVA

En sesión de 30 de julio pasado, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, analizó los antecedentes que sirvieron de base para la dictación de la ley N° 20.285, conocida como Ley de Transparencia.

Expresó que en el año 2005 se modificó el artículo 8° de la Constitución Política que, en lo pertinente, introdujo el principio de publicidad de los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado. La ley N° 20.285 es el cuerpo legal que desarrolla el principio constitucional mencionado.

Agregó que esta ley creó el Consejo para la Transparencia como un organismo autónomo, con competencia para fiscalizar el cumplimiento de sus disposiciones y para resolver los reclamos ante la denegación de acceso a la información.

Desde que entró en vigor esta ley, continúa, hasta junio del presente año han ingresado 182.299 solicitudes de información; los órganos de la Administración han alcanzado un 96,93% de cumplimiento en transparencia activa en el año 2012; un 95,24% en 2011; un 88,18% en septiembre y octubre, y un 93,82% en noviembre y diciembre, ambos del año 2010.

Por lo que hace a los reclamos, informó que hasta el 31 de mayo de 2013, (desde que entró en vigencia la ley en el año 2009) se han formulado 5.820 reclamos; y nuestro país ocupó el lugar N° 20 en el ranking de transparencia internacional de percepción de la corrupción 2012, de entre 176 países, siendo junto a Uruguay los mejores rankeados en América Latina.

Se refirió a continuación a la moción objeto de este informe, señalando que sus autores son los Honorables Diputados señora Andrea Molina y los señores Jorge Burgos, Alberto Cardemil, Marcelo Díaz, Edmundo Eluchans y Felipe Harboe.

Agregó que la tramitación de este proyecto en la Honorable Cámara se inició el 2 de junio de 2011 y que en su discusión parlamentaria también intervinieron el Ejecutivo y el Consejo para la Transparencia, dando lugar a indicaciones que recogieron la experiencia acumulada y la jurisprudencia del Consejo generada durante estos años de funcionamiento.

En relación con los aspectos específicos que aborda el proyecto, explicó que a proposición del Ejecutivo se incorporó en el artículo 2°, que enumera los sujetos pasivos obligados por esta ley, a las corporaciones y asociaciones municipales, recogiendo de este modo la jurisprudencia del Consejo ratificada por las Cortes de Apelaciones. Además, se incorporó un artículo 4° bis, nuevo, que obliga a la Administración a conservar y archivar la información pública y los procedimientos para su eliminación, todo lo cual debe ser complementado con un reglamento de los Ministerios de Hacienda y de Educación.

En lo que respecta a los contenidos específicos de las enmiendas que propone el proyecto, analizó en primer lugar aspectos de transparencia activa, como por ejemplo el relativo a la obligación de publicar las remuneraciones de los funcionarios de la Administración. El proyecto expresa que se debe informar la remuneración total mensual de cada funcionario de la Administración; del personal sujeto al Código del Trabajo y de las autoridades que se desempeñan en virtud de un cargo de elección popular o cualquier otro mecanismo de designación.

También se innova señalando que es obligación publicar las declaraciones de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios y el índice actualizado de actos y documentos declarados secretos o reservados.

En relación con los actos y resoluciones con efectos sobre terceros, se habilita al Consejo para que autorice a los órganos de la Administración emplear medios alternativos de cumplir la obligación de informar o para eximirlos de ella cuando no revista interés público, con lo cual se evita dar a la publicidad un gran volumen de información con una elevada carga para los servicios. Finalmente, en este orden se incorpora la obligación de publicar la normativa reglamentaria y administrativa y toda otra información vinculada a la ley de transparencia o que determinadas leyes dispongan publicar en esta forma.

En el ámbito de los datos personales, el proyecto hace una referencia expresa a la Ley de Protección de Datos Personales cuando la información requerida es de esa naturaleza; y sólo admite la información pública en el caso de fondos públicos y subsidios, consignando el nombre y el rut del beneficiario. En lo demás, los órganos deben abstenerse de publicar los datos personales y aplicar el principio de divisibilidad. También, por lo que toca al consentimiento del afectado cuando se trata de información relativa a los datos personales o datos sensibles, la Ley de Transparencia cede en beneficio de la Ley de Protección de Datos Personales, que considera otros procedimientos y plazos más breves.

En este último aspecto –procedimientos y plazos – el señor Ministro agregó que el proyecto despeja dudas en la Ley de Transparencia en materia de plazos y también cuando el órgano obligado pide aclaraciones o rectificaciones de las solicitudes o cuando la solicitud de información debe derivarse a otro órgano.

Del mismo modo, el proyecto innova en relación con la información que está permanentemente a disposición del público – caso en el cual el órgano requerido cumple su obligación de informar indicando dónde y cómo se puede acceder a lo solicitado.

El proyecto propone una enmienda a esta regla disponiendo que no podrá emplearse esa modalidad cuando respecto de la información requerida existan circunstancias que entraben o impidan el acceso a ella, especialmente en el evento de que el solicitante tenga un domicilio considerablemente distante del lugar de acceso a la información.

En relación con los terceros afectados por la publicidad de la información, la iniciativa prevé varias modificaciones en resguardo de sus derechos, particularmente en lo que concierne a la ampliación de los plazos y al establecimiento de procedimientos alternativos de notificación, al igual que, el de información pública a que se refiere la ley N° 19.880.

En lo tocante a los plazos de reserva de la información, si bien la regla general es limitarla a cinco años prorrogables por otros cinco, en ciertos casos de información sensible, como por ejemplo la relacionada con materias de defensa o de política exterior, el plazo de reserva será de diez años prorrogables por otros diez, de manera sucesiva e indefinida. Las resoluciones que establecen la reserva son revisables por el Consejo para la Transparencia.

En materia de solución de conflictos, se propone facultar al Consejo para promover alternativas, de modo que de no arribarse a una solución la información recabada durante ese procedimiento no debe ser considerada como prueba para resolver el asunto; además, el Consejo no queda inhabilitado por los pronunciamientos que formule durante esa instancia.

También en el orden procedimental, agregó que se perfecciona la forma de reclamar ante el Consejo - debe resolver dentro de los 120 días vigentes como plazo máximo, salvo caso fortuito o fuerza mayor – y ante las Cortes de Apelaciones; y se faculta al Consejo para practicar notificaciones mediante comunicación electrónica.

En este mismo aspecto, expresó que se proponen dos nuevos recursos: un recurso especial de reposición que se interpone en contra de las resoluciones denegatorias de información por parte del Consejo, cuando éstas se fundamentan en manifiesto error de hecho o cuando aparezcan antecedentes esenciales para resolver que hayan sido ignorados en su oportunidad. Se crea, también, un recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia, que procede en contra de la sentencia de la Corte que falle el recurso de ilegalidad, cuando respecto de la materia involucrada existan interpretaciones distintas en uno o más fallos. Este recurso compete a la Corte Suprema y sólo tiene efectos respecto del asunto sobre que recae, y su instauración en la ley busca que exista mayor certeza respecto de la aplicación de ésta.

En relación con el funcionamiento del Consejo, el señor Ministro explicó que el proyecto consigna como principio el deber de colaboración de los órganos con éste; y en lo que concierne al nombramiento de los consejeros se establece un plazo de al menos sesenta días antes del período de expiración de funciones de éstos, para que el Presidente de la República formule su propuesta al Senado en un solo acto y, finalmente, se dispone la obligación de esta entidad (el Consejo) de rendir cuenta pública de su gestión con arreglo a la ley N° 20.500.

En materia de sanciones por incumplimiento de las normas de la Ley de Transparencia, éstas se amplían equiparándolas a las que asigna el Estatuto Administrativo: censura, multa y suspensión del empleo (no sólo multa como está establecido actualmente), debiendo las sanciones publicarse en el sitio electrónico del servicio involucrado. Además, se perfeccionan las normas de procedimiento para la aplicación de éstas.

Finalmente, el proyecto aborda la información contenida en correos electrónicos a los que puede tener acceso el público.

Para este efecto, el señor Ministro destacó que en el contenido de las nuevas normas que abordan esta materia se tuvo presente dos sentencias del Tribunal Constitucional que se refieren a este asunto y que dan fundamento a la posibilidad de acceder a estos documentos, siempre que cumplan las siguientes exigencias:

- Que el correo electrónico haya sido enviado o recibido mediante casillas electrónicas institucionales.

- Que los correos se refieran a materias que importen el ejercicio de una función de autoridades o servidores públicos.

- Que se trate de actos y resoluciones finales de los órganos de la Administración; de sus fundamentos y de los correos que sean su sustento o complemento directo y esencial y que, en lo que atañe a la divulgación de estos últimos, no implique la publicidad de las deliberaciones de autoridades y funcionarios.

- Que exista un interés público en su divulgación, y

- Las causales de reserva también son aplicables a estos casos.

Agregó que el proyecto introduce dos artículos nuevos: los artículos 20 bis y 25 bis.

El primero regula el procedimiento de notificación al emisor de los correos y a los terceros emisores y el modo de ejercer su derecho de oposición.

El hecho de no deducirse oposición no significa que el tercero afectado está accediendo a la publicidad del correo; y si hay oposición expresa, el requirente queda impedido de conocer su contenido.

El segundo artículo – 25 bis – regula el procedimiento de amparo ante el Consejo, en resguardo los derechos de las personas titulares y emisoras de los correos. Sólo los miembros del Consejo están autorizados para conocer su contenido antes de que se declare su publicidad por resolución firme.

Por último, agregó que serán sujetos pasivos de las normas precedentes los órganos de la Administración y servicios señalados en el artículo 2° de la Ley de Transparencia, los órganos constitucionales, como el Congreso Nacional; la Contraloría General de la República; el Banco Central, el Poder Judicial, el Ministerio Público; el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral.





En sesión de 13 de agosto de 2013, intervino ante la Comisión el señor Jorge Jaraquemada, Presidente del Consejo para la Transparencia, quien señaló que esta iniciativa introduce diversas modificaciones en la ley de transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, con el propósito de perfeccionar las falencias o debilidades que se han detectado desde su entrada en vigencia y reforzar la institucionalidad que regula el Consejo para la Transparencia.

Agregó que entre las principales modificaciones aprobadas por la Cámara de Diputados, que revisten especial interés para el Consejo, se encuentran las siguientes:

En relación con los archivos, señaló que la gestión documental se encuentra regulada principalmente en el DFL Nº 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación, normativa que, en su opinión, no se condice con los avances tecnológicos ni con el crecimiento del aparato estatal y es insuficiente para abordar en forma integral una política pública en materia de gestión documental, todo lo cual incide en el ejercicio del derecho de acceso a la información. Es por ello que con el objeto de facilitar el ejercicio del mencionado derecho y la gestión de las respectivas solicitudes por parte de los órganos de la Administración del Estado, se establece que aquéllos deberán conservar, archivar y eliminar la información que esté bajo su control de conformidad con un reglamento que será suscrito por los Ministerios de Educación y de Hacienda.





En lo tocante a la transparencia activa, dijo que el artículo 7º de la Ley de Transparencia contiene un listado de materias de publicación obligatoria en las páginas electrónicas de los organismos sujetos a esta ley. Dado que se trata de una poderosa fuente de información, considerada especialmente relevante para la ciudadanía, se ha estimado necesario ampliar y mejorar tanto las materias que se publican como la forma de hacerlo, facilitando de este modo su acceso por las personas. 





Se refirió, enseguida, a los correos electrónicos. De acuerdo a lo señalado por el Tribunal Constitucional en sus fallos sobre declaración de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, la Ley de Transparencia carece de la especificidad y determinación para levantar el secreto de las comunicaciones privadas (aun cuando se trate de correos electrónicos enviados o recibidos en servidores institucionales). Para cumplir con el estándar de especificidad y que los correos electrónicos puedan ser requeridos vía solicitud de acceso a la información, en el proyecto de ley se regula expresamente el acceso a los correos electrónicos como información a la cual se aplica la Ley de Transparencia, consagrándose un procedimiento especial ante el Consejo que garantiza la privacidad de dichas comunicaciones.





Otro tema que abordó fue el de la notificación a terceros. La experiencia ha demostrado que los plazos para notificar a terceros y para que éstos deduzcan oposición cuando la solicitud de acceso se refiere a documentos o antecedentes que contienen información que pueda afectar sus derechos, son muy breves y dificultan el ejercicio del derecho de oposición. Por eso el proyecto amplía dichos plazos de 2 a 5 días (en el caso del plazo que tienen los órganos para notificar a los terceros), y de 3 a 10 días hábiles, tratándose del período de tiempo con que cuentan los terceros para oponerse a la entrega de la información requerida.





Por lo que hace a la información declarada secreta o reservada, manifestó que la actual regulación es poco clara tratándose de los plazos durante los cuales una determinada información es considerada en ese carácter. Por ello se establece un plazo general de secreto o reserva de 5 años y, en caso de información relativa a la defensa nacional, este plazo será de 10 años. Además, ante la denegación de información requerida durante el plazo de secreto o reserva se consagra expresamente la posibilidad de acudir ante el Consejo para la Transparencia, con el fin de que dicho órgano determine si la causal de reserva se mantiene o no vigente.





En lo relativo a las normas procesales, recordó que el proyecto introduce modificaciones con el objeto de facilitar la tramitación de los amparos y reclamos que debe resolver el Consejo para la Transparencia. Entre ellas destaca:

· Amparo ante el Consejo para la Transparencia: Se amplía el plazo para interponerlo de 15 a 20 días hábiles. 
· Sistema alternativo de resolución de conflictos: Se faculta al Consejo para promover instancias alternativas de solución de conflictos, entre el solicitante, el órgano y el tercero involucrado. 
· Notificaciones por vía electrónica: Se faculta al Consejo para utilizar, en vez de la carta certificada, medios electrónicos para notificar. 
· Plazo para resolver el reclamo: Se aumenta el plazo que tiene el Consejo para resolver, de 5 días hábiles contados desde el vencimiento del plazo de 10 días hábiles con que cuenta la autoridad reclamada y los terceros para efectuar sus descargos, a 120 días corridos desde la presentación del amparo o reclamo, o desde su subsanación, salvo caso fortuito o fuerza mayor. 

En materia de recursos, y dado que en la actualidad en contra de la resolución del Consejo sólo procede el reclamo de ilegalidad, se ha estimado conveniente incorporar nuevas vías impugnatorias. Así, se incorpora un recurso especial de reposición en contra de la decisión del Consejo que deniegue el acceso a la información, se establece la improcedencia del recurso de reposición general y tal como se hiciera en materia laboral, se consagra el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia, para que frente a fallos contradictorios por parte de las Cortes de Apelaciones se pueda recurrir ante la Corte Suprema.





En lo que respecta a las infracciones y sanciones, aplicables en la materia, se amplía el campo de las infracciones, incluyendo como tales el incumplimiento de las obligaciones que impone la ley de transparencia y su reglamento. Actualmente las sanciones proceden por las siguientes causales:

· Denegación infundada de acceso a la información;

· No entrega oportuna de información, en la forma decretada y ordenada por resolución firme, e

· Incumplimiento injustificado de las normas de transparencia activa.

Y en cuanto a las penas, se extiende el rango sancionatorio incluyéndose la censura; se elimina el piso mínimo de aplicación de las multas y se amplía el plazo de la suspensión en el cargo (hasta por 30 días), en términos similares a los previstos en el Estatuto Administrativo. 





Se refirió, finalmente, a dos temas que no han sido abordados en el proyecto de ley, pero que el Consejo considera relevantes y que en el ejercicio de la atribución que faculta al Consejo para proponer al Presidente de la República las normas que aseguren la transparencia, han sido puestos en conocimiento del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Ellos son los siguientes:

· Perfeccionamiento del Sistema de Transparencia Activa

· Incorporar nuevas materias objeto de publicación en las respectivas páginas electrónicas de los servicios para favorecer las políticas de datos abiertos. 

· Establecer modelos de publicación generales o específicos, en atención a categorías de organismos o materias o a las especificidades propias de un determinado servicio.

· Portal de Transparencia del Estado de Chile

· Se pretende consagrar legalmente, el sistema denominado “Portal de Transparencia del Estado de Chile”, a través del cual se buscar facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información y, a su vez, proveer a los órganos de la Administración del Estado de una herramienta eficaz para el cumplimiento de los deberes de transparencia activa.

En sesión de 3 de septiembre de 2013, intervino ante la Comisión el Honorable Diputado señor Jorge Burgos, quien explicó el origen y el trámite legislativo de este proyecto de ley.

Al efecto señaló que éste nació en moción de los Honorables Diputados señora Molina y señores Burgos, Cardemil, Díaz, Eluchans y Harboe, y que durante su trámite legislativo, particularmente de su estudio en Comisión, se contó con la asistencia del Ejecutivo y del Consejo para la Transparencia.

Agregó que la moción fue el referente de que se dispuso para que el Ejecutivo fuera complementando las ideas y normas de ésta con disposiciones de su iniciativa exclusiva, así como las observaciones del Consejo y las propias indicaciones de los señores Parlamentarios.

Hizo presente que especial énfasis se puso durante la discusión en la Honorable Cámara en el tratamiento que deberían tener los correos electrónicos emanados de las autoridades y funcionarios, agregando que los acuerdos logrados permitieron aclarar el conocimiento que ha de darse a los actos previos al acto administrativo final, para lo cual se tuvo especialmente en consideración el fallo del Tribunal Constitucional recaído en un requerimiento sobre esta materia.

Agregó que los autores del proyecto tuvieron como idea original, al proponer la iniciativa, despejar aspectos que la práctica jurídica y la experiencia del Consejo para la Transparencia aconsejaban fueran resueltos por vía legislativa.

Concluyó señalando, ante una observación del Honorable Senador señor Frei, que en materia de publicidad de los correos que emanan de Parlamentarios su opinión es que no es el correo que recibe el legislador el que debe ser objeto de regulaciones cuando representa una petición o sugerencia de un particular, sino los que dicen relación con el acto legislativo o administrativo al que concurre el legislador, los cuales, además, deben revestir interés público. De este modo, precisó, en su parecer debe diferenciarse el campo de los asuntos públicos del de los asuntos privados para establecer el criterio de la publicidad, y que sea la agenda pública del Parlamentario la que requiera de regulaciones y no otros actos que revistan carácter particular.

Finalmente, a la misma sesión de 3 de septiembre en curso, concurrió a la Comisión el Contralor General de la República, señor Ramiro Mendoza, quien formuló comentarios respecto de este proyecto de ley, particularizándolos en determinados preceptos del mismo, de los cuales destacamos los siguientes.

El numeral 1) del artículo 1° del proyecto incluye a las “asociaciones y corporaciones municipales” entre las instituciones a las que les será aplicable esta ley.

El señor Contralor propone precisar el precepto declarando que esta ley se aplicará a las personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, en que el Estado tenga participación o representación mayoritaria, tales como las asociaciones y corporaciones municipales, regionales y otras que cumplan con dicha característica.

En seguida, el proyecto introduce en la Ley de Transparencia un artículo 4° bis, nuevo, que obliga a la Administración, para facilitar el acceso a la información, a conservar y archivar la que tengan bajo su control de acuerdo al reglamento que al efecto expidan los Ministerios de Educación y de Hacienda.

Agrega el precepto que la eliminación de la información debe ajustarse al reglamento que la regule y que, en todo caso, se podrán eliminar documentos respaldados en archivos digitales o similares.

A este respecto, se observa por el señor Contralor que esta disposición debe entenderse sin perjuicio de las facultades de la Contraloría en materia de destrucción de documentos vinculados con la deuda pública, libros de contabilidad y documentos de rendición; y que el respaldo electrónico ha de contar con una medida de autenticidad que tenga el mismo valor que el original.

Finalmente, reparó en que el precepto no consigna normas sobre la certificación del respaldo.

En el numeral 3) el proyecto reemplaza el inciso segundo del artículo 5°, que define como pública la información elaborada con presupuesto público y toda otra que obre en poder de la Administración, cuando haya sido entregada a esta última en virtud de una mandato legal o a requerimiento de un órgano en el ejercicio de sus funciones.

El señor Contralor estima que esta proposición es inconciliable con la consignada en el N° 2) del proyecto, que restringe la entrega de la información que contenga datos personales sólo a su titular o a su apoderado.

El numeral 4) del proyecto sustituye la letra d) del artículo 7°, disponiendo el texto de reemplazo que los órganos de la Administración mantendrán disponibles permanentemente al acceso público la planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, especificando la remuneración total que corresponda a cada funcionario mensualmente, disposición que también afectará a los empleados sujetos al Código del Trabajo y a las autoridades que se desempeñen en virtud de un cargo de elección popular o cualquier otro tipo de designación.

A este respecto, se observa que debe precisarse el concepto de “remuneración”, pues se dan casos en que los funcionarios reciben distintos montos mes a mes, por conceptos de estímulos u otros motivos. Además, surgen dudas respecto de si esta norma también afecta a las corporaciones o asociaciones municipales, que no son servicios en sentido orgánico.

El numeral 5) del proyecto incorpora dos nuevos incisos tercero y cuarto al artículo 10, precepto que consagra el derecho de toda persona a solicitar y recibir información de cualquier órgano de la Administración.

El nuevo inciso tercero precisa que ese derecho comprende también los correos electrónicos que cada autoridad, funcionario o servidor público envíe o reciba en el ejercicio de sus funciones, siempre que se trate de actos o resoluciones finales, de sus fundamentos o de los antecedentes que les sirvan de complemento directo y esencial; y siempre que su divulgación no implique publicidad de sus deliberaciones. Agrega este inciso que la información mencionada debe revestir interés público en su divulgación.

El nuevo inciso cuarto agrega que la solicitud recaída en la referida información debe indicar, de manera precisa, la materia de que se trata y los demás datos necesarios requeridos, como su época de emisión o recepción y la identidad de sus emisores y destinatarios.

Respecto de estos preceptos, el señor Contralor es de opinión que debe especificarse qué se entiende por “servidor público”, que es un término indefinido; como también precisarse el concepto de “deliberaciones”, pues la norma no distingue si son actos de órganos colegiados o de todo el proceso de decisión.

En el numeral 6) el proyecto sustituye el inciso segundo del artículo 12 por otro que dispone que si la solicitud de acceso a la información no reúne los requisitos exigidos por el inciso anterior (nombre del solicitante, identificación de la información, firma del solicitante y organismo al cual va dirigida la solicitud), o fuere manifiestamente ofensiva, se requerirá al solicitante para que la complemente o rectifique  en la forma y plazo que la norma señala.

A este respecto, el señor Contralor expresa que las expresiones “manifiestamente ofensiva” se superponen a las palabras que emplea el artículo 19 N° 14 de la Constitución Política (“en términos respetuosos y convenientes”) que no consigna tal calificación. Además, estima que esta disposición es innecesaria; y que el vocablo “manifiestamente” es de carácter subjetivo, pudiendo dar lugar a discrepancias con el precepto constitucional.

En el numeral 8) el proyecto incorpora un nuevo inciso al artículo 15, que prohíbe emplear el mecanismo de comunicar al solicitante de la información que ésta está permanentemente a disposición del público, o por medio de impresos, folletos, archivos o formatos electrónicos, para que pueda acceder a ella, cuando existan circunstancias que impidan su acceso, como hallarse el solicitante a distancia considerable del lugar donde se encuentra la información.

El señor Contralor, en este acápite, estima que las expresiones “considerable distancia” no tienen la precisión necesaria para evitar interpretaciones subjetivas.

El numeral 12) del proyecto incorpora en el literal c) del numeral 1) del artículo 21, a continuación de la expresión “genérico” las palabras “manifiestamente abusivo”.

El referido precepto establece que es causal de secreto o reserva, para denegar el acceso a la información, la circunstancia de que su publicidad o comunicación afecte a las funciones del órgano, particularmente cuando se trata de requerimientos de carácter genérico, relativos a un elevado número de actos administrativos o cuya atención requiera distraer indebidamente a los funcionarios.

En opinión del señor Contralor las expresiones “manifiestamente abusivos” – al igual que el comentario recaído en el N° 6), precedente – se superponen a las voces del artículo 19 N° 14, de la Constitución Política, resultando innecesarias por la sola aplicación de dicho precepto que no considera esa calificación.

Además, el vocablo “manifiestamente” es subjetivo, dando lugar a discrepancias y restricciones al precepto constitucional mencionado.

Finalmente, en el orden formal, expresa que luego de las expresiones “manifiestamente abusivos” debe agregarse una coma (,), para que éstas sean consideradas como hipótesis distintas de los requerimientos genéricos.

El numeral 13) del proyecto se refiere al artículo 22 de la Ley de Transparencia, precepto que declara que los actos que una ley de quórum calificado declara secretos o reservados, mantendrán ese carácter hasta que otra ley de esa jerarquía deje sin efecto esa calificación.

El proyecto, en este número, reemplaza el inciso quinto por otro que dispone que los documentos en que consten actos declarados secretos o reservados deberán guardarse en condiciones que garanticen su preservación y seguridad, durante los plazos a que se refieren las normas precedentes, vencidos los cuales se entregarán al Archivo Nacional.

El señor Contralor estima que esta norma debe acotarse, toda vez que genera dudas la obligación de guardar estos documentos: guardarse en soporte de papel o someterse a las reglas de micro copiado o micro grabado consignadas en la ley N° 18.845.

El numeral 16) del proyecto propone la incorporación a la Ley de Transparencia de un artículo 24 bis, nuevo, que se refiere a las facultades del Consejo frente a la acción de reclamación o amparo deducida por un solicitante de información denegada.

Dispone el nuevo precepto que deducida la acción, el Consejo queda facultado para promover instancias de solución entre el reclamante, el órgano recurrido y el tercero involucrado. Agrega que si no se logra una solución, la información recabada en el procedimiento de conciliación no podrá ser considerada como prueba en la resolución del conflicto y, también, que los pronunciamientos del Consejo practicados durante esa instancia no lo inhabilitan para resolver en definitiva.

A este respecto, el señor Contralor observó que las facultades del Consejo no habilitan a éste para resolver conflictos, correspondiéndole, en cambio, pronunciarse sobre el ejercicio del derecho de la información.

Agrega que esta disposición transforma la naturaleza del ente, pues si bien en la legislación existen precedentes de mediación por órganos administrativos – y cita al efecto al Consejo de Defensa del Estado y a las Superintendencias de Salud y de Electricidad y Combustibles – tales instancias de mediación no alteran su naturaleza, pues su función de mediación no implica que estén dotadas de facultades jurisdiccionales. Tampoco lo está el Consejo.

El numeral 24 del proyecto incorpora en el inciso primero del artículo 34, a continuación de las expresiones “órganos del Estado” la oración “y requerir directamente de éstos la información que necesite”.

El mencionado precepto dispone que para el ejercicio de sus atribuciones, el Consejo podrá solicitar la colaboración de distintos órganos del Estado; y recibir los testimonios, informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones que le compete resolver.

En este aspecto, el señor Contralor, con el propósito de mantener la debida concordancia entre las normas de esta ley, sugiere incluir entre los sujetos que pueden ser requeridos por el Consejo a las asociaciones y corporaciones con participación del Estado.

El numeral 28 del proyecto reemplaza el artículo 45 de la ley por otro que sanciona a la autoridad o jefatura del órgano requerido que hubiere denegado infundadamente el acceso a la información, con las penas de censura, multa o suspensión del empleo que la misma norma específica.

En opinión del señor Contralor, debe precisarse que esta norma tiene aplicación sólo en la Administración del Estado; y que el proyecto, en este aspecto, debe también concordar sus disposiciones, como por ejemplo, analizar si se incluyen entre los sujetos de este artículo a los directivos de corporaciones y asociaciones con participación del Estado.

Finalmente, el artículo 3° del proyecto incorpora nuevos incisos quinto a octavo al artículo 155 de la ley N° 10.336, sobre organización y atribuciones de la Contraloría General de la República.

La primera y la tercera de estas nuevas normas se refieren al procedimiento que da lugar la interposición de la acción de reclamación de la información dispuestos en el inciso tercero del artículo 10 de la Ley de Transparencia – mencionado con ocasión del examen del numeral 22) del proyecto – y a la intervención que cabe en ellas diversas autoridades, entre las que figura el Contralor Regional, como sujetos a los cuales debe darse traslado del reclamo.

En este punto, el señor Contralor expresa que el referido funcionario – el Contralor Regional – no es jefe de servicio y, por tanto, no procede su mención como posible requerido en el proceso de reclamo.

VI. IDEA DE LEGISLAR





Sometida a votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, resultó aprobada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Sabag. Se pronunció en contra el Honorable Senador señor Frei.

El voto de mayoría fue de parecer de que si bien tanto el informe de la Excma. Corte Suprema a que nos hemos referido al inicio de este informe como la exposición del señor Contralor dan cuenta de normas que requieren de perfeccionamientos que es menester introducir al texto de la iniciativa, dicho informe, su respuesta por el Ejecutivo y los comentarios que mereció el examen del proyecto, permiten estimar que las normas objetadas pueden ser revisadas en la discusión particular, de modo de adecuar la iniciativa en términos de que ésta cumpla los propósitos que tuvieron en vista sus autores al proponerla.





El voto de minoría del Honorable Senador señor Frei, en tanto, obedece, al decir del señor Senador, a que el proyecto adolece de fallas de técnica legislativa como ha quedado de manifiesto en este análisis, al tiempo que también requiere de rectificaciones de orden procesal como lo comenta el informe de la Excma. Corte o de otras precisiones, como una regulación clara de la publicidad de los correos electrónicos, todo lo cual, en su opinión, amerita un estudio más detenido de la iniciativa, que comprometa desde ya la formulación de indicaciones para la discusión particular que subsanen los reparos precedentes.





Finalmente, hacemos constar en el informe que el Honorable Senador señor Orpis, al momento de emitir su parecer favorable a la iniciativa, anunció indicaciones a los artículos 1°; 2°; 12; 13; 15; 19; 20; 21; 22; 26 y 30 bis, que formulará en la discusión particular.

- - -

En consecuencia, atendida la relación y acuerdos precedentes, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N°20.285:

1.- Agrégase al inciso primero del artículo 2°, a continuación de la expresión “las municipalidades,” lo siguiente: “las corporaciones y asociaciones municipales,”.

2.- Incorpórase el siguiente artículo 4° bis, nuevo:

“Artículo 4° bis.- Para facilitar el acceso a la información, los órganos de la Administración del Estado deberán conservar y archivar la información que posean o que esté bajo su control, responsabilidad o competencia, de acuerdo al reglamento que regule esta materia, que será expedido por el Ministerio de Educación y suscrito también por el Ministro de Hacienda.

La eliminación de la información deberá realizarse de acuerdo a lo dispuesto por el reglamento que regule esta materia y, en todo caso, se podrán eliminar aquellos documentos que se encuentren respaldados en archivos digitales o similares en los casos y condiciones que determine éste.”.
3.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 5° por el siguiente:

“Asimismo, es pública la información elaborada con presupuesto público y toda otra información que obre en poder de los órganos de la Administración cuando ésta haya sido entregada en virtud de un mandato legal o a requerimiento de dichos órganos, en el ejercicio de sus competencias, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, a menos que esté sujeta a las excepciones señaladas.”.

4.- Modifícase el artículo 7° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en la letra d), la expresión “con las correspondientes remuneraciones.”, por la siguiente: “especificando la remuneración total que le corresponda a cada uno de los funcionarios mensualmente. Igual obligación regirá respecto del personal sujeto al Código del Trabajo y de las autoridades que desempeñen labores en el órgano o servicio en virtud de un cargo de elección popular o cualquier otro mecanismo de designación.”.

b) Incorpórase en el literal g), a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: 

“El Consejo para la Transparencia podrá autorizar que los órganos utilicen medios alternativos de cumplimiento o eximirlos de informar cuando la información no revista interés público.”.

c) Agréganse al inciso primero las siguientes letras n), o), p) y q) nuevas:

“n) Las declaraciones de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios obligados a presentarlas.

o) El índice actualizado de los actos y documentos declarados secretos o reservados de acuerdo a lo establecido en el artículo 23 de esta ley.

p) La normativa reglamentaria y administrativa vinculada a esta ley.

q) Toda otra información que otras normas legales establezcan que deba publicarse de acuerdo a lo dispuesto en este artículo.”.

d) Incorpóranse, después del inciso final, los siguientes incisos quinto y sexto:

“Para dar cumplimiento a la identificación que requieren los literales f) e i) precedentes, los órganos públicos deberán utilizar, además de los nombres y apellidos de los beneficiarios, el rol único tributario o rol único nacional que la persona tenga asignado.

Los órganos de la Administración del Estado deberán abstenerse de publicar en sus sitios electrónicos, información que contenga datos personales amparados por la ley N°19.628 distintos de los exigidos en forma expresa en los incisos anteriores. En caso de contenerse en un documento este tipo de datos, se procederá a tachar dicha información, en virtud del principio de divisibilidad.”.

5.- Incorpóranse, en el artículo 10, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“Asimismo, comprende el derecho de acceder a los correos electrónicos que, en el ejercicio de sus funciones, las autoridades, funcionarios y servidores públicos hayan enviado o recibido a través de sus casillas electrónicas institucionales, siempre que se trate de actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, todos éstos finales, de sus fundamentos o de aquéllos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial, y siempre que la divulgación de estos últimos no implique dar publicidad a deliberaciones, sin perjuicio de las demás excepciones legales. Sólo se podrá acceder a la información indicada en este inciso cuando se constate que existe un interés público en su divulgación.

Las solicitudes referidas a la información señalada en el inciso anterior deberán indicar, de manera precisa, su materia y los demás datos necesarios para identificar los correos requeridos, como época de emisión o recepción y emisores o destinatarios. En caso contrario, será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 12.”.

6.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:

“Si la solicitud no reúne los requisitos señalados en el inciso anterior o fuere manifiestamente ofensiva, se requerirá al solicitante, de manera fundada, para que, en el plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación, subsane la falta, con indicación de que, si así no lo hiciere, se le tendrá por desistido de su petición. En todo caso, si el requerimiento de subsanación fuere infundado y el órgano no admitiere a tramitación la solicitud, el solicitante siempre podrá recurrir de amparo en virtud del artículo 24 y siguientes de la presente ley.”.

7.- Modifícase el artículo 13 en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse los vocablos “de inmediato” por la expresión “dentro de cinco días hábiles”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“En el caso previsto en el inciso precedente, el plazo contemplado en el artículo 14 comenzará a correr desde que la solicitud sea recibida por el órgano al cual fue derivada o una vez subsanada ésta, en su caso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12.”.

8.- Incorpórase al artículo 15 el siguiente inciso segundo:

“En virtud del principio de facilitación, no podrá utilizarse por parte del órgano de la Administración del Estado el procedimiento a que se refiere el inciso anterior cuando respecto de dicha información exista alguna circunstancia que obstruya o impida el acceso a los mismos por parte del solicitante, particularmente, por hallarse el domicilio indicado en la solicitud a una distancia considerable del lugar donde dicha información está a disposición del público.”.

9.- Agrégase, en el artículo 19, el siguiente inciso final nuevo:

“Sin perjuicio de lo anterior, cuando la información requerida contenga datos de carácter personal y el solicitante indique ser su titular, la entrega sólo podrá efectuarse a quien acredite efectivamente serlo o a su apoderado.”.

10.- Modifícase el artículo 20 en la forma que se señala a continuación:

a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “dos” por el término “cinco”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la palabra “tres” por el vocablo “diez”.

c) Incorpórase en el inciso cuarto, después del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “salvo que la información solicitada se refiera a sus datos personales, caso en el cual se entenderá que el tercero no accede a la publicidad, debiendo aplicar el órgano público, de ser procedente, el principio de divisibilidad respecto de los documentos que los contengan. Sin perjuicio de lo anterior, el órgano respectivo siempre podrá ponderar si respecto de la información solicitada concurre alguna de las causales de secreto o reserva contempladas en el artículo 21.”.

d) Agréganse los siguientes nuevos incisos quinto y sexto:

“Podrá omitirse la notificación señalada en los siguientes casos:

a) Si el servicio justifica que no existen derechos afectados o si el Consejo ya ha resuelto en decisiones anteriores firmes que la entrega de la información solicitada no puede afectar de ningún modo los derechos de la persona.

b) Si el servicio acredita que la información solicitada es secreta o reservada de acuerdo a una ley de quórum calificado o el Consejo ya lo ha resuelto en sus decisiones firmes.

Cuando la solicitud esté referida a datos de un elevado número de personas o si la información afectare a personas cuyo paradero fuere ignorado, el órgano respectivo podrá sustituir la notificación señalada en el inciso precedente por un periodo de información pública practicado conforme al artículo 39 de la ley N°19.880, que deberá ser anunciado en su sitio electrónico. Mientras aquél se desarrolle, se suspenderá el plazo establecido en el artículo 14. De presentarse oposiciones en este período, se aplicará a quienes las presenten lo dispuesto en el inciso tercero. En los demás casos, el órgano resolverá ponderando si concurre alguna de las causales de secreto o reserva a la luz de las observaciones recibidas.”.

11.- Incorpórase el siguiente artículo 20 bis:

“Artículo 20 bis.- Cuando la solicitud de acceso verse sobre la información establecida en el inciso tercero del artículo 10, la comunicación señalada en el inciso primero del artículo 20 se dirigirá a la autoridad, funcionario o servidor público titular de los correos requeridos.

El titular de las comunicaciones a que se refiere el inciso anterior podrá ejercer su derecho de oposición dentro del plazo y en la forma establecida en el artículo precedente, caso en el cual el órgano requerido quedará impedido de proporcionar la documentación o antecedentes solicitados mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, dictada conforme al procedimiento que establece esta ley. En caso de no deducirse la oposición dentro del plazo, se entenderá que el titular no accede a la publicidad.

Si el titular de ésta accede a su publicidad, el jefe de servicio deberá proceder a notificar a el o los terceros emisores de dichos correos de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 20, siendo aplicable lo dispuesto en el inciso precedente. En caso que también accedan a su divulgación, el jefe de servicio podrá conocer su contenido con el fin de ponderar si respecto a ésta concurre alguna causal de secreto o reserva.”.

12.- Incorpórase en el literal c) del numeral 1 del artículo 21, a continuación de la expresión “genérico” y de la coma (,) que le sigue, las palabras “manifiestamente abusivos”.

13.- Introdúcense en el artículo 22 las siguientes modificaciones:

a) Suprímese el inciso primero.

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“La información declarada secreta o reservada por resolución denegatoria de acuerdo al artículo 21, números 1, letras a) y b); 2, 3 y 4, lo será por un plazo de hasta cinco años desde que dicha resolución quede firme. El referido plazo podrá ser prorrogado por hasta cinco años más, respecto de la totalidad de su contenido o parcialmente, evaluando el peligro de daño que pueda irrogar su terminación. La referida declaración podrá ser esgrimida por el órgano ante solicitudes de acceso que versen sobre la misma materia, en la medida que se encuentre debidamente consignada en el índice a que se refiere el artículo siguiente. Sin perjuicio de lo anterior, no podrá oponerse dicha declaración respecto del titular de los derechos protegidos en virtud del numeral 2 del artículo 21.”. 

c) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:
“Sin embargo, el plazo señalado en el inciso anterior será de diez años, el que podrá prorrogarse de modo indefinido, por igual plazo, tratándose de los actos y documentos que, en el ámbito de la defensa nacional, establezcan la planificación militar o estratégica, y de aquéllos cuyo conocimiento o difusión puedan afectar:
a) La integridad territorial de Chile.

b) La interpretación o el cumplimiento de un tratado internacional suscrito por Chile en materia de límites.

c) La defensa internacional de los derechos de Chile.

d) La política exterior del país de manera grave.”.

d) Introdúcese el siguiente inciso quinto, pasando los actuales quinto y sexto a ser sexto y séptimo, respectivamente:

“La resolución denegatoria que declare la información secreta o reservada deberá señalar el plazo por el cual se declara o prorroga dicha reserva y los motivos que la fundamentan. En todo caso, ante la denegación de acceso, el solicitante siempre podrá recurrir de amparo en virtud del artículo 24 y siguientes de la presente ley.”.

e) Reemplázase el inciso quinto, que pasa a ser sexto, por el siguiente:

“Los documentos en que consten los actos declarados secretos o reservados por un órgano o servicio deberán guardarse en condiciones que garanticen su preservación y seguridad por el respectivo órgano o servicio, durante los plazos indicados en los incisos precedentes y sus respectivas prórrogas, vencidos los cuales se entregarán al Archivo Nacional.”.

14.- Modifícase el artículo 23 de la siguiente manera:

a) Reemplázase las palabras “calificados como”, por el término “declarados”, y “calificación” por “declaración” todas las veces que se mencionan.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser el inciso final:
“Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, se entenderá que un acto o documento ha sido declarado secreto o reservado y, por tanto, deberá incorporarse al referido índice, cuando el acto que así lo declara se encuentre firme.”.

15.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 24:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “quince días” por “veinte días hábiles”.

b) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Vencido el plazo establecido en el inciso primero, el solicitante podrá presentar una nueva solicitud de acceso a la información ante el mismo órgano.”.

16.- Intercálase el siguiente artículo 24 bis, nuevo:

“Artículo 24 bis.- Desde la presentación del reclamo o el amparo, según corresponda, el Consejo estará facultado para promover instancias alternativas de solución de conflictos entre el solicitante, el órgano y el tercero involucrado.

De no llegarse a una solución que satisfaga a las partes, la información recabada en dichos procedimientos y las opiniones emitidas por ellas no podrán ser consideradas como prueba en la resolución definitiva del caso.
Asimismo, los pronunciamientos formulados por el Consejo durante esta instancia no lo inhabilitarán para resolver en definitiva.”.

17.- Incorpórase en el artículo 25 el siguiente inciso final, nuevo:

“El Consejo podrá realizar sus notificaciones mediante comunicación electrónica cuando el peticionario haya expresado en la solicitud o en el amparo su voluntad de ser notificado mediante esta vía, indicando para ello, bajo su responsabilidad, una dirección de correo electrónico habilitada. Tratándose de los órganos de la Administración del Estado, bastará una comunicación enviada a la dirección de correo electrónico que el propio órgano haya señalado para estos efectos.”.

18.- Incorpórase el siguiente artículo 25 bis, nuevo:

“Artículo 25 bis.- Deducido un amparo respecto de la información señalada en el inciso tercero del artículo 10 de esta ley, el Consejo procederá a dar traslado de éste al jefe de servicio, al titular y a los terceros emisores de dichos correos que hubieren sido notificados de acuerdo al inciso final del artículo 20 bis, conforme al procedimiento establecido en el artículo precedente. Si dichos terceros emisores no hubieren sido notificados previamente de acuerdo a lo señalado, el Consejo procederá a comunicarles del amparo de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 20 y en el inciso siguiente.

En caso de mediar oposición a su publicidad de parte del titular de dichos correos o de los terceros emisores de éstos o que ésta no se deduzca dentro de plazo, el Consejo Directivo requerirá al jefe de servicio correspondiente que remita la información a que se refiere el amparo. 

Una vez que el Consejo Directivo haya apreciado todos los descargos, dará traslado al jefe de servicio del órgano correspondiente respecto de los correos que estime que no dicen relación con la vida privada del titular o de los terceros, para que aquél se pronuncie sobre la eventual concurrencia de una causal de reserva o secreto. Deberá dar el mismo traslado al jefe de servicio en caso que el titular o los terceros accedan a su publicidad.

Sin perjuicio del deber general de reserva que establece el artículo 26 y mientras no exista decisión firme que establezca su publicidad, sólo los miembros del Consejo Directivo y, en el caso del inciso precedente, el jefe de servicio respectivo, podrán conocer el contenido de dicha información. Para ello deberán adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.”.

19.- Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:
"Artículo 26.- Los escritos y documentos que se presenten y las actuaciones que se realicen durante el procedimiento ante el Consejo serán públicos, salvo que cualquiera de las partes solicite preventivamente su reserva o secreto, en virtud de su naturaleza o de contener todo o parte de la información solicitada. El Consejo tomará las medidas de seguridad necesarias para proteger dicha información, salvo que estime injustificada esta petición, sin perjuicio de lo que resuelva en definitiva.

Cuando la resolución del Consejo que falle el reclamo declare que la información que lo motivó es secreta o reservada, los escritos, documentos o actuaciones respecto de las cuales se solicitó el secreto o reserva, mantendrán dicho carácter y el Consejo deberá tomar las medidas de custodia necesarias para preservarlo.

Si, por el contrario, el Consejo resuelve que la información es pública, también tendrán dicho carácter los escritos, documentos y actuaciones que consten en el expediente, salvo que en la misma resolución declare que algunos de dichos documentos mantengan su carácter de secreto o reservado.

Las normas que establezcan el secreto o reserva sobre determinados asuntos no obstarán a que se proporcione al Consejo para la Transparencia la información o antecedentes que éste requiera para el ejercicio de sus atribuciones, de todo lo cual sus funcionarios y consejeros deberán guardar absoluta reserva y secreto mientras no sean declarados públicos por resolución firme, así como también deberán abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros.

La infracción a lo dispuesto en este artículo se considerará una vulneración grave del principio de probidad administrativa, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.

20.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 27 por el siguiente:
“Artículo 27.- El procedimiento ante el Consejo no podrá exceder de ciento veinte días corridos desde la presentación del reclamo o amparo a que se refieren los artículos 8° y 24, respectivamente, o desde su subsanación, salvo caso fortuito o fuerza mayor.”.

21.- Modifícase el artículo 28 de la siguiente manera:

a) Agréganse los siguientes incisos primero y segundo, pasando los actuales incisos primero, segundo, tercero y cuarto a ser los incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:

“Artículo 28.- En contra de la resolución del Consejo que deniegue el acceso a la información procederá recurso especial de reposición, fundado en haberse incurrido en manifiesto error de hecho y que éste haya sido determinante para la decisión adoptada, o que aparecieren antecedentes de valor esencial para la resolución del asunto que hayan sido ignorados al dictarse aquélla. El plazo para interponer este recurso es de tres días hábiles de notificada la decisión que se recurre.

No cabrá a su respecto el recurso de reposición que contempla el artículo 59 de la ley N°19.880.

b) Reemplázase en el actual inciso primero, que pasa a ser inciso tercero, la expresión inicial “En” por “Asimismo, en” y elimínase la frase “que deniegue el acceso a la información,”.

22.- Introdúcense en el artículo 30 las siguientes modificaciones: 

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:
“Artículo 30.- Admitido a tramitación el reclamo, la Corte de Apelaciones ordenará que informen, por la vía que estimen más rápida y efectiva, las partes, esto es, el Consejo, el o los terceros interesados, el solicitante y el órgano o servicio requerido, según corresponda, quienes dispondrán del plazo de diez días para presentar sus descargos u observaciones y remitir a la Corte todos los antecedentes que existan en su poder sobre el asunto motivo del reclamo.”.

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Evacuado el informe por las partes, o vencido el plazo de que disponen para ello, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la sala.”.

c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “no procederá recurso alguno” por la frase “sólo procederá el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia de que trata el artículo 30 bis”.

23.- Incorpórase el siguiente artículo 30 bis, nuevo:

“Artículo 30 bis.- Contra la resolución de la Corte de Apelaciones que falle el reclamo de ilegalidad de que trata el artículo 30 podrá interponerse el recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia. 

Procederá el recurso de unificación de jurisprudencia cuando, respecto de la materia de derecho objeto del reclamo, existieren distintas interpretaciones sostenidas en uno o más fallos firmes emanados de Cortes de Apelaciones. 

Este recurso deberá interponerse ante la Corte de Apelaciones correspondiente, en el plazo de quince días corridos desde la notificación de la sentencia que se recurre, para que sea conocido por la Corte Suprema.

El escrito que lo contenga deberá ser fundado e incluirá una relación precisa y circunstanciada de las distintas interpretaciones respecto de las materias de derecho objeto de la sentencia, sostenidas en diversos fallos emanados de una misma o distintas Cortes de Apelaciones. Asimismo, deberá acompañarse copia del o los fallos que se invocan como fundamento.

Sólo si el recurso se interpone fuera de plazo, el tribunal a quo lo declarará inadmisible de plano.

La Corte de Apelaciones correspondiente remitirá a la Corte Suprema copia de la resolución recurrida, del escrito en que se hubiere interpuesto el recurso y los demás antecedentes necesarios para la resolución del mismo.

La sala especializada de la Corte Suprema sólo podrá declarar inadmisible el recurso mediante resolución fundada en la falta de los requisitos de los incisos primero, segundo y tercero de este artículo. Dicha resolución sólo podrá ser objeto de recurso de reposición dentro de quinto día.

Declarado admisible el recurso por el tribunal ad quem, el Consejo, el o los terceros interesados, el solicitante y el órgano o servicio requerido, en el plazo de diez días corridos, podrán hacerse parte y presentar las observaciones que estimen convenientes.

En la vista de la causa se observarán las reglas establecidas para las apelaciones. Con todo, la duración de las alegaciones de cada parte se limitará a treinta minutos.

El fallo que se pronuncie sobre el recurso sólo tendrá efecto respecto de la causa en la que se pronuncie, y en ningún caso afectará a las situaciones jurídicas fijadas en las sentencias que le sirven de antecedente.

Al acoger el recurso, la Corte Suprema dictará, acto continuo y sin nueva vista, pero separadamente, la sentencia de reemplazo en unificación de jurisprudencia.

La sentencia que falle el recurso, así como la eventual sentencia de reemplazo, no serán susceptibles de recurso alguno, salvo el de aclaración, rectificación o enmienda.

Las causas gozarán de preferencia para su vista, y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de su ingreso al tribunal. Si la resolución reclamada hubiere otorgado el acceso a la información solicitada, la interposición de este reclamo suspenderá su entrega del mismo modo establecido en el artículo 29.”.
24.- Incorpórase en el inciso primero del artículo 34, a continuación de la expresión “órganos del Estado” la siguiente oración “y requerir directamente de éstos la información que necesite”.

25.- Sustitúyese la última oración del inciso primero del artículo 36, que comienza con las palabras “El Presidente” y finaliza con la expresión “unidad.”, por la siguiente: “El Presidente hará la propuesta al menos sesenta días antes de la expiración del período correspondiente, en un solo acto, y el Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad.”.

26.- Incorpórase el siguiente artículo 40 bis, nuevo:

“Artículo 40 bis.- El Presidente del Consejo anualmente dará cuenta pública participativa a la ciudadanía de la gestión de sus políticas, planes, programas, acciones, de su ejecución presupuestaria y de todo otro antecedente e información que considere relevante, correspondiente al año inmediatamente anterior.

Esta cuenta será enviada al Presidente de la República y al Congreso Nacional a más tardar en el mes de mayo de cada año.

En el evento que a dicha cuenta se le formulen observaciones, planteamientos o consultas, el Consejo deberá dar respuesta oportuna.”.

27.- Incorpórase en el artículo 41 el siguiente inciso segundo:

“Asimismo, en toda modificación del o los reglamentos dictados para la aplicación de la ley N°20.285 deberá ser oído el Consejo Directivo.”.

28.- Sustitúyese el artículo 45 por el siguiente:

“Artículo 45.- La autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado requerido, que hubiere denegado infundadamente el acceso a la información, contraviniendo así lo dispuesto en el artículo 16, será sancionado con censura, multa de hasta un 50% de su remuneración o suspensión del empleo hasta por treinta días.”.

29.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 46:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 46.- La no entrega oportuna de la información en la forma decretada, una vez que ha sido ordenada por resolución firme, será sancionada con censura, multa de hasta un 50% de la remuneración correspondiente o suspensión del empleo hasta por treinta días.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el duplo de la sanción indicada y la suspensión en el cargo por un lapso de cinco días.” por la siguiente: “, según sea el caso y atendiendo a la gravedad del incumplimiento:

a) Una multa o suspensión en los términos del inciso primero, si la sanción fue de censura, o

b) Hasta el duplo de la sanción ya aplicada, si la sanción fue de multa o suspensión.”.

30.- Sustitúyese el artículo 47 por el siguiente:

“Artículo 47.- El incumplimiento injustificado de las normas sobre transparencia activa, de las demás normas de esta ley y su reglamento, se sancionará con censura, multa de hasta un 50% de las remuneraciones o suspensión del empleo hasta por treinta días de la autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado.”.

31.- Incorpórase en el inciso primero del artículo 48, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser una coma (,), la siguiente frase: “por un plazo de seis meses.”.

32.- Incorpórase el siguiente artículo 4° transitorio, nuevo:

“Artículo 4°.- Las disposiciones contenidas en el inciso tercero del artículo 10, relativas a las comunicaciones enviadas o recibidas a través de correos electrónicos institucionales, entrarán en vigencia treinta días después de su publicación en el Diario Oficial, por lo que no podrán aplicarse a dichas comunicaciones enviadas o recibidas con anterioridad a esta fecha.”.
Artículo 2°.- Elimínase en el inciso segundo del artículo 14 del decreto con fuerza de ley N°5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública, lo siguiente: 

“Los funcionarios mencionados que no den cumplimiento a esta disposición incurrirán en una multa de diez pesos por cada día de atraso. Esta multa se impondrá por el Presidente de la República, en vista del denuncio de la Dirección General, y su producido incrementará los fondos de la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas.”.

Artículo 3°.- Incorpóranse los siguientes incisos quinto a octavo, nuevos, en el artículo 155 de la ley N°10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República:

“Si la reclamación del inciso tercero se refiere a la información señalada en el artículo 10, inciso tercero, de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, la Corte de Apelaciones respectiva procederá a dar traslado de ésta de acuerdo al artículo 30 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. Si los terceros emisores no hubieren sido notificados previamente de acuerdo a lo señalado en el artículo 20 bis de la citada ley, la Corte procederá a comunicarles del reclamo de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 20 de la misma.

En caso de mediar oposición a su publicidad de parte del titular de dichos correos o de los terceros emisores de éstos o que ésta no se deduzca dentro de plazo, la Corte de Apelaciones competente requerirá al Contralor General o Regional correspondiente que remita la información a que se refiere la reclamación. 

Una vez que la Corte haya apreciado sus descargos, dará traslado al Contralor General o Regional, según corresponda, respecto de los correos que estime que no dicen relación con la vida privada del titular o de los terceros, para que aquél se pronuncie sobre la eventual concurrencia de alguna causal de reserva o secreto. Deberá dar el mismo traslado en caso que el titular o los terceros accedan a su publicidad.

Sólo los miembros de la Corte de Apelaciones respectiva y el Contralor General o Regional, según corresponda, en el caso del inciso precedente, podrán conocer el contenido de dicha información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, debiendo adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.”.
Artículo 4°.- Incorpórase al final del inciso primero del artículo sexto de la ley N°20.285, lo siguiente:

“Asimismo, le será aplicable lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 10 de dicha ley.”.
Artículo 5°.- Incorpóranse los siguientes nuevos incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo al artículo 65 bis de la ley orgánica constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de ley N°18.840:

“Si la reclamación del inciso tercero se refiere a la información señalada en el artículo 10, inciso tercero, de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, la Corte de Apelaciones respectiva procederá a dar traslado de éste de acuerdo al artículo 72 a las partes, esto es, a su titular, al Presidente del Banco Central y a el o los terceros interesados. Si los terceros emisores no hubieren sido notificados previamente de acuerdo a lo señalado en el artículo 20 bis de la citada ley, la Corte procederá a comunicarles del reclamo de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 20 de la misma.

En caso de mediar oposición a su publicidad de parte del titular de dichos correos o de los terceros emisores de éstos o que ésta no se deduzca dentro de plazo, en virtud de lo señalado en los incisos precedentes, el tribunal podrá requerir al Presidente del Banco que remita la información a que ésta se refiere.

Una vez que la Corte haya apreciado los descargos, dará traslado al Presidente del Banco respecto de los correos que estime que no dicen relación con la vida privada del titular o de los terceros, para que aquél se pronuncie sobre la eventual concurrencia de una causal de reserva o secreto. Deberá dar el mismo traslado en caso que el titular o los terceros accedan a su publicidad.

Sólo los miembros de la Corte de Apelaciones respectiva y el Presidente del Banco, en el caso del inciso precedente, podrán conocer el contenido de dicha información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, debiendo adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.”.

Artículo 6°.- Incorpóranse al artículo octavo de la ley N°20.285, los siguientes incisos quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno nuevos:

“En el caso del acceso a la información, les será aplicable lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 10 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.

Cuando se les solicite la información señalada precedentemente se comunicará dicha solicitud al titular y a los terceros emisores de dichos correos para efectos de ejercer su derecho a oposición.

De mediar oposición o no pronunciarse sobre dicha comunicación, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Poder Judicial podrá requerir al titular de los correos que remita la información a que se refiere la solicitud.

Sólo los miembros de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Poder Judicial podrán conocer el contenido de dicha información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, debiendo adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.

La Corte Suprema regulará en un autoacordado los procedimientos necesarios de acceso a la información y de reclamo, de acuerdo a los incisos precedentes.”.

Artículo 7°.- Incorpóranse al artículo noveno de la ley N°20.285 los siguientes incisos cuarto a sexto, nuevos:

“Si la reclamación del inciso precedente se refiere a la información señalada en el artículo 10, inciso tercero, de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, la Corte de Apelaciones respectiva procederá a dar traslado de éste de acuerdo al artículo 30 de dicha ley. Si los terceros emisores no hubieren sido notificados previamente de acuerdo a lo señalado en el artículo 20 bis de la citada ley, la Corte procederá a comunicarles del reclamo de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 20 bis de la misma. En caso de mediar oposición a su publicidad de parte del titular de dichos correos o de los terceros emisores de éstos o que ésta no se deduzca dentro de plazo, el tribunal podrá requerir al Fiscal Nacional o Regional respectivo, al Presidente del Tribunal Constitucional, al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o del Tribunal Electoral respectivo, según corresponda, que remita la información a que ésta se refiere. 

Una vez que la Corte haya apreciado sus descargos, dará traslado al Fiscal Nacional o Regional respectivo, al Presidente del Tribunal Constitucional, al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o del Tribunal Electoral respectivo, según corresponda, respecto de los correos que estime que no dicen relación con la vida privada del titular o de los terceros, para que aquél se pronuncie sobre la eventual concurrencia de una causal de reserva o secreto. Deberá dar el mismo traslado en caso que el titular o los terceros accedan a su publicidad.

Sólo los miembros de la Corte de Apelaciones respectiva y el Fiscal Nacional o Regional respectivo, el Presidente del Tribunal Constitucional, el Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o del Tribunal Electoral, según corresponda, podrán conocer el contenido de dicha información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, debiendo adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.”.

Artículo 8°.- Incorpóranse en el artículo 4° de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo nuevos:

“En el caso que lo solicitado se trate de los correos electrónicos señalados en el inciso tercero del artículo 10 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, se comunicará dicha solicitud al titular y a los terceros emisores de dichos correos para efectos de ejercer su derecho a oposición.

De mediar oposición o no pronunciarse sobre dicha comunicación, la Comisión de Ética y Transparencia de la Cámara respectiva podrá requerir al titular de los correos que remita la información a que se refiere la solicitud. 

Sólo los miembros de la Comisión de Ética y Transparencia de la Cámara de Diputados y del Senado podrán conocer el contenido de dicha información, para declararla secreta o reservada o acceder a su entrega, mientras no exista decisión firme a su respecto que establezca su publicidad, debiendo adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y reserva.”.

Artículo 9°.- Incorpórase el siguiente artículo duodécimo a la ley N°20.285:

“Artículo duodécimo.- Las disposiciones contenidas en los incisos tercero y cuarto del artículo 10 de la ley de Transparencia, relativas a la publicidad de las comunicaciones enviadas o recibidas a través de correos electrónicos institucionales, serán aplicables tanto a los órganos y servicios señalados en el inciso primero del artículo 2° de la citada ley, como a la Contraloría General de la República, al Banco Central, al Congreso Nacional, al Poder Judicial, al Ministerio Público, al Tribunal Constitucional y a la Justicia Electoral y entrarán en vigencia treinta días después de su publicación en el Diario Oficial, por lo que no podrán aplicarse a dichas comunicaciones enviadas o recibidas con anterioridad a esta fecha.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 30 de julio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Eduardo Frei, Fulvio Rossi y Hosain Sabag; 13 de agosto de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Eduardo Frei, Jaime Orpis y Hosain Sabag; 27 de agosto de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Eduardo Frei, Jaime Orpis, Fulvio Rossi y Hosain Sabag, y 3 de septiembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Eduardo Frei, Jaime Orpis, Fulvio Rossi y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 10 de septiembre de 2013.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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